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Nota editorial

Los países que creen en la democracia como la mejor forma
de gobierno sostienen el principio de igualdad de oportunida-
des para los individuos que componen la sociedad. Las opor-
tunidades individuales se traducen a su vez en logros econó-
micos y en justicia social.

Los presupuestos públicos no pueden permanecer ajenos a
esta importante cuestión. Los logros individuales pueden ser
promovidos y reforzados por adecuadas políticas públicas, re-
flejadas en el presupuesto, de modo que el resultado global
sea una mejor calidad de vida para las personas que integran
la comunidad.

Los presupuestos deben ser concebidos a la luz de esta vi-
sión, que está basada en un principio profundamente demo-
crático. Para ello es necesario recordar que el sano manejo fi-
nanciero significa algo más que reducir el déficit y reducir la
deuda. También significa el manejo responsable de los recur-
sos aportados por los contribuyentes y una prestación ade-
cuada desde el punto de vista de la relación costo-beneficio de
los servicios públicos.

La sostenibilidad fiscal, examinada en uno de los artículos
que se incluyen en este número, como así también la preven-
ción de la corrupción o las nuevas formas de gestión, temas
también tratados en esta edición, constituyen aspectos esen-
ciales del buen gobierno y la sana administración. Esto no só-
lo contribuye a la cohesión social, sino que posibilita que el
éxito individual de cada ciudadano se transforme en una con-
tribución fundamental al éxito colectivo de la sociedad. Es a
partir del respeto a estas premisas que los presupuestos tie-
nen más posibilidades de lograr los "metaobjetivos" a los que
se ha hecho referencia.

Las mejores oportunidades individuales no sólo contribu-
yen a desarrollar una sociedad más equilibrada y armónica,
también posibilitan que el éxito de cada ciudadano se trans-
forme en una contribución fundamental al éxito colectivo de
la sociedad. Cuanto más avanzadas sean las técnicas aplica-
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das al manejo de las finanzas públicas y los presupuestos,
más contribuirá el sector público a que la sociedad alcance
estas metas.

En el artículo titulado "Empresas públicas", Lawrence
Pierce y Kenneth Rust examinan la organización de las acti-
vidades autosustentables del gobierno local en los EE.UU.,
basadas primariamente en las cargas a los usuarios para fi-
nanciar su operación. Los autores se refieren a nueve áreas
de servicios y describen cómo la naturaleza de estos servicios
afecta su precios y consecuentemente la pública, y explican
las diversas formas organizativas bajo las cuales operan estas
empresas además de los métodos que se pueden usar para
medir su comportamiento financiero.

En el artículo "Nuevas tendencias en gerencia pública y pre-
supuesto", el especialista uruguayo Isaac Umansky sostiene
que alcanzar los tradicionales objetivos y metas de la adminis-
tración pública, que históricamente han sido difíciles, se ha
transformado en una tarea más compleja porque se ha adicio-
nado en las últimas décadas una incertidumbre proveniente
del propio proceso de globalización que requiere un análisis
interpretativo multidimensional.

Rüdiger Kratzenberg trata el tema del impacto de la co-
rrupción sobre los presupuestos públicos en el artículo titula-
do Prevención de la corrupción y controles jurídicos en contra-
taciones". El estudio se refiere al caso alemán y sus conclu-
siones y recomendaciones son de suma utilidad para comba-
tir un flagelo que frena el desarrollo económico y social de los
países y genera enormes perjuicios a la sociedad.

Por último, el artículo "Evaluación de la sustentabiidad fis-
cal bajo incertidumbre", escrito por Theodore Barnhill y
George Kopits, examina cómo el enfoque de "Valor en riesgo"
confirma el riesgo significativo de fracaso financiero del go-
bierno que surge de la volatilidad y de los movimientos del ti-
po de cambio, las tasas de interés y los precios del petróleo.
Los autores mantienen que, si bien la dolarización, en el caso
de Ecuador, ha ayudado a atenuar la vulnerabilidad fiscal, la
volatilidad de los márgenes soberanos y de los precios del pe-
tróleo continúan siendo fuentes importantes de riesgo para el
sector público del país.

Estos artículos, escritos por técnicos de diferentes países,
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seguramente contribuirán a un debate necesario acerca de la
mejor forma de administrar el sector público, en particular
en todo lo que se refiere a su financiamiento. La Revista In-
ternacional de Presupuesto Público intenta de esta manera
enriquecer los conocimientos de quienes tienen a su cargo
esta responsabilidad.





Empresas públicas*

Lawrence W. "Chip" Pierce y Kenneth L. Rust

"Empresa pública" puede parecer, a primera vista, una con-
tradicción en sus términos. La palabra empresa generalmen-
te connota una actividad económica orientada tanto a generar
ingresos como hacia la eficiencia económica que redunda en
la formación de capital. Por ende, agregar la palabra públicas
junto a empresas puede resultar como relacionar una casa
rodante y una Ferrari. En realidad, las empresas públicas han
existido de alguna manera desde que existen los Estados. Por
ejemplo, los acueductos romanos que abastecían de agua a
los ciudadanos romanos hace más de dos mil años fueron
construidos mediante la recaudación de una forma cruda de
tributo sobre la base de las ganancias

En los tiempos modernos, la prestación estatal de servicios
que generan ingresos es un lugar común. Una lista parcial de
dichos servicios comprende:

• Suministro de agua
• Tratamiento de aguas residuales
• Servicios de electricidad

* Este artículo es una traducción del Capitulo 20 del libro titulado Local Go-
vernment Finance, publicado por John Petersen y Dennis Strachota. Ha sido
incluido en la actual edición de la Revista Internacional de Presupuesto Públi-
co con la autorización de la Government Finance Officers Association de los
Estados Unidos y Canadá.
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• Recolección de residuos sólidos
• Gestión de aguas de tormentas
• Servicios de peaje
• Estacionamiento público
• Transporte público de pasajeros
• Instalaciones portuarias
• Aeropuertos

Algunos de los servicios enumerados pueden ser brindados
perfectamente por el sector privado, pero este capítulo pon-
drá el acento en los requisitos financieros y administrativos
para que las empresas de servicios del sector público gene-
ren ingresos.

La esencia de la empresa

Para que un servicio genere ingresos, el proveedor del servicio
debe estar en condiciones de identificar dos factores: los
usuarios del servicio y su nivel de consumo del servicio. En al-
gunos casos, por ejemplo los servicios de policía, identificar
estos factores puede resultar dificil.

Una característica importante de las empresas públicas es
su dependencia de tarifas y cargos por servicio para sustentar
la explotación. Esto supone que el producto ofrecido por la ac-
tividad de la empresa será demandado por el público general,
y que el público general pagará para consumir o aprovechar el
producto ofrecido. La demanda y la voluntad de pagar por di-
chos servicios se simplifica si la empresa pública es proveedo-
ra exclusiva del servicio. Allí donde la empresa pública actúa
como un monopolio (por ejemplo, agua, cloacas, electricidad),
las tarifas de los usuarios se manejan por los costos y son el
resultado de un proceso detallado de asignación de costos. Pa-
ra las actividades empresarias en las que la entidad pública no
tiene un monopolio, también puede ser que el desarrollo de las
tarifas del usuario deba reflejar lo que el mercado soporta y las
tarifas cobradas por empresas competidoras.

Más allá del tipo de entorno competitivo dentro del cual
opera una empresa pública, el desarrollo de las tarifas del
usuario debe tener en cuenta los siguientes criterios:
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1. Equidad. ¿En qué medida el sistema de tarifas para el
usuario reconoce diferencias en la demanda de servicio por
parte de los clientes individuales?

2. Estabilidad del ingreso. ¿El plan de tarifas para el usuario
produce ingresos estables y predecibles en el tiempo?

3. Flexibilidad. ¿El sistema de tarifas para el usuario tiene fle-
xibilidad como para adaptarse a clientes con una deman-
da y características de consumo ampliamente variables?

4. Facilidad de gestión. ¿Con qué facilidad el personal admi-
nistrativo puede preparar, exigir y cobrar las cuentas, y
pueden las tarifas actualizarse fácilmente?

5. Aceptación pública. ¿El diseño del plan de tarifas para el
usuario estimula la aceptación del público?

Ningún sistema de tarifas públicas es perfecto. Los sistemas
de tarifas para el usuario que son muy simples pueden resul-
tar injustos y derivar en una escasa aceptación por parte del
público. Tratar a todos los clientes con justicia puede reque-
rir una estructura tarifaria sumamente complicada que sería
muy engorrosa de administrar y explicar a los clientes del sis-
tema. El sistema de tarifas públicas que mejor satisface los
criterios antes mencionados probablemente deba ubicarse en-
tre los dos extremos de lo más simple y lo más justo.

Es evidente que la importancia de las tarifas públicas au-
mentó significativamente para las entidades gubernamenta-
les locales. El ingreso de las tarifas públicas como fracción de
los ingresos corrientes totales aumentó considerablemente
entre 1977 y 1987. 1 Posiblemente, esta tendencia continuará
cuando otras fuentes de financiación se agoten o se vean li-
mitadas por restricciones impuestas por el Estado o por los
votantes.

Los incrementos en la generación de tarifas para el usua-
rio son, al menos en parte, una consecuencia de los Estados
que se vuelven más "empresarios" a la hora de cobrar por ser-
vicios que tradicionalmente se sustentaron con fondos estata-
les generales. Por ejemplo, actualmente se cobran tarifas por

1 Advisory Commission on Intergovernmental Relations, Local Revenue
Diversification: User Charges, SR-6 (Washington: ACIR, octubre 1987), p. 10.
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una amplia variedad de actividades y servicios recreativos, así
como por servicios especializados en seguridad pública.

Los dos principales atractivos de estas tarifas derivan del
papel fiscal y regulador que desempeñan. Es decir, las tarifas
(1) generan ingresos y (2) regulan la demanda del servicio eli-
minando el abuso que a veces va asociado a los servicios pú-
blicos gratuitos. La combinación de disminuir las fuentes de
ingresos fiscales locales e intergubernamentales y los atribu-
tos de tarifas basadas en los beneficios augura un mayor cre-
cimiento para esta área de las finanzas públicas en los años
venideros.

Empresas públicas locales

Las unidades estatales brindan toda una serie de servicios
que generan ingresos. En qué medida las tarifas se cobran pa-
ra costear los costos de prestar servicio depende de la natura-
leza del servicio, el tamaño y las características de la base de
clientes y los objetivos de políticas públicas de la jurisdicción.
Las once empresas públicas siguientes son las más comunes
para los gobiernos locales. Los capítulos que se presentan a
continuación refieren las características singulares de cada
servicio y de qué manera esas características afectan la ges-
tión financiera de la empresa.

Suministro de agua

El Estado federal se ha mostrado menos activo en el área de
suministro de agua que en muchos otros sectores de infraes-
tructura en términos de regulación, explotación y provisión de
asistencia financiera. La Ley de Agua Potable establece lími-
tes máximos de concentración para ciertas sustancias noci-
vas como el plomo y los compuestos orgánicos. Las enmien-
das a la Ley de 1986 aumentaron considerablemente el papel
del Estado federal en la regulación del suministro de agua in-
crementando fuertemente el número de compuestos que de-
ben limitarse y ordenando tratar las fuentes de agua de su-
perficie para muchas comunidades. Las enmiendas pueden
tener un impacto significativo en los costos de capital y explo-
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tación para muchos sistemas. 2 Numerosas comunidades ve-
rán aumentar mucho las tarifas, que han sido bastante bajas,
en los próximos años.

En general, las grandes empresas de aguas establecieron
sistemas de bloques de tarifas decrecientes. Fijan dos o tres
"bloques" de consumo de agua. El primer bloque cubre toda
el agua utilizada normalmente por los clientes residenciales y
soporta la tarifa más alta por galón (o por pie cúbico). El se-
gundo bloque generalmente incluye los niveles de consumo de
agua típicos de los clientes comerciales y tiene un costo por
unidad un poco más bajo. El tercer bloque, en caso de ser uti-
lizado, cubre el uso industrial, mayorista y de riego y tiene las
tarifas más bajas. Muchas empresas agregan un componente
de cargo por servicio que cubre los costos fijos de los medido-
res, la facturación y el servicio al cliente.

El principio que rige el sistema de bloques de tarifas decre-
cientes es que los costos del servicio de agua tienen dos cau-
sas primordiales. La primera es la demanda global de agua,
que determina la dimensión del suministro, los sistemas de
filtración y el almacenamiento. El segundo es la demanda pi-
co, que determina la dimensión del sistema de distribución.
Como el uso comercial e industrial del agua es bastante pare-
jo a lo largo de todo el día y el año, mientras que el consumo
residencial se caracteriza por picos y caídas, a los usuarios re-
sidenciales se les cobra una proporción más alta de los costos
relacionados con la demanda pico y por ende pagan tarifas
más altas por cada galón utilizado.

Hay toda una serie de alternativas a la estructura de blo-
ques decrecientes. Las comunidades que no tienen un consu-
mo no residencial significativo a menudo eliminan los bloques.
tarifarios, optando en cambio por una tarifa uniforme por ga-
lón consumido. Las comunidades sin medidores de agua de-
ben tener alguna otra forma de estimar el consumo del agua.
Algunas cobran una tarifa plana para las casas y a los usua-
rios comerciales les cobran en base a una estimación de su
utilización de agua en "equivalentes a unidad familiar". Algu-

2 Ley de Agua Potable Segura, 42, U.S.C. 300 y sig. Para las enmiendas de
1986, véase PL 99-339.
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nos sistemas de agua pequeños cobran a todos los usuarios
la misma tarifa mensual o trimestral. Muchas empresas de
aguas establecen un cargo originado por el fondo general de
la comunidad para recuperar los costos que implica proveer
bocas de incendio. El cargo generalmente se basa en un cál-
culo del agua utilizada en la lucha contra los incendios y la
demanda pico generada por un incendio grande. Una norma
general para establecer los precios, o las tarifas para cual-
quier empresa, es usar la estructura tarifaria más simple que
ofrezca a la vez equidad para los clientes. Un sistema con
usuarios residenciales solamente no necesita un conjunto
complejo de bloques tarifarios, mientras que una comunidad
con una cantidad de industrias diferentes probablemente sí.

Una tendencia reciente en las tarifas de empresas de agua
ha sido el uso de tarifas de bloques ascendentes. La estructu-
ra tarifaria es la inversa de la estructura de bloques descen-
dentes tradicional, de modo que los usuarios pagan un precio
por galón más alto a medida que su consumo aumenta. Este
tipo de estructura tarifaria ofrece un fuerte incentivo a con-
servar el agua y también minimiza el costo del agua para los
usuarios residenciales. Puede crear fuertes cargas para los
grandes usuarios industriales, quienes pueden verse tentados
de buscar otras fuentes para su agua o trasladar sus opera-
ciones. Una alternativa simple que reduce los costos del agua
para los residentes de menores ingresos consiste en modificar
la estructura de bloques ascendentes (o tarifa plana) de tal
manera que los primeros miles de galones se ofrezcan al pre-
cio más bajo.

Tratamiento de aguas residuales

A diferencia del suministro de agua, el tratamiento de las
aguas residuales ha sido un servicio público desde sus oríge-
nes. No obstante, hasta estas últimas dos décadas, las nor-
mas de tratamiento eran mínimas y los costos bajos. Por con-
siguiente, muchas comunidades no establecieron sus siste-
mas de cloacas como empresas; simplemente pagaban los
costos con los ingresos generales. La adopción de la Ley Fede-
ral de Control de Contaminación del Agua en 1972 y la Ley de
Agua Limpia en 1977 plantearon la norma, el costo y la visi-
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bilidad del tratamiento de las aguas residuales. Los gobiernos
locales de todo el país todavía están ajustándose a este nue-
vo entorno.

Si bien la Oficina de Protección Ambiental (Environmental
Protection Agency - EPA, en su sigla original) otorgó miles de
millones en subsidios para la construcción de plantas de tra-
tamiento, muchos gobiernos locales postergaron la realización
de las mejoras de capital necesarias, ya que la EPA tardó en
aplicar los requisitos para mejorar el tratamiento. A partir de
mediados de la década de 1980, la EPA, no obstante, incre-
mentó sus esfuerzos y comenzó a reducir las cantidades dis-
ponibles para los subsidios. Como consecuencia de ello, mu-
chas comunidades enfrentaron la necesidad de grandes inver-
siones de capital en sus sistemas de tratamiento y recolección
de aguas residuales. La necesidad de pedir prestadas grandes
sumas por necesidades de capital y manejar las nuevas plan-
tas costosas puso un renovado énfasis en la urgencia de que
las empresas de aguas residuales se autofinancien.

Al igual que el suministro de agua, cobrar los servicios de
tratamiento de aguas residuales es actualmente una norma
en los gobiernos locales. Como el suministro de agua, asimis-
mo, el objetivo de las plantas para tratamiento de aguas cloa-
cales es recuperar de sus operaciones ingresos suficientes co-
mo para pagar tanto los costos de capital y explotación como
los costos de mantenimiento de la planta. La EPA requiere
que las comunidades que han recibido fondos federales recu-
peren los costos de operación y mantenimiento mediante las
tarifas del usuario. Los mecanismos usados para recuperar
los costos deben garantizar que los clientes de la planta sean
tratados en forma equitativa y que el sistema sea eficiente y,
en lo posible, simple.

Hay algunas características especiales del servicio de cloa-
cas que deben tenerse en cuenta al establecer las tarifas. La
recuperación de los costos depende de la identificación de és-
tos. Es esencial que la planta de aguas residuales identifique
todos los costos que deberán recuperarse de las tarifas y esti-
me con realismo cómo van a aumentar dichos costos durante
la vida de una estructura tarifaria dada. Los costos de mano
de obra son probablemente el único factor de costos más im-
portante en el manejo de una planta de aguas residuales. Los
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materiales y los suministros incluyen sustancias químicas (en
general alrededor del 10 al 15% del presupuesto de explota-
ción), repuestos para los equipos mecánicos, insumos para
ensayos y equipamiento de oficinas. Los costos de la planta
incluyen costos de electricidad (que como costo de explotación
pueden venir solamente después de los salarios), combusti-
ble, agua, gas y servicio telefónico. Las sustituciones de equi-
pos constituyen una categoría de costos generalmente inclui-
da en el presupuesto de capital para reemplazar elementos
como bombas, motores y vehículos. Los fondos para sustitu-
ción de equipos pueden reunirse en una reserva para reem-
plazo de equipos. Los costos de capital generalmente se finan-
cian mediante la emisión de bonos. En ese caso, los costos de
servicio de la deuda (capital más interés) deben considerarse
al establecer las tarifas del usuario.

Para desarrollar tarifas justas, la planta debe determinar la
relación entre las características de los desechos que trata y
el costo de tratarlos. El agua servida difiere de una comuni-
dad a otra y de un usuario a otro en su (1) flujo, (2) demanda
de oxígeno bioquímico (DOB), (3) sólidos suspendidos y (4)
contenidos de metales pesados. Si una planta atiende sólo a
clientes residenciales, el flujo puede ser la única información
operativa necesaria. Cuando hay también clientes industria-
les y comerciales, serán necesarios datos más amplios sobre
la fuerza (concentración) del flujo.

Una vez conocidos el flujo total y el contenido de desechos,
la planta debe determinar de qué manera cada característica
de los desechos contribuye a su costo. Los costos de recolec-
ción, por ejemplo, derivan del flujo y la cantidad de clientes.
Los costos de disposición de fango de alcantarillas varían se-
gún el contenido de sólidos, mientras que los costos de tra-
tamiento dependen tanto del flujo como de la fuerza de los
desechos. Otros costos, como los de administración y servi-
cio al cliente, dependen solamente del número de clientes y
no de las características de sus desechos. Una vez conocidos
los costos de cada componente del sistema y las característi-
cas de todos los desechos tratados, la planta puede calcular
el costo por unidad de atender a cada cliente, de tratar cada
galón de desechos y eliminar cada libra de sólidos, DOB, o
metal.
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Para determinar la estructura tarifaria, el personal de la
planta debe estimar el contenido de desechos del cliente resi-
dencial típico y así el costo para atender a ese cliente. Los pre-
cios pueden establecerse luego para recuperar ese costo de
servicio de cada cliente residencial. Lo mismo puede hacerse
en el caso de los clientes comerciales e industriales, aunque
posiblemente sea necesario observar con más atención las di-
ferencias entre industrias o empresas. La estructura tarifaria
dependerá de la mezcla de clientes y la capacidad de medir las
características de las aguas servidas y el consumo de agua de
los clientes de la planta. Las estructuras tarifarias más comu-
nes son:

• Tarifas planas (p. ej. $7,00 por mes): la estructura tarifada
más simple, utilizada cuando no hay medidores de agua y
todos los usuarios son residenciales.

• Tarifas por volumen (p. ej. $2,50 por mil galones): se utiliza
cuando hay registros de flujo pero es imposible diferenciar
la fuerza del flujo entre los usuarios.

• Tarifas por volumen más recargo (p. ej. $2,50 por mil galo-
nes para todos los clientes más $1,00 por mil libras de DOB
para los clientes con altos niveles de DOB): se utiliza cuan-
do pueden identificarse el volumen y la fuerza de las aguas
servidas.

• Tarifas ad valorem: pueden usarse si hay una estrecha re-
lación entre el impuesto sobre el precio y el nivel de uso de
la planta de aguas residuales.

Muchas veces se utiliza un cobro de servicio mensual en con-
junción con tarifas sobre el volumen y de recargo.

Servicios de electricidad

En 1986, los ingresos de explotación para las empresas eléc-
tricas en Estados Unidos ascendían a $184.600 millones. So-
bre ese total, $21.700 millones (11,7%) correspondían a los
sistemas eléctricos públicos. Las empresas de servicios públi-
cos en manos privadas representaban $135.800 millones
(73,6%). El saldo de los ingresos representaba a los prestata-
rios de la Administración de Electrificación Rural y a sistemas
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federales. Los sistemas públicos prestaban servicio a 14 mi-
llones de clientes, frente a 77,7 millones correspondientes a
las empresas de servicios públicos en manos privadas. 3 Salvo
la motivación de ganar que aparece en las empresas privadas,
las decisiones vinculadas a los precios para las empresas
eléctricas se basan en criterios similares.

Las tarifas residenciales están formadas por tres compo-
nentes. Los costos al cliente se establecen por cliente y no se
ven esencialmente afectados por el tamaño y el esquema de
uso del cliente individual. Estos costos incluyen la lectura del
medidor, facturación, cobro de facturas y registros de consu-
mo. Los costos de demanda están relacionados con la magni-
tud de la capacidad eléctrica del sistema y a menudo se ex-
presan como tanto por kilovatio de demanda. Los costos de
demanda incluyen los costos de inversión en plantas de pro-
ducción y las tarifas de demanda en las facturas de electrici-
dad a nivel mayorista. Los costos de demanda cambian cuan-
do varía la producción o el consumo y se expresan como tan-
to por kilovatio de demanda. Incluyen los costos de inversión
en plantas de producción y tarifas de demanda en las factu-
ras de electricidad mayoristas. Los costos de energía cambian
al variar el consumo y la producción y se expresan en tanto
por kilovatio de energía consumida. Los costos de energía in-
cluyen los asociados a los gastos por uso de combustible pa-
ra las plantas generadoras y la tarifa de energía en las factu-
ras de electricidad mayoristas.

Hay toda una serie de técnicas distintas para fijar las tari-
fas de los clientes residenciales. Sin entrar en mucho detalle
en cuanto a los cálculos según las alternativas existentes, es
justo decir que los clientes residenciales en general pagan una
tarifa con un cargo específico al cliente más un cargo por ki-
lovatio -hora de energía consumida. El costo de demanda en
general se recupera mediante un cargo agregado por kilova-
tio-hora.

Los precios que cobran las empresas eléctricas por el ser-
vicio a los clientes industriales generalmente están conforma-

3 1988 Public Power Directory, American Public Power Association, página
D-1.
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dos por cinco componentes. Dos, los costos de energía y de
demanda son idénticos a los que encontramos al establecer
las tarifas residenciales. El costo de ajuste de combustible re-
fleja los aumentos en los costos de combustible de la empre-
sa eléctrica, expresado en dólares por kilovatio-hora, y el fac-
tor energético mide la relación de la energía aparente disponi-
ble para el cliente (una vez contabilizada la resistencia) res-
pecto de la verdadera energía suministrada por la empresa.
Las empresas eléctricas en general cobran una multa a los
clientes con un factor energético bajo como consecuencia de
la capacidad generadora adicional necesaria para compensar
la resistencia eléctrica. 4

La factura de electricidad industrial típica puede determi-
narse mediante una fórmula que combine los cuatro facto-
res de manera tal que cubra los costos en forma equitativa.
Los precios deben ser sensibles a los objetivos a veces anta-
gónicos de una buena gestión financiera y una buena políti-
ca pública.

Recolección de residuos sólidos

Uno de los problemas más inmediatos y generalizados que
enfrentan las áreas metropolitanas es disponer del volumen
enorme de desechos que producen las ciudades. El Consejo
Nacional de Obras Públicas estima que este país produce
anualmente entre 130 y 165 millones de toneladas de resi-
duos sólidos. 5 La gran mayoría de estos residuos van a pa-
rar a una de los miles de las descargas que hay en Estados
Unidos.

Obviamente, los residuos sólidos municipales plantean un
peligro para el medio ambiente. También son una amenaza
para la salud fiscal de muchas municipalidades. No sólo es-
tán aumentando las tasas de descarga (pago por tonelada pa-
ra disponer de los desechos en una descarga municipal) que

4 Brown, Robert J., y Yanuck, Rudolph R., Life Cycle Costing: A Practical Gui-
de for Energy Managers (Atlanta, GA; The Fairmont Press, Inc., 1980), pp.
84-85.
5 Clunie, Jeffrey F., et al., "Informe sobre residuos sólidos" (Washington: Na-
tional Council on Public Works. 1987), p. 19.
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pagan las ciudades, sino que los costos de transporte de resi-
duos sólidos crecen a medida que las zonas urbanas se ex-
panden y las descargas cercanas cierran. Las comunidades
suburbanas del área metropolitana de la ciudad de Nueva
York han comenzado a enviar los residuos a descargas en
Pennsylvania y al norte del Estado de Nueva York. Filadelfia
se ha visto obligada a transportar los residuos a descargas
tan lejanas como Maryland y Virginia. Una vez que los resi-
duos llegan a la descarga, las jurisdicciones deben hacer fren-
te a costos cada vez más altos por disponer de dichos resi-
duos. Las tasas de descarga, que comúnmente rondaban los
$10 hasta hace apenas unos diez años, aumentaron a más de
$100 en algunas zonas ya que las descargas se han vuelto
más escasas y resulta más costoso cumplir con las regulacio-
nes ambientales.°

Las descargas municipales manejadas por las entidades
estatales deberían recaudar ingresos suficientes para pagar
los siguientes ítems:

• El costo de adquirir la tierra para la descarga.
• Los gastos de desarrollo, incluidos los geotécnicos, am-

bientales, de emplazamiento, autorizaciones, ingeniería,
servicios legales y financieros.

• Bienes de capital.
• Gastos de explotación y mantenimiento.
• Servicio de la deuda sobre bonos emitidos para la cons-

trucción de plantas.
• Costos finales de cierre.
• Mantenimiento y control posteriores al cierre.

Pueden obtenerse ingresos de tres fuentes principales: las ta-
rifas de descarga pueden cobrarse por cada tonelada de resi-
duos entregada; puede aplicarse una tarifa periódica de servi-
cio a los clientes; y la jurisdicción puede solventar la disposi-
ción de residuos sólidos a través de las fuentes de ingresos ge-
nerales. Las tarifas de descarga en general no se cobran a los
recolectores de residuos municipales, los acarreadores priva-

6 lbid., p. 20.
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dos bajo contrato con la municipalidad, o los ciudadanos par-
ticulares que viven dentro de la jurisdicción de la entidad. Las
tarifas de descarga se cobran, sin embargo, generalmente a los
acarreadores municipales de otras jurisdicciones, los acarrea-
dores privados que no están bajo contrato con la municipali-
dad, y los individuos que no están dentro de la jurisdicción.

Un número cada vez mayor de comunidades que recogen
la basura al borde de la calle están estableciendo mecanismos
empresarios para el proceso de recolección. Lo más probable
es que esta tendencia continúe en la medida que los costos de
las descargas aumenten y los funcionarios públicos desarro-
llen programas de reciclado y busquen formas de desalentar
la producción de residuos sólidos innecesarios. Las tarifas de
recolección pueden cubrir tanto el costo de recoger los resi-
duos sólidos como el de llevarlos a la descarga. Como ocurre
con la mayoría de las tarifas de servicios, esto se hace gene-
ralmente estimando los residuos sólidos anuales recolectados
del cliente medio y estableciendo los pagos de manera que to-
dos los usuarios paguen ese importe promedio. "Las tarifas de
basura medida", en las cuales los usuarios pagan en base al
contenedor (lo cual requiere muchas veces el uso de contene-
dores provistos por la comunidad), también están ganando
popularidad debido a su función de alentar la conservación.

Gestión de aguas de tormenta

Aunque a menudo es tratado como el pariente pobre del tra-
tamiento y disposición de aguas servidas, cada vez se recono-
ce más la importancia de manejar el escurrimiento de las
aguas de tormenta y el drenaje urbano en el sistema de servi-
cios públicos generales de una municipalidad. Este reconoci-
miento probablemente aumente en el futuro, cuando se adop-
ten y apliquen las normas de calidad del agua actuales y las
propuestas por la EPA para la descarga del escurrimiento sin
punto.

El problema del escurrimiento urbano y el manejo de las
aguas de tormenta afecta tanto a las comunidades urbanas
más viejas como a las áreas suburbanas en desarrollo. Las
ciudades urbanas más viejas con sistemas combinados de re-
colección y disposición sanitaria y de aguas de tormenta su-
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fren de desbordes combinados de alcantarillas en el caso de
sucesos de tormentas pico. La acción reguladora de la EPA
para limitar estos desbordes, ya sea separando los dos siste-
mas o mediante la construcción de almacenamiento en línea,
impondría significativas cargas de costos a esas ciudades.

Las zonas en urbanización enfrentan un problema diferen-
te. Si bien los sistemas sanitarios y de alcantarillas de tor-
mentas pueden haber sido construidos como sistemas sepa-
rados, las alcantarillas y los canales de drenaje existentes a
menudo son incapaces de hacer frente al escurrimiento aso-
ciado con el nuevo desarrollo inmobiliario. Al producirse el de-
sarrollo inmobiliario y al aumentar el porcentaje de superficie
de tierra impenetrable, el volumen de escurrimiento de aguas
de tormenta y su intensidad aumentan. Este esquema de de-
sarrollo sobrecarga las vías de drenaje subterráneo existentes
y las instalaciones de retención, lo cual resulta a menudo en
crecientes incidentes de inundación. Si la EPA impone nor-
mas de calidad del agua a nivel nacional sobre descargas de
aguas de tormentas puntuales, adaptar estas instalaciones
para proveer el tratamiento necesario agregará más costos a
estos sistemas.

El reconocimiento del drenaje y el escurrimiento urbano co-
mo un servicio público independiente no ha sido aceptado de
manera universal dentro del sector de obras públicas. Históri-
camente, las instalaciones de drenaje han sido proyectadas
conjuntamente con la construcción de calles y caminos y por
lo tanto se consideran del ámbito del ministerio de Transporte
y Mantenimiento Vial. En las comunidades con un sistema sa-
nitario/cloacas combinado, la recolección de aguas de tormen-
ta y el tratamiento generalmente es responsabilidad de la em-
presa de servicios cloacales. El drenaje y el escurrimiento ur-
bano está volviéndose, sin embargo, una cuestión relativa al
manejo de la calidad del agua, y por esta razón corresponde
con mayor lógica a la competencia del servicio de cloacas.

Para financiar las necesidades de capital y mantenimiento
corriente de las aguas de tormenta, las municipalidades han
empezado a establecer servicios de drenaje, ya sea como par-
te de un servicio existente de cloacas o como una actividad
empresaria independiente. Estos servicios de drenaje se con-
forman normalmente a la manera de los servicios de cloacas
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y en la mayoría de los casos utilizan el sistema de tarifas pa-
ra el usuario basadas en el costo del servicio para recuperar
sus requerimientos de ingresos anuales de las propiedades
dentro de su área de servicio. En algunas comunidades se
han creado servicios de drenaje regional para ofrecer un nivel
constante de servicios de drenaje a todas las propiedades den-
tro de una cuenca de drenaje única o dentro de cuencas su-
perpuestas.

Los requerimientos de ingresos anuales para los servicios
destinados a aguas de tormentas pueden dividirse en costos
de capital y costos de explotación, y luego asignados a pará-
metros del modelo tarifario según los servicios ofrecidos por la
empresa. Se utilizan las características de la propiedad para
asignar los costos a clases de clientes y desarrollar las tarifas
y los cargos. Factores como el metraje del frente de la propie-
dad, los metros cuadrados y la proporción de superficie impe-
netrable respecto de la superficie total pueden utilizarse para
asignar los costos y establecer las tarifas. Las facturas pueden
incorporarse a la factura habitual de cloacas o -en el caso de
un servicio de drenaje separado- ser enviadas por separado
periódicamente. En algunos casos, las tarifas para el usuario
se facturan en la declaración del impuesto inmobiliario.

Mantenimiento vial

Otro ejemplo de innovaciones financieras para financiar las
mejoras de infraestructura es la creación de distritos o servi-
cios de mantenimiento de caminos. El objeto de estas entida-
des es ofrecer servicios de mantenimiento vial (a saber, limpie-
za de calles, mantenimiento del pavimento, señalización) a los
dueños de propiedades dentro de un área de servicio definida.
En vez de depender de los ingresos estatales generales o los
fondos especiales como los impuestos a la nafta para pagar
estos servicios, los distritos de servicio vial son financiados
por tarifas y cargos que reflejan el costo de ofrecer el servicio
a propiedades individuales.

La financiación de un distrito de mantenimiento vial nor-
malmente surge a través de tarifas y cargos cobrados a los
dueños de propiedades dentro del distrito. Las tarifas y los
cargos, al contrario de un impuesto general, se utilizan como
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un plan de recuperación de costos por dos importantes razo-
nes: (1) A diferencia de los impuestos, que deben ser distribui-
dos de manera uniforme, las tarifas y los cargos pueden vin-
cularse a factores particulares generadores de costos. Esto
permite cierto grado de discriminación de precios entre dife-
rentes tipos de propiedades. (2) Las tarifas y los cargos, al no
ser impuestos, se aplican a todas las propiedades dentro del
distrito del servicio vial, incluidas las actividades públicas sin
fines de lucro.

Las tarifas de mantenimiento vial pueden basarse en una
estructura de costo del servicio que utilizan otros servicios
públicos. Los requerimientos de ingresos pueden incluir tan-
to los costos de capital como de explotación. Los costos de ex-
plotación incluirían elementos como servicios personales o
materiales y servicios requeridos para llevar a cabo las distin-
tas actividades relativas al mantenimiento vial. También es-
tán incluidos como costos de explotación los gastos adminis-
trativos relacionados con la preparación de facturas y el cobro
de las tarifas a las propiedades. Un distrito de servicio vial
también puede incurrir en costos de capital. Estos costos de
capital podrían incluir gastos en equipamientos importantes
para construir y reparar rutas. Los costos de capital también
podrían incluir el servicio de la deuda sobre bonos vendidos
para financiar los gastos de capital.

Al igual que otros tipos de servicios, desarrollar los precios
y tarifas del costo del servicio requiere establecer clases de
clientes en base a características de uso homogéneas. Para un
distrito de servicio vial, factores como la demanda y el uso ge-
neralmente se vinculan con el número de viajes que ese tipo
particular de propiedad_ genera. Los factores de generación de
viajes pueden obtenerse mediante la medición real usando
medidores ubicados en las veredas que llevan hacia/desde
una propiedad particular o mediante una estimación usando
datos de factores de viajes publicados por el Instituto de Inge-
nieros del Tránsito. Los factores de viajes pueden refinarse
aún más para reflejar la longitud media de viaje, las tasas de
desocupación, etc. El tamaño de la propiedad o el metraje del
frente de la propiedad también pueden utilizarse para estimar
la demanda de servicio de una propiedad, especialmente para
los elementos de costo que varían con la longitud del camino.
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Los costos de capital y de explotación pueden asignarse a
clases de clientes en base a los costos unitarios del servicio (a
saber, el costo por vehículo-kilómetro recorrido, por metros de
frente) y la demanda por clase de cliente. Las tarifas y los car-
gos por los servicios de mantenimiento vial pueden designar-
se por tarifa variable o plana. Las clases de clientes homogé-
neas se prestan a tarifas planas, calculadas mensual o anual-
mente. Las clases de clientes con una gran variación en tama-
ño y uso pueden basarse en forma más equitativa en las ca-
racterísticas de su propiedad o realización de viajes.

Servicios de peaje

En 1985 había un total de 240 puestos de peaje (con puentes,
túneles y rutas incluidos) en funcionamiento como parte del
sistema de caminos del país. De éstos, 210 eran de propiedad
pública y manejados por el Estado, incluidas 65 de las 72 ru-
tas con peaje.? Las rutas con peaje son principalmente un fe-
nómeno de la Costa Este y del Medio Oeste. En la Costa Oes-
te actualmente no hay ninguna ruta con peaje manejada por
el Estado, aunque se están considerando algunas. De las
5.176 millas de autopistas con peaje en funcionamiento en to-
do el país, la mayoría del kilometraje es parte del sistema de
autopistas interestatal.

La mayoría de los servicios de peaje estatales son maneja-
dos por corporaciones públicas con fines específicos o por di-
recciones de caminos u organismos de transporte. En su ma-
yoría, estos puestos son construidos y manejados exclusiva-
mente con los ingresos del peaje, o ingresos cobrados conjun-
tamente con las operaciones de peaje (a saber, ingresos por
concesión).

La ley federal prohibe el cobro de peaje sobre cualquier
tramo del sistema federal de autopistas que haya recibido fi-
nanciación federal. No obstante, ha habido algunas excepcio-
nes a la ley federal, aunque dichas excepciones en general se
aplican sólo a los puentes y túneles con peaje o accesos a ru-
tas con peaje que se incorporan al sistema interestatal de au-

7 Ibid., p. 74.
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topistas. Estos "Acuerdos. del Capítulo 129" (por el Capítulo
129 del Título 23 del Código estadounidense, que se refiere a
las prohibiciones federales de cobros de peaje en las autopis-
tas solventadas a nivel federal) restringen el uso de los pea-
jes a los costos de construir, explotar y mantener el puesto
de peaje con el requisito adicional de que los peajes se sus-
pendan una vez que se hayan pagado todos los costos de
construcción.

Los servicios de peaje son explotados usando sistemas de
cobro de peaje abiertos o cerrados. Los sistemas de cobro ce-
rrado utilizan barreras en los puntos de acceso a los puestos
para cobrar los peajes a los usuarios. Este tipo de sistema de
cobro funciona particularmente bien en puentes y túneles
donde el acceso es relativamente fácil de restringir. Las rutas
con peaje que usan un sistema de cobro de peaje cerrado tien-
den a limitar el acceso a lo largo de la ruta con peaje y depen-
den de plazas de peaje en cada extremo y puestos de peaje en
rampas de salida/entrada para cobrar el peaje a los vehícu-
los. Los sistemas abiertos, por otra parte, no están diseñados
para cobrar peajes a todos los usuarios, sino que permiten
que ciertos viajes locales se hagan con peaje gratis. Los siste-
mas abiertos se basan en barreras de peaje ubicadas a inter-
valos seleccionados para cobrar los peajes a los vehículos.$

Existe una gran disparidad en los costos por milla en los
servicios de peaje. En promedio, las rutas interurbanas con
peaje son más baratas para viajar que sus homólogas autopis-
tas urbanas. Los peajes para autos de pasajeros en las rutas
interurbanas varían de 1,8 a 9,1 centavos por milla, frente a
una variación de 5 a 7 centavos por milla en las rutas urbanas
con peaje. 9 La amplia gama de tarifas por milla se explica por
las diferencias en los costos de construcción, las tasas de in-
terés sobre los bonos vendidos para financiar la construcción,
los costos de adquisición del derecho vial, etc. Las tarifas de
peaje normalmente varían por tipo de vehículo (auto, camione-

8 Federal Highway Administration, Toll Facilities in the United States (Was-
hington: Government Printing Office, abril 1985), p. 6.
9 Schneider, Suzanne B., Toll Financing of U.S. Highways (Washington: Con-
gressional Budget Office, diciembre 1985), pp. 44-45.



Empresas públicas 29

ta, etc.). Para las rutas con peaje, también se utiliza la longi-
tud del trayecto para determinar el monto del peaje.

Como muchas otras mejoras de infraestructura pública,
los servicios de peaje requieren gastos iniciales de capital
enormes para construir o ampliar los servicios. Para financiar
estos gastos de capital y aliviar las necesidades de margen
bruto de autofinanciación a lo largo del tiempo se depende, en
gran medida, del financiamiento mediante el crédito. La ma-
yoría de los bonos vendidos para financiar los servicios de
peaje han sido emitidos como obligaciones pagaderas median-
te ingresos, siendo el capital y el interés sobre los bonos pa-
gados con los ingresos de los peajes.

Los servicios de peaje son sistemas fuertemente endeuda-
dos que están sometidos a la competencia y son susceptibles
de verse afectados por sucesos económicos externos. En vista
de este entorno de operación, es poco probable que las obliga-
ciones pagaderas exclusivamente con los ingresos del peaje,
suponiendo que no haya ningún aumento del crédito, reciban
calificaciones de inversión altas. Por ejemplo, de las 46 emi-
siones de obligaciones pagaderas con los ingresos por el pea-
je calificadas por Standard & Poor's Corporation, sólo una
emisión recibe una calificación superior a A+. Los emisores
podrían optar por fijar requisitos más rigurosos para sus ope-
raciones financieras (a saber, relaciones deuda-cobertura más
altas, mayores fondos de reserva para mantenimiento); de to-
dos modos, estos requisitos ejercerían una presión adicional
sobre los precios del peaje y podrían terminar siendo contra-
producentes. La única forma en que probablemente se pro-
duzcan mejoras significativas en las calificaciones crediticias
asignadas a las obligaciones pagaderas con ingresos por pea-
je es a través de un aumento del crédito (seguro de obligacio-
nes, mantenimiento de la liquidez de las letras de crédito) o a
través de una promesa adicional de ingresos como los ingre-
sos estatales por vehículos motorizados.

Estacionamiento público

Para aumentar la viabilidad de un distrito comercial central
tanto para actividades empresarias como de comercios mino-
ristas, muchas municipalidades establecieron fondos empre-
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rriente de tarifas del usuario. La autoridad generalmente no
tiene capacidad para fijar impuestos sobre la propiedad den-
tro de su área de servicio, aunque hay ejemplos en contrario.

La falta de poder para fijar impuestos es un arma de doble
filo. Por un lado, la autoridad no enfrenta las limitaciones de
endeudamiento que puedan aplicarse a las comunidades den-
tro del área de servicio de la autoridad. Por el otro, debido al
mayor riesgo involucrado, la deuda respaldada únicamente
por los ingresos requiere un costo más alto de interés que la
deuda sustentada por un compromiso de responsabilidad ge-
neral (bono de responsabilidad general).

La dirección y la administración de una autoridad es ma-
nejada por un cuerpo que se parece a la junta que supervisa
las operaciones de un distrito de servicios. La naturaleza de la
representación de las comunidades dentro del área de servi-
cio en general es materia de las leyes del Estado.

Evaluación del desempeño financiero

Las actividades empresarias deben utilizar una planificación
financiera eficaz para minimizar los costos a largo plazo. Un
buen desempeño financiero, tanto histórico como proyectado,
es esencial para demostrar la capacidad de satisfacer las obli-
gaciones financieras a largo plazo y obtener capital al menor
costo posible. La planificación financiera también debe consi-
derar los efectos que imponen los cambios en la demanda so-
bre los costos unitarios y el desempeño financiero del sistema.
Las actividades empresarias deben poder anticipar qué im-
pacto tendrán los cambios en la demanda sobre el desempe-
ño financiero para asegurar que se mantenga la salud finan-
ciera a largo plazo.

Para muchas actividades empresarias y otros servicios es-
tatales, la medición del desempeño financiero se limita a de-
terminar si hay suficientes fondos disponibles para pagar las
facturas cuando vencen. Para las empresas con deuda pen-
diente, es posible que deban ampliarse los criterios de desem-
peño de manera que incluyan el cálculo de la cobertura del
servicio de la deuda para determinar el cumplimiento de las
normas relativas a las obligaciones pendientes. Dado el con-
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to disponible para los consumidores, es más probable que se
vean forzadas a cobrar tarifas basadas en lo que el mercado
tolera. Esta práctica para fijar los precios puede o no derivar
en una estructura tarifaria que produzca suficientes ingresos
para mantener sólidamente las operaciones financieras. Las
empresas de estacionamiento también están sujetas a la
competencia de otros modos de transporte. Al aumentar las
tarifas de estacionamiento, los usuarios pueden cambiar al
transporte público de pasajeros o combinar pequeños trans-
portes en uno, reduciendo así los ingresos del sistema de es-
tacionamiento.

Transporte público de pasajeros

Las empresas de transporte público de pasajeros manejan
una serie de formas de transporte que incluye autobuses, ve-
hículos livianos y pesados sobre carriles, trolebuses, camione-
tas, transbordadores y funiculares. Aunque los sistemas de
transporte masivo inicialmente estaban en manos privadas,
casi todos los grandes sistemas de transporte dentro de Esta-
dos Unidos actualmente son manejados por organismos pú-
blicos. La industria del transporte de pasajeros se caracterizó
en sus primeros años de funcionamiento por solventarse a sí
misma ya que las recaudaciones de boletería generaban sufi-
cientes ingresos para responder a los gastos de explotación.
Esta tendencia industrial continuó hasta comienzos de la dé-
cada de 1960, cuando los costos de explotación más altos,
combinados con una menor cantidad de pasajeros, dejaron en
rojo a muchos sistemas de transporte.

La sanción de la Ley de Transporte Urbano de Pasajeros de
1964 sirvió para insuflar nueva vida a una industria del
transporte enferma, ofreciendo considerable ayuda federal
para contribuir a financiar los desembolsos de capital. Los
sistemas de transporte se expandieron en todo el país, finan-
ciando el Estado federal dos tercios del costo de capital. Pero
aun con la expansión del sistema, el número de pasajeros
continuó bajando en estas dos últimas décadas. Para solven-
tar las operaciones de transporte actuales, los gobiernos loca-
les y estatales tuvieron que asumir un papel mucho mayor en
el financiamiento de las operaciones de transporte, general-
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mente a través de un impuesto específico (por ejemplo, sobre
las ventas, la nómina) o mediante asignaciones directas.

Son pocos actualmente los sistemas de transporte que re-
cuperan todos los costos de explotación con los boletos de
viaje, mucho menos los costos de capital y del servicio de la
deuda. Los precios de los boletos no se fijan en base a un mé-
todo de recuperación del costo total, como ocurre con la ma-
yoría de las operaciones de servicios públicos. El precio del
boleto se fija en un nivel que trata de maximizar la contribu-
ción de los ingresos por boletos, considerando factores corno
el costo de hacer el mismo viaje en automóvil, el costo de los
viajes en comunidades similares, y la pérdida de pasajeros
prevista debido a los aumentos de los boletos. La mayoría de
los sistemas de transporte tienen una tarifa plana para todos
los viajes, con descuentos para las personas mayores, los
discapacitados y los niños. Hay una tendencia a cobrar tari-
fas más altas para servicios de mejor nivel, como los autobu-
ses con servicio expreso. Muchos sistemas de transporte tie-
nen adicionales para el servicio de la hora punta o para via-
jes muy largos.

Instalaciones portuarias

Las instalaciones portuarias del país consisten en 188 puertos
de aguas profundas importantes (puertos con dique de profun-
didad mínima de 25 pies e instalaciones de manejo de carga)
situados sobre las costas del Atlántico, el Pacífico, el Golfo y
los Grandes Lagos, y 175 puertos fluviales internos servidos
por 21.100 millas de cursos de agua de poco calado (menos de
14 pies de profundidad). El grueso de los puertos y terminales
fluviales internos está ubicado sobre el Río Mississippi.

Si bien el Estado federal asumió la responsabilidad de de-
sarrollar y mantener los puertos y los ríos internos, las admi-
nistraciones locales y estatales y el sector privado han sido en
gran medida responsables del desarrollo y la explotación de
las instalaciones interiores, entre otras cosas de la construc-
ción de muelles y desembarcaderos, instalaciones para termi-
nales y depósitos, equipamiento para carga/descarga y mejo-
ras en el transporte de camiones y ferrocarril.

La organización de las empresas públicas portuarias varía
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ampliamente y puede llegar a tener autoridades independien-
tes gobernadas por una junta, entidades de la administración
estatal, o departamentos municipales independientes. Las
empresas portuarias están pensadas para solventarse a sí
mismas con los ingresos cobrados por las operaciones portua-
rias, entre otras, las tasas cobradas por los servicios de em-
barque (derechos de entrada en dique, muelle, almacena-
miento, etc.), alquileres de instalaciones y otras tarifas y car-
gos cobrados juntamente con las operaciones portuarias. Al-
gunos puertos han diversificado su base de ingresos alquilan-
do propiedades no utilizadas en los terrenos ribereños para
desarrollos comerciales/minoristas.

Para contribuir a apoyar la inversión en infraestructura
nueva, algunos puertos han recibido aprobación de los elec-
tores para cobrar impuestos a la propiedad con el fin de sol-
ventar las operaciones en marcha o pagar servicio de la deu-
da sobre bonos vendidos para financiar las mejoras portua-
rias. Estas fuentes de ingreso adicionales dan a las empresas
portuarias una mayor flexibilidad, contribuyendo a la vez a
ofrecer acceso al capital a un costo adicional. La voluntad pú-
blica de sustentar las operaciones portuarias con impuestos
constituye un indicador del papel que desempeñan estos ser-
vicios en una comunidad. Los puertos son parte importante
de una economía local y pueden desempeñar una función
crucial en el desarrollo económico.

Los sistemas portuarios que se autofinancian y funcionan
bien en general comparten las siguientes características:

1. Proximidad con fuentes importantes de productos de ex-
portación.

2. Diversidad en la mezcla de productos exportados/importa-
dos y equilibrio entre importaciones y exportaciones.

3. Proximidad con una población o un centro de distribución
en crecimiento.

4. Acceso a formas de transporte en el interior.
5. Instalaciones terminales y equipamientos modernos y efi-

cientes.

Si bien los operadores y directivos de puertos siempre se ve-
rán afectados por factores políticos y económicos externos
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que están fuera de su control, el plan de gestión global debe
centrarse en desarrollar en lo posible los atributos antes men-
cionados. Una gestión eficaz y una base de ingresos diversa
permitirá que las operaciones portuarias se adapten a los
cambios de la economía global y nacional.

Aeropuertos

Al igual que el desarrollo de los sistemas portuarios, los aero-
puertos representan emprendimientos conjuntos del sector
privado y público. Inicialmente, el Estado federal desempeñó
un papel importante en el desarrollo de las infraestructuras
de aeropuertos por medio de contratos otorgados a transpor-
tadores privados para encargarse del flete postal y por medio
de subsidios otorgados a los aeropuertos municipales para la
construcción de mejoras en las terminales y los aeródromos.
Los subsidios federales para la construcción se financiaron
mediante un impuesto a los billetes aéreos, con el ingreso tri-
butario pagado a un fondo de fideicomiso dedicado a financiar
mejoras en aeropuertos.

Hasta 1975, la industria aérea operó bajo un sistema de
regulación establecido por la Ley de Aeronáutica Civil de
1938. Según esta ley, las rutas y las tarifas estaban sujetas a
revisión y aprobación federal, y la competencia entre líneas
aéreas era limitada. Entre los rasgos de este marco regulato-
do figuraban los sistemas de rutas de compañías aéreas que
seguían un esquema lineal y los pasajeros pasaban de una
compañía a otra en ruta hacia su destino final. La desregula-
ción de la industria aérea que comenzó en 1975 transformó la
forma en que las compañías aéreas competían por clientes. Al
ingresar en el mercado los transportadores de bajo costo, las
líneas aéreas existentes recortaron el servicio a las comunida-
des pequeñas y mejoraron su servicio entre los mercados ma-
yores. Para manejar volúmenes de pasajeros cada vez mayo-
res, se desarrollaron sistemas de rutas con sistemas interco-
nectados para ofrecer un servicio más eficiente en todo el sis-
tema de rutas de un transportador.

La mayoría de los aeropuertos con servicio comercial son
aeropuertos de origen y destino (OD), cuyos fines específicos
son trasladar a la gente desde y hacia una zona urbana. Si
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bien toda la industria de compañías aéreas experimentó cam-
bios considerables durante la última década, el éxito de las
operaciones de los aeropuertos OD como empresa pública se
ve sin embargo influido por un factor importante que es la cla-
ve de su éxito general: la fuerza de la economía local y la de-
manda de viajes aéreos. Si el área del mercado local es aten-
dida por una empresa de aeropuertos sólida y vibrante, esto
genera una demanda de viajes aéreos. La competitividad de la
industria aérea responderá a dicha demanda con mejores ni-
veles de servicio, lo que a su vez aumenta la demanda de via-
jes aéreos haciendo que el viaje resulte más conveniente.

Las operaciones de los aeropuertos normalmente se finan-
cian con cuatro fuentes de ingresos principales:

• Renta por arrendamiento de las líneas aéreas.
• Ingreso de operadores y concesionarios fijos.
• Tasas de aterrizaje de las líneas aéreas.
• Ingresos de las operaciones de estacionamiento.

La renta por arrendamiento en general representa la porción
más grande de los ingresos de los aeropuertos. Para contri-
buir a la estabilidad de los ingresos y ayudar en la adminis-
tración de la recaudación de ingresos se negocian acuerdos de
uso de las líneas aéreas entre el aeropuerto y sus transporta-
dores. Los acuerdos de uso de las líneas aéreas establecen la
forma en que se calculan y evalúan las tasas de aterrizaje, los
alquileres de las terminales y otros gastos con las líneas aé-
reas de transporte. Como las tasas de aterrizaje se cobran en
base a los pesos de aterrizaje de los aviones, los ingresos por
tasas de aterrizaje varían según la actividad de las líneas aé-
reas. Los arrendamientos de terminales, por su parte, se ba-
san en la cantidad de superficie de terminal ocupada por ca-
da línea aérea y tienden a ser fijos.

Si bien los acuerdos de uso de las líneas aéreas incremen-
tan la estabilidad de los ingresos, el éxito financiero de un ae-
ropuerto en definitiva está ligado a la demanda fundamental
de pasajeros.

Si las líneas aéreas financieramente débiles interrumpen el
servicio, la demanda de tráfico aéreo es satisfecha por otros
transportadores. Si bien este hecho aísla a los aeropuertos
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OD de los problemas financieros de las líneas aéreas indivi-
duales, los vuelve vulnerables a los cambios desfavorables de
la economía local, que afecta la demanda de los pasajeros.

Aunque la tendencia en la industria aérea ha apuntado al
desarrollo de aeropuertos interconectados (actualmente hay
treinta y cinco funcionando o en construcción), los aeropuer-
tos interconectados tal vez no aumenten necesariamente las
operaciones financieras de los aeropuertos. Los aeropuertos
que emiten deuda adicional para financiar instalaciones que
atienden las necesidades de un transportador débil asumen
un riesgo sustancial si las proyecciones de tráfico del trans-
portador interconectado no se materializan, o si el transpor-
tador interconectado deja de operar. De todos modos, un ae-
ropuerto con una demanda de pasajeros OD fuerte, una eco-
nomía regional y local en crecimiento y fuertes transportado-
res interconectados podría mejorar el desempeño financiero
global mediante el desarrollo interconectado.

Organizar la empresa

Las empresas del Estado están organizadas de una serie de
maneras que reflejan el tipo de servicio, el contexto regula-
torio y la amplitud y el alcance del mercado. En todas sus
formas, la gestión eficaz de una empresa pública depende de
la dirección y el control de las operaciones bajo un solo ad-
ministrador que lleve a cabo las funciones directivas dentro
de las pautas establecidas por las autoridades que dirigen la
empresa. Se presenta a continuación una breve revisión de
las formas más comunes de organización de la gestión de
empresa.

Comunidad única

El esquema administrativo más común para las empresas es-
tatales comprende la prestación del servicio por parte de una
comunidad que es propietaria del servicio y lo opera. En este
caso, la administración de la empresa puede ser dirigida a
través del departamento de obras públicas de la administra-
ción local o un departamento independiente dedicado a la em-
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presa específica (por ejemplo, el departamento de trabajos en
sistemas de aguas).

El funcionamiento cotidiano de las empresas generalmen-
te es tarea del personal y los directivos administrativos. Las
decisiones políticas más amplias, como las decisiones sobre
precios e inversión de capital, en general son tomadas por
funcionarios electos por la comunidad o por una junta desig-
nada por líderes electos. De esta forma, las finanzas de las
empresas aparecen justificadas en los estados contables de la
comunidad y generalmente se informan dentro de sus fondos
de empresas.

Propiedad conjunta

Hay ocasiones en que dos o más comunidades pueden optar
por operar conjuntamente una empresa. Esto puede resultar
ventajoso cuando no es económicamente factible para una ju-
risdicción ofrecer el servicio debido a un mercado limitado, a
un conocimiento limitado u otros factores limitantes.

La propiedad de las instalaciones en general es proporcio-
nal a la inversión de capital hecha por los participantes. En el
caso de financiamiento de deuda, la deuda es emitida, y es
una obligación, de cada una de las jurisdicciones participan-
tes, no de la instalación que es propiedad conjunta. Esto es
así aunque los ingresos primarios comprometidos para devol-
ver la deuda sean los recibidos de la participación de cada ju-
risdicción en la instalación.

Definir claramente la administración y las responsabilida-
des de las jurisdicciones participantes en la concepción de
una empresa de propiedad conjunta es fundamental. Deben
allanarse muy bien los procedimientos para administrar y fi-
nanciar las necesidades del servicio, así como los métodos pa-
ra facturar y cobrar. Es común que las jurisdicciones partici-
pantes formen un cuerpo conjunto compuesto por funciona-
rios elegidos o designados de cada una. lo

io Cuerpo de Ingenieros del Ejército de Estados Unidos, Waterborne Commer-
ce of the United States. Parte 5: Sumarios Nacionales.
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Distrito especial o multipropósito

La diferencia entre el acuerdo de propiedad conjunta descrito
anteriormente y un enfoque de distrito especial radica en el
grado de autonomía administrativa y financiera ejercido por la
empresa. Si bien la formación de distritos especiales en gene-
ral es minuciosamente definida en la legislación estatal y pue-
de variar considerablemente de un Estado a otro, un distrito
especial o multipropósito en general posee más autoridad pa-
ra combinar los recursos de las comunidades miembros y pla-
near las operaciones del servicio.

Contrariamente al caso de la propiedad conjunta, donde la
financiación y el cobro de tarifas son iniciados y manejados
por las propias jurisdicciones, el enfoque del distrito estable-
ce una autoridad habilitada a cobrar tarifas al usuario y pue-
de emitir deuda en nombre del distrito, pese a que la deuda
puede traer aparejada la responsabilidad general de cada una
de las jurisdicciones miembros. A veces las jurisdicciones
miembros emiten deuda individualmente por la inversión de
capital y las instalaciones del distrito, como en el caso de la
propiedad conjunta.

El distrito en general es administrado y manejado por una
junta electa o designada que representa a las jurisdicciones
participantes. Esta junta maneja la planificación, construc-
ción y operación de las instalaciones del distrito, desarrolla
las técnicas de cobro y distribución y puede tener poderes que
se extiendan a la definición de los límites del distrito y la zo-
na de servicio.

Autoridad independiente

Si bien es cierto que una autoridad independiente puede ca-
racterizarse por un alcance multi-jurisdiccional, su adminis-
tración y sus operaciones son manejadas con un grado mayor
de independencia desde las comunidades dentro de su área
de servicio que en los casos de la propiedad conjunta y el dis-
trito de servicio. Normalmente, se establece una autoridad pa-
ra ofrecer algún servicio generador de ingresos y está habili-
tada para emitir obligaciones pagaderas con ingresos en nom-
bre de la autoridad, respaldados exclusivamente por la co-
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rriente de tarifas del usuario. La autoridad generalmente no
tiene capacidad para fijar impuestos sobre la propiedad den-
tro de su área de servicio, aunque hay ejemplos en contrario.

La falta de poder para fijar impuestos es un arma de doble
filo. Por un lado, la autoridad no enfrenta las limitaciones de
endeudamiento que puedan aplicarse a las comunidades den-
tro del área de servicio de la autoridad. Por el otro, debido al
mayor riesgo involucrado, la deuda respaldada únicamente
por los ingresos requiere un costo más alto de interés que la
deuda sustentada por un compromiso de responsabilidad ge-
neral (bono de responsabilidad general).

La dirección y la administración de una autoridad es ma-
nejada por un cuerpo que se parece a la junta que supervisa
las operaciones de un distrito de servicios. La naturaleza de la
representación de las comunidades dentro del área de servi-
cio en general es materia de las leyes del Estado.

Evaluación del desempeño financiero

Las actividades empresarias deben utilizar una planificación
financiera eficaz para minimizar los costos a largo plazo. Un
buen desempeño financiero, tanto histórico como proyectado,
es esencial para demostrar la capacidad de satisfacer las obli-
gaciones financieras a largo plazo y obtener capital al menor
costo posible. La planificación financiera también debe consi-
derar los efectos que imponen los cambios en la demanda so-
bre los costos unitarios y el desempeño financiero del sistema.
Las actividades empresarias deben poder anticipar qué im-
pacto tendrán los cambios en la demanda sobre el desempe-
ño financiero para asegurar que se mantenga la salud finan-
ciera a largo plazo.

Para muchas actividades empresarias y otros servicios es-
tatales, la medición del desempeño financiero se limita a de-
terminar si hay suficientes fondos disponibles para pagar las
facturas cuando vencen. Para las empresas con deuda pen-
diente, es posible que deban ampliarse los criterios de desem-
peño de manera que incluyan el cálculo de la cobertura del
servicio de la deuda para determinar el cumplimiento de las
normas relativas a las obligaciones pendientes. Dado el con-
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Fuente: Adaptado de Glenn A. Welsch y Charles T. Zlatkovich, Intermediate
Accounting. (Homewood, IL.; Richard Irwin, Inc., 1976), Prueba 24-7, p. 1026.
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Fuente: Adaptado de Glenn A. Welsch y Charles T. Zlatkovich, Intermediate
Accounting. (Homewood, IL.: Richard Irwin, Inc., 1976), Prueba 24-7, p. 1026.
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La Tabla 2 presenta más indicadores de desempeño que pue-
den utilizarse para evaluar la salud global de la actividad em-
presaria. Los coeficientes de rendimiento que aparecen en es-
ta tabla están pensados para ser utilizados por un servicio de
aguas o cloacas pero podrían adaptarse al uso de la explota-
ción de otros servicios. Si bien algunos de los coeficientes de
la tabla se basan en información financiera, también se utili-
za información más amplia sobre el área de servicio y la situa-
ción demográfica para evaluar cuestiones como la capacidad
de pagar el servicio y la penetración en el mercado. Otro cri-
terio de desempeño importante es una comparación de costos
con comunidades vecinas o con comunidades de dimensiones
similares. Esta información sobre comparación de costos per-
mite evaluar la competitividad de una empresa y a menudo se
utiliza como justificación parcial para aumentos adicionales
de tarifas (suponiendo que las tarifas a aumentar son más ba-
jas que las cobradas por las jurisdicciones circundantes).

Los coeficientes de financiación y resultados son un medio
eficaz para evaluar el desempeño financiero actual e históri-
co. La inclusión de estos coeficientes financieros en un mode-
lo financiero completo brinda a los directivos de las empresas
los medios necesarios para evaluar rápidamente los puntos
fuertes y débiles de sus planes financieros y llevar a cabo los
ajustes de incremento necesarios. El uso de los coeficientes
en el proceso de planificación financiera no debe actuar como
sustituto del aporte de información y decisión gerencia' sino
que, más bien, debe utilizarse como un medio para compren-
der mejor de qué manera las estrategias y los planes alterna-
tivos afectan el resultado financiero a largo plazo.
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* Exige compilar información tarifaria de ciudades vecinas o de ciudades de
dimensiones comparables para comparar los costos relativos.
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Costos relacionados con el capital

El crecimiento rápido en muchas zonas del país ha ejercido
una fuerte presión en los sistemas de infraestructura de mu-
chas comunidades. Estas deben crecer para atender a nuevos
habitantes y empresas, pero los costos de crecimiento pueden
ser asombrosos. Un método para reducir la carga sobre los
clientes existentes es el de cuotas relacionadas con el capital,
conocidas a menudo como cuotas de impacto o cargos por de-
sarrollo del sistema. Una técnica similar consiste en garanti-
zar que los costos de capital serán recuperados sin importar
los cambios demográficos futuros mediante el uso de cargos
por disponibilidad o capacidad dedicada. Muchas empresas
utilizan algunas o todas estas cuotas para asignar el costo del
nuevo desarrollo a los nuevos habitantes o empresas. A me-
nudo, no sólo recobran los costos directos de ampliar las lí-
neas de agua, cloacas o electricidad, sino que también recu-
peran una contribución para inversiones previas en la capa-
cidad del sistema existente.

Cargos por disponibilidad y capacidad dedicada

Una tendencia en desarrollo dentro de las finanzas de las em-
presas es establecer cargos por capacidad dedicada para los
clientes comerciales e industriales más grandes. Se trata de
cargos concebidos para recuperar los costos actuales de la ca-
pacidad de planta requerida para atender a clientes con una
porción significativa de la demanda. Los cargos por capacidad
dedicada sirven para proteger al servicio de invertir en una
mayor capacidad de planta para un número limitado de gran-
des clientes para descubrir, luego, que dichos clientes deman-
dan menos de lo previsto. Algunas comunidades estructuran
sus cargos también para protegerse contra cierres de empre-
sas. Dos tipos de cargos por capacidad dedicada son el cargo
por disponibilidad y el cargo por contrato de demanda.

El cargo por disponibilidad fue pensado para recuperar los
costos operativos y de capital de un servicio relacionado con
la construcción de instalaciones que benefician a clientes fu-
turos identificables y requieren una capacidad de planta ma-
yor. El cargo en general se aplica entre el tiempo en que el
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servicio está disponible para clientes potenciales y el tiempo
en que el servicio se hace realmente efectivo. El cargo por dis-
ponibilidad no costea los costos de los servicios prestados,
pero paga los costos que implica aumentar la capacidad de
planta, independientemente de que la capacidad sea utiliza-
da o no.

Un cargo por disponibilidad puede ser adecuado para un
nuevo sistema de aguas en el cual la base de clientes conec-
tados es pequeña, pero donde es necesario un nivel mínimo
de ingresos para hacer que sea factible desde el punto de vis-
ta financiero la instalación de una extensión a un sistema de
agua existente.

El cargo por contrato de demanda protege a una empresa
cuando un pequeño número de grandes clientes conforma
una proporción significativa de la corriente de ingresos del
servicio, y la pérdida de la empresa de cualquiera de esos
clientes afectaría de manera adversa la capacidad del servicio
para seguir funcionando. En un caso así, tanto al servicio co-
mo al cliente les conviene establecer un contrato de servicio
que fije los términos entre ambas partes en relación con las
condiciones en que dicho servicio será prestado. En general,
un contrato de demanda implica el acuerdo, por parte del
cliente importante, de pagar los costos fijos relacionados con
la capacidad adicional durante un período establecido, sea o
no tomado por el cliente el consumo implícito en el contrato.

Cargos por desarrollo del sistema

Cuando se amplía el área de servicio de una empresa o cam-
bia la demanda del servicio, la planta de capital del servicio
debe evolucionar para hacer frente a esos cambios. Los cos-
tos que tiene ampliar los bienes de capital pueden ser consi-
derables. Esencialmente, el cargo por desarrollo del sistema
(CDS) es una técnica en la cual los nuevos clientes pasan a
aportar capital para los costos de la expansión del sistema,
entre otras cosas, agregar capacidad a la planta existente y
ampliar el sistema a propiedades recién desarrolladas. Como
consecuencia de ello, los clientes existentes del servicio no se
ven obligados a soportar una parte no equitativa de los costos
por capacidad no relacionada con la demanda existente.
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Los cargos por desarrollo del sistema se presentan en una
variedad de formas y resultan adecuados cuando las mejoras
de capital en un sistema no tienen un beneficio directo ni in-
directo sobre la base de clientes existente, sino que se llevan
a cabo exclusivamente como consecuencia de una mayor de-
manda generada por nuevos desarrollos inmobiliarios y clien-
tes. El cargo por desarrollo del sistema es un medio eficaz
para financiar las necesidades de capital generadas por el au-
mento de la demanda de una base de clientes en expansión,
así como para obtener una contribución considerable de los
nuevos clientes para los bienes existentes del servicio. Los
CDS pueden llamarse de diversas formas, entre otras, cargos
por instalaciones, cuotas de inversión en planta, cuotas por
desarrollo inmobiliario, y cuotas de impacto. Su uso no se li-
mita a las empresas, tampoco. Un número creciente de comu-
nidades cobra cargos por desarrollo del sistema con destino a
escuelas, rutas y otros fines más generales.

Hay tantas maneras de calcular los CDS como empresas
estatales. Algunas empresas basan los CDS en una visión re-
trospectiva de los costos de financiación históricos. Otros ha-
cen análisis de perspectivas de gasto futuro proyectado. Los
CDS están siendo desarrollados actualmente para contabili-
zar la inflación y el valor temporal del dinero a lo largo del pe-
riodo en que se aplica el CDS. En los siguientes párrafos se
describen cuatro de los métodos más comunes utilizados pa-
ra determinar los CDS.

Cargos por participación en el sistema. El objetivo de la
participación en el sistema es obligar a los nuevos clientes
a pagar una "cuota de ingreso" que los coloca en la misma
base financiera que la base de clientes existente. En otras
palabras, una vez pagada la participación en el sistema, to-
dos los clientes han hecho el mismo aporte de capital y en-
tonces se les factura con la misma tarifa. Esto supone que
los nuevos clientes están usando los bienes existentes del
servicio. Si es necesario ampliar el sistema para hacer fren-
te a una demanda adicional, los cargos a pagar por esa am-
pliación pueden cobrarse además del cargo de participación
en el sistema.

El cargo por participación en el sistema generalmente se
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determina calculando el costo depreciado del sistema de capi-
tal. Sobre ese costo neto total, se deduce el costo neto de las
instalaciones que atienden a los clientes existentes pero no a
los nuevos, dejando sólo los costos que serán compartidos
tanto por los clientes nuevos como por los existentes. En un
sistema de suministro de agua, por ejemplo, estos costos in-
cluirían los costos de fuente de abastecimiento y los costos de
tratamiento y almacenaje. La cantidad de obligaciones pen-
dientes se deduce de los costos netos compartidos, ya que los
nuevos clientes contribuirán al retiro de las obligaciones pen-
dientes mediante los pagos de sus tarifas para el usuario. El
saldo es la inversión neta de los clientes existentes en las ins-
talaciones que benefician a todos los clientes, existentes y fu-
turos. El cargo por participación en el sistema en este ejem-
plo se calcula dividiendo el número de clientes existentes en
la inversión neta total. Cada nuevo cliente paga esta cantidad
al incorporarse al sistema para aumentar su inversión de ma-
nera de igualar la de cada cliente existente. Los nuevos clien-
tes en general deberán pagar por separado para ampliar y ex-
pandir el sistema de distribución y los servicios, medidores y
bocas de agua correspondientes.

Cargo por desarrollo del sistema por costos incrementales.
El cargo por desarrollo del sistema por costos incrementales
está pensado para controlar o eliminar futuros aumentos de
las tarifas que puedan derivar de un nuevo desarrollo inmo-
biliario. Este objetivo se concreta estableciendo los cargos por
desarrollo del sistema en un nivel que solvente la nueva inver-
sión real requerida por el servicio como consecuencia del au-
mento de nuevos clientes. Por consiguiente, este tipo de car-
go por desarrollo del sistema debe concebirse para derivar el
costo de la expansión del sistema, tal como lo determinó la re-
ciente experiencia de costos de construcción o el costo estima-
do de mejoras futuras planeadas.

Asignación de costos en relación al crecimiento. Los cargos
por desarrollo del sistema pueden estructurarse para pagar
por la expansión de capital del sistema que en realidad puede
llegar a no construirse en varios años. Un derivado del méto-
do de precios por costo incremental, conocido como método
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de asignación de costos en relación al crecimiento, permite
que un servicio público acumule los recursos necesarios para
financiar la inversión de capital propuesta. Esta técnica, al
igual que el método de precio por costo incremental, requiere
una estimación del número futuro de individuos que ingresa-
rá en el área de crecimiento. El servicio puede determinar pri-
mero el cargo que refleje el costo por cliente si la inversión ne-
cesaria se hiciera inmediatamente (usando la base de precio
por costo incremental). Para una construcción que será pos-
tergada, el cargo debe reflejar el ajuste al costo de construc-
ción último cuando la fecha de construcción se postergue. Si
el servicio puede prever que el costo de construcción aumen-
tará anualmente a una tasa del 10%, los cargos por desarro-
llo del sistema pueden ajustarse para reflejar el cambio del
costo. Por lo tanto, los nuevos clientes que se enganchen en
el sistema de aquí a un año pagarán un cargo por desarrollo
del sistema que será descontado en un 10% por cada año has-
ta la construcción. Los CDS para los clientes, a medida que
entren en la línea, serán un 10% más alto cada año, reflejan-
do el costo de construcción aumentado.

Método de valor del servicio. El método de valor del servicio,
como su nombre lo indica, es una técnica en la cual los ser-
vicios establecen un cargo por desarrollo del sistema en base
a una investigación de las cuotas que otras jurisdicciones co-
bran por servicios similares a nuevos clientes. Esto alivia a la
empresa pública de parte del cálculo técnico y la proyección
necesarios en otros métodos. Por supuesto, el método de va-
lor del servicio requiere que la empresa tenga cierta idea de
las demandas de capital que tendrá el crecimiento en el siste-
ma, así como la capacidad de los nuevos usuarios para finan-
ciarlo. Usar el enfoque del valor del servicio resulta sumamen-
te efectivo allí donde hay disponible una amplia información
comparable. Su utilidad es limitada cuando la información
comparativa es limitada. Las siguientes preguntas pueden
utilizarse para determinar si la estructura de tarifas de otras
empresas es relevante para la de una empresa pública que
trata de establecer CDS:
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• ¿Es comparable el tamaño de la empresa, tanto desde el
punto de vista financiero como del área de servicio?

• ¿El crecimiento que exigió la estructura tarifaria en el ca-
so comparativo es similar al que puede preverse?

• ¿En qué se parece la población demográfica?
• ¿La empresa califica el uso de CDS como exitoso o hay as-

pectos de la estructura tarifada que cambiaron o que pue-
den llegar a cambiar?

Los servicios públicos exitosos dependen de una serie de tari-
fas en base a los beneficios para generar los ingresos necesa-
rios para la explotación y la inversión de capital. Los cargos
por disponibilidad y capacidad dedicada tienen una trayecto-
ria probada con las empresas públicas. Permiten que el siste-
ma se desarrolle de acuerdo con la base de clientes existente.

Por su parte, los cargos por desarrollo del sistema son un
método probado viable y eficaz de recuperación de costos pa-
ra empresas de servicios que sienten la presión de la necesi-
dad de expandirse. Los CDS permiten que una jurisdicción
acumule suficientes ingresos para financiar las expansiones
existentes o futuras del sistema de manera justa y equitativa.
El uso de todas las tarifas en base a los beneficios está cre-
ciendo entre las empresas y probablemente continuará dado
que las fuentes intergubernamentales de ingresos se vuelven
más inciertas. Para mantener un alto nivel de servicio es for-
zoso que los servicios públicos desarrollen estructuras tarifa-
das para los usuarios que asignen los costos en forma equi-
tativa y ofrezcan una fuente confiable de ingresos.

Conclusión

Las empresas del Estado van a desempeñar un papel cada vez
más importante ofreciendo servicios públicos en los años ve-
nideros. La información confirma que esta tendencia ya está
bien establecida. Quedaron atrás los años en que las adminis-
traciones locales podían esperar, y recibir, amplia ayuda fede-
ral para los servicios públicos. Esta realidad exigirá que los
gobiernos locales distribuyan sus recursos limitados de la
manera más eficiente. También requerirá que los beneficiarios
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de dichos servicios soporten una proporción más grande del
costo de prestación del servicio que hasta ahora.

Las empresas del Estado constituyen un área de la econo-
mía local que está respondiendo a estas realidades emergen-
tes. Las administraciones locales están manejando una serie
cada vez más grande de mecanismos de financiación para pa-
gar por los servicios públicos. La tendencia continua hacia
una sofisticada financiación en base a los beneficios presagia
un suministro de servicios públicos cada vez más equitativo y
eficiente.



Nuevas tendencias en gerencia pública
y presupuesto

Isaac Umansky*

A los tradicionales objetivos y metas de la administración pú-
blica, que históricamente han sido complejos y difíciles, se ha
adicionado en las últimas décadas una incertidumbre prove-
niente del propio proceso de globalización que requiere un
análisis interpretativo multidimensional.

Como consecuencia de los cambios en el contexto mundial
-que están repercutiendo sobre todos los países- ya no resulta
pertinente la configuración tradicional en lo que hace a las re-
laciones de las actividades estatales con el resto de la sociedad.

La estructura y los procesos actuales de la actividad de go-
bierno se ven fuertemente cuestionados a partir de una eco-
nomía fundamentada preferentemente en los mecanismos de
mercado.

Existe un desafio primordial que exige una redefinición del
Estado y sus roles en procura de construir sociedades que
puedan plasmar procesos de desarrollo económico-social sos-
tenibles y, en ese sentido, el análisis de dos instrumentos de
relieve, como son el presupuesto y la gerencia pública, puede
arrojar luz sobre esta tarea.

* Presidente de la Asociación Uruguaya de Contabilidad y Presupuesto -
ASUCYP.
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Escenarios transformados

Nos hallamos en tiempos de altas turbulencias, marcados por
tendencias originales que plantean retos inéditos.

En los hechos nos encontramos no meramente ante un
cambio de las reglas de juego, sino del juego mismo. Es pre-
ciso comprender ese gran cambio si procuramos incidir posi-
tivamente en nuestras instituciones públicas.

En primer lugar, en términos macro, se ha transformado la
forma de producir y de acumular, por lo que la propia mecá-
nica económica se encuentra altamente impactada.

Lejos estaba Keynes de imaginar -en 1936, cuando publi-
có la Teoría General de la ocupación, el interés y el dinero-
que su afirmación relativa a la importancia que tenían las ex-
pectativas como elementos determinantes de la producción y
de la ocupación, se iba a cumplir con tanta certeza en nues-
tros días.

El economista inglés distinguía dos tipos de expectativas:
la de corto plazo, que tenía que ver con los distintos costos de
producción posibles de incurrir en el proceso de elaboración
de un bien; y la de largo plazo, que pretendía medir la previ-
sión empresarial sobre los factibles precios a obtener por la
producción en el momento de la venta.

Si observamos que la nueva economía que emerge en los
albores del siglo XXI depende de cinco grandes factores, como
son la tecnología, la competencia sistémica y una nueva cul-
tura económica ejecutada por empresas, consumidores y go-
biernos, y percibimos la velocidad asociada a los cambios de
cada uno de estos elementos, podremos entonces determinar
hasta qué punto la función de las expectativas ha hecho cam-
biar la naturaleza de las estructuras productivas.

La secuencia, la velocidad, el ritmo y la intensidad con que
se manifiestan hoy en día los fenómenos económicos obligan
a los agentes del área a adecuar las expectativas a los múlti-
ples impactos que sufren las distintas variables de la econo-
mía global que, por su lado, tampoco aportan demasiada cer-
teza para el cálculo.

Por otra parte, el sistema de tasas de cambio fijas origina-
do en la segunda posguerra, que dio nacimiento a los organis-
mos financieros multilaterales como el Banco Mundial y el
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Fondo Monetario Internacional -denominado "el sistema de
Breton Woods"- y que brindaban una base para hacer funcio-
nar un sistema previsible de paridades cambiarías, cesó
abruptamente al inicio de la década del 70 del siglo pasado.

Debido a eso y al influjo de la flexibilidad de las tasas de
cambio no ha sido posible establecer un equilibrio sostenido
de las expectativas en los mercados cambiarios de las princi-
pales potencias industriales. A pesar de ese colapso, más de
30 años después, aún no existe un sistema que rija la mecá-
nica del sistema financiero internacional.

De allí que debamos convivir con turbulencias y volatilida-
des que son la manifestación más expresiva de las carencias
existentes en materia de ordenamiento de los flujos interna-
cionales de fondos y que han trastocado profundamente el
sentido de las denominadas "expectativas económicas".

Estos hechos generaron nuevos acontecimientos y tenden-
cias que se han manifestado en la economía y que han contri-
buido a generar un escenario de incertidumbres manifiestas.
Lo que está en juego no es sólo la relación entre el Estado, las
instituciones y el mercado, sino también la tensión entre lo
público y lo privado.

Es posible, en ese contexto, describir una serie de eventos
y fenómenos que ya han pasado a formar parte de nuestra
realidad cotidiana, como ser:

• La existencia y universalización de un nuevo paradigma
productivo fundado en la informatización y la innovación
tecnológica que promueve el desarrollo de la llamada eco-
nomía del conocimiento y la información.

• La mundialización de la economía y el deterioro progresivo
de la capacidad decisoria de las economías nacionales, las
cuales ven menguadas sus competencias debido al cre-
ciente vigor de los instrumentos financieros promovidos
por los mercados internacionales.

• El cuestionamiento del papel del Estado como agente eco-
nómico privilegiado y como administrador de recursos, lo
que se manifiesta en variadas formas en los distintos paí-
ses y lleva crecientemente a la privatización de muchas
de sus actividades.

• Una marcada tendencia a la descentralización y flexibiliza-
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ción de las organizaciones empresariales y estatales. Esto
se presenta en forma conjunta con la crisis de los modelos
de gestión rígidos, burocráticos y centralizados tanto en la
actividad privada cuanto en la esfera estatal.

• Las nuevas tecnologías, que permiten incrementar la
productividad y tienden a provocar la disminución de la
importancia del sector industrial, como así también el
crecimiento, a su vez, de los servicios y las actividades
por cuenta propia, aumentando el desempleo y el sub-
empleo.

• El conocimiento, la investigación científica y la informati-
zación se convierten en factores decisivos del crecimiento y
de la supremacía entre naciones y empresas.

En este contexto, las nociones de Estado y mercado no son si-
nónimos de lo público y lo privado. Así, por ejemplo, es posi-
ble afirmar que existe interés público para que los agentes
privados puedan transar fluidamente en el mercado, pues de
esa manera se crea una forma de institucionalidad necesaria
para el mantenimiento del sistema económico nacional; ello
permite que el Estado cumpla con su función de velar por la
estabilidad macroeconómica.

El Estado es cada vez menos un agente económico directo
y pasa a ser el arquitecto de la institucionalidad que crea el
espacio público en el cual los agentes privados asumen res-
ponsabilidades.

De allí que la tarea del Estado para definir los marcos re-
gulatorios se convierta en una función determinante y priori-
taria que permite construir la predictibilidad necesaria para el
desarrollo empresarial.

Asimismo, es evidente la existencia de una fuerte correla-
ción positiva entre la liberalización de los mercados financie-
ros y el estallido de crisis bancarias y de balanza de pagos,
que exige ingentes esfuerzos a los países subdesarrollados pa-
ra diseñar, implementar y controlar sus políticas financieras.

Esto ha llevado a que las autoridades monetarias y fiscales
de nuestros países tuvieran la responsabilidad -cada vez ma-
yor- de generar acrecentados niveles de credibilidad para cal-
mar las expectativas de los mercados internacionales

La forma en que se manifestó este proceso es a través de



Nuevas tendencias en gerencia pública y presupuesto 55

la reorientación de las políticas cambiarias y de tasas de in-
terés para tratar de conseguir los macroequilibrios financie-
ros, menoscabando los esfuerzos requeridos para mejorar la
asignación de los recursos en el ámbito de la economía real.

Los cambios que llevaron a la mutación

Todos estos factores contribuyen a dejar por el camino las vie-
jas certezas y por ende obligan a crear nuevas formas para
poder abordar el manejo de recursos en el ámbito global ya
sean éstos públicos o privados.

Estos profundos cambios que está sufriendo el mundo han
llevado en el plano económico a que se registren sucesivas cri-
sis económicas, como fueron la monetaria europea en 1992,
la del tequila en 1995, la del sudeste asiático en 1997, la ru-
sa de 1998, la brasileña de 1999 o la argentina del 2001.

De esta forma se ha extendido la costumbre de caracteri-
zar estos fenómenos como crisis y mutaciones, términos
usualmente utilizados en biología y medicina. Sin embargo,
para contextualizar la actual situación, es preciso distinguir
"crisis" de "mutación", pues ambos conceptos tienen aplica-
ciones y sentidos muy diversos.

La palabra crisis se refiere a un cambio acelerado y a veces
convulso que puede tener tanto un sentido positivo como ne-
gativo. En cualquier caso, la crisis siempre presupone una
realidad que evoluciona en un sentido u otro, pero dentro de
un orden marcado por esa misma realidad.

En la mutación, por el contrario, el cambio afecta a la pro-
pia realidad de un sujeto en cuestión, como ocurre a veces en
biología cuando una especie se transforma en otra; esto quie-
re decir que hay un cambio estructural en la realidad afecta-
da por la mutación.

Actualmente estamos asistiendo a cambios que son una
verdadera mutación histórica y que han comenzado con los
extraordinarios avances de las tecnologías de la información y
las telecomunicaciones.

Estas tecnologías -en conjunto con la explosión masiva de
nuevos saberes- incentivaron el afianzamiento y desarrollo de
disciplinas con alta potencialidad transformadora como son la
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biotecnología, la miniaturización de la información y la creación
de nuevas materias primas a partir de experimentos científicos.

En épocas anteriores se solía explicar un ordenamiento
que influenciaba tan profundamente en todos los países por
medio de la búsqueda de ciertas regularidades o uniformida-
des como forma de elaborar una concepción sistémica de los
acontecimientos y sus consecuencias.

De esta manera era posible realizar construcciones intelec-
tuales que servían como modelos analíticos.

Sin embargo, la manifestación de los actuales eventos y fe-
nómenos de distinto tipo que acaecen en gran número, con al-
ta velocidad y en muchos casos en forma simultánea y super-
puesta, no facilitan establecer una unidad de sentido que ser-
viría para elaborar un análisis interpretativo basado en un
modelo que explique los fundamentos para un nuevo accionar
institucional.

Hacia los nuevos Estados necesarios

En ese escenario internacional caracterizado por un conjunto
de megatendencias que están cambiando la naturaleza de
nuestro mundo y que algunos analistas han resumido en el
concepto de posmodernidad, los diversos países latinoameri-
canos se vieron obligados a enfrentar la cuestión de la Refor-
ma del Estado. Estos movimientos fueron la continuación de
fenómenos análogos acaecidos en los países desarrollados.

El origen de este proceso se remonta a los inicios del mo-
delo de Estado benefactor -montado por las naciones indus-
trializadas en la posguerra-, el cual permitió propulsar una
era de prosperidad sin precedentes históricos hasta que entró
en crisis hacia fines de la década del 70 del siglo XX.

A partir de entonces la construcción de un nuevo tipo de
Estado se convirtió en una exigencia imperiosa de alcance
universal a encararse de manera distinta de acuerdo al grado
de desarrollo de los países. En la actualidad se han impulsa-
do variadas reformas que no pueden ocultar las importantes
peculiaridades de los Estados latinoamericanos.

La primera singularidad -en lo atinente a la región de la
cual formamos parte en las dos últimas décadas- considera
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separadamente los rasgos de las coyunturas específicas de
nuestras crisis estatales. Éstas revestían connotaciones eco-
nómicas de mayor gravedad que las existentes en el mundo
desarrollado.

No solamente nuestros países entraron en una seria crisis
fiscal, sino que debieron enfrentarse al agotamiento del mode-
lo anterior de desarrollo económico altamente ligado a la sus-
titución de importaciones.

La falta de resolución de estos problemas estructurales de-
terminó que la década del 80 -denominada la década perdi-
da- estuviese marcada por el estancamiento y las altas tasas
de inflación.

Frente a ese escenario económico, la llamada "primera ge-
neración de reformas" -impulsada por los organismos finan-
cieros multilaterales- priorizó el ataque a las comprometidas
situaciones financieras estatales.

De esa forma, las reformas orientadas hacia el mercado,
sobre todo la apertura comercial y el ajuste fiscal, fueron las
principales medidas tomadas.

Fue en la búsqueda de la estabilización de la economía an-
te el peligro inflacionario donde se obtuvieron los éxitos más
importantes de la primera ronda de reformas. Sin embargo,
las tendencias mundiales y regionales continuaron afectando
la labor de los gobiernos en variadas formas.

Esas tendencias marcaron una orientación expresada en
nuestras realidades a través del hecho de que los gobiernos
fueron crecientemente presionados y exigidos desde el exte-
rior y desde lo doméstico en cuatro dimensiones muy preci-
sas, a saber:

• En lo internacional, debido a las consecuencias de los fenó-
menos componentes de la globalización y en especial de los
mercados financieros.

• En lo regional-local, en razón de las demandas de los pro-
cesos de descentralización por parte de las administracio-
nes territoriales y las exigencias de una ciudadanía cada
vez más informada.

• En lo grupal, debido a la mayor diversificación y organiza-
ción de los grupos de presión que pretendían al menos no
perder posiciones en el ordenamiento establecido.
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• En el marco del sistema político partidario, debido a la divi-
sión de poderes y la lucha electoral sin acuerdos de fondo
y definiciones con relación a las "políticas de Estado" que
harían falta para paliar la crisis.

La consecuencia es que, a pesar de los esfuerzos reformistas
realizados, los múltiples requerimientos del sector público si-
guieron pendientes de solucionarse y cada vez ha resultado
más dificil .definir el nivel adecuado para atacarlos.

Por otro lado, los gobiernos no sólo se ven impelidos a en-
contrarse crecientemente en medio de esas fuerzas, sino que
además han venido perdiendo capacidad para enfrentarlas.

La realidad se está moviendo más rápidamente, a veces
vertiginosamente, y el número de actores es mayor, mientras
que los instrumentos al alcance del Estado son cada vez meno-
res y sus efectos más inseguros.

La matriz sociopolítica del modelo de sustitución de impor-
taciones, es decir, la estructura mental, de intereses y de po-
der correspondiente, contribuyó en mucho a la confusión que
impidió comprender y adaptarse a los grandes cambios inicia-
dos a mediados del 70 en el escenario internacional.

Eso no impidió que el tema de la Reforma del Estado pasa-
ra a encumbrarse como uno de los temas clave de la década
del 90 y así, en 1997, el Banco Mundial, en su informe titula-
do "El Estado en un mundo en transición", plantea su visión en
estos términos:

"Han fracasado los intentos de desarrollo basados en el
protagonismo del Estado, pero también fracasarán los que
se quieran realizar a sus espaldas. Sin un Estado eficaz el
desarrollo es imposible".

El Estado eficaz obviamente ya no puede ser aquel agente om-
nipotente de la era de sustitución de importaciones, pero da-
dos los desafios de nuestro tiempo tampoco puede ser un Es-
tado en su mínima expresión.

No parece ser un ejemplo orientador el actual Estado lati-
noamericano de características patrimonialista, paternalista y
clientelístico que aún predomina en nuestra realidad, ya que
más que reformado necesita ser reconstruido o refundado.
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En los hechos, a través de su accidentada trayectoria, nun-
ca pudo llegar a funcionar como un Estado de tipo weberiano.

El Estado descrito por Max Weber -a mediados de la déca-
da del 20 del siglo anterior- disponía de estructuras orgánicas
bien definidas, con responsabilidades claramente marcadas,
donde el funcionario conocía claramente sus competencias, y
le era permitido ejercer sus funciones en forma técnica sin
ninguna interferencia del sistema político, gozando de las más
plenas garantías personales, lo que le brindaba un respaldo
firme para actuar objetivamente en forma imparcial.

De ese Estado weberiano sólo recogimos equivocadamente
el nombre de burocracia en su versión más desvalorizada que,
por supuesto, no era la planteada en el modelo original.

Ese término le fue erróneamente asignado a un modelo de
Estado que -en la doctrina expuesta-, si bien enfatizaba el
control de los procesos, no era para entorpecerlos sino que lo
hacía en el sentido de brindar la mayor transparencia para
administradores y administrados.

Por eso nuestros Estados no pueden ser denominados
burocráticos, pues ni siquiera alcanzaron la posibilidad de
crear burocracias aptas para comandar las actividades en
ambientes racionales como pretendía el modelo administra-
tivo weberiano.

El Estado reformulado

El desafio actual exige pensar en un nuevo Estado a cons-
truir, con renovados papeles y capacidades que guarden co-
herencia con las exigencias del modelo de desarrollo global
que distingue a nuestro tiempo.

No se tratará meramente de mejorar la eficacia y la eficien-
cia de las organizaciones estatales existentes, pues se corre el
riesgo de hacer más eficientemente lo incorrecto.

De esta manera se puede llegar a tener organizaciones pú-
blicas que utilicen adecuadamente los recursos para fines no
requeridos por la comunidad consagrando altos niveles de
ineficacia social. Por tanto, el Estado necesario no debe ser el
existente sino el adecuado para enfrentar los nuevos desafíos
derivados de la intensificación de las exigencias planteadas
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por la interconexión creciente de las distintas y diversificadas
economías nacionales.

Lo fundamental no ha de ser exclusivamente el enfoque
microadministrativo referido a la eficiencia interna de las ins-
tituciones estatales, sino que será preciso definir la eficacia
social de los emprendimientos.

La medida del éxito será, por tanto, la capacidad institucio-
nal de generar condiciones para el funcionamiento eficiente
del sector privado y para salvaguardar la cohesión social a
través de la búsqueda de la equidad económico-social que
procure, a su vez, generar mecanismos autosostenibles para
formar adecuados niveles de capital humano y social.

Será preciso, por tanto, elaborar una visión bien fundada
de los nuevos roles del Estado en el modelo de desarrollo que
se procesa cotidianamente a escala mundial, el cual exige va-
riadas acciones conjuntas y coordinadas entre los sectores
público y privado como por ejemplo en el tema de la competi-
tividad sistémica.

Los caminos hacia el Estado reformulado: los roles
económicos reconsiderados

El Estado actual, tanto en el mundo desarrollado como en los
países emergentes, proviene de las realidades y las ideas pre-
valecientes tras la Segunda Guerra Mundial, consolidadas a
lo largo de la denominada Guerra Fría y puesto en jaque tras
las crisis económicas de los años 70 y la implosión sufrida por
los regímenes socialistas.

Cuestionados todos los temas económicos y sociales en las
dos últimas décadas del siglo XX no puede el Estado sustraer-
se a este escenario profundamente removedor y altamente
transformador. De allí que la reforma del Estado ha pasado a
ser uno de los temas clave de la agenda de las políticas de
nueva generación para el desarrollo.

Desde el inicio el propio término de Reforma del Estado se
presta a confusión ya que, bajo ese acápite, se intenta identi-
ficar y describir una nueva visión que utiliza una vieja expre-
sión semántica para definir sus rasgos.

Cabe, por consiguiente, ser cuidadosos en el empeño, da-
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do que primariamente es preciso determinar con claridad la
nueva misión y, a su vez, precisar en qué consisten las activi-
dades que se deberán desenvolver.

Es evidente que la Reforma del Estado no consiste en me-
jorar meramente la eficacia y la eficiencia de las entidades es-
tatales, pues si admitimos esto corremos el riesgo de repetir
una estructura de ordenamiento institucional que solamente
le será funcional a una sociedad de tipo industrial que está
siendo sustituida aceleradamente por un nuevo modelo pro-
ductivo en permanente transformación.

Lo que importa en el nuevo modelo productivo globalizado
son las capacidades a desarrollar por las organizaciones pú-
blicas que les permitan generar condiciones potenciadoras del
funcionamiento productivo del sector privado y contribuyan a
construir condiciones idóneas para establecer una cohesión
social adecuada, de modo que la sociedad pueda ser incenti-
vada y estimulada en su desarrollo global.

Deberá hacerse hincapié no sólo en la eficiencia interna de
las administraciones, que se patentiza a través de las accio-
nes desenvueltas con el propósito de minimizar los costos, si-
no que habrá de tomarse en cuenta la "eficiencia asignativa
global" de las políticas públicas a promover y que consisten en
disponer de metas, estructuras y procedimientos capaces de
activar la eficiencia social.

En ese marco la estabilidad -y dentro de ella la continen-
cia monetaria y la disciplina fiscal- tiene una importancia fun-
damental, dado que sin ella no hay intercambio de recursos
diversificado posible en la economía, ni se logrará, por consi-
guiente, tener mercados eficientes.

Pero si bien la estabilidad es condición necesaria para la
existencia de un mercado eficiente, no es una condición que
por sí sola alcance.

La eficiencia económica no sólo depende de la estabilidad
institucional sino básicamente de la calidad de las institucio-
nes y del sistema de incentivos incorporado a las mismas.

En ese sentido debe atenderse al uso óptimo de los recur-
sos, procurando que se realice con los menores niveles de de-
sempleo técnica y socialmente manejables y sin capacidad ex-
cedente en el resto de los factores productivos.

El Estado de las últimas décadas se ha caracterizado por
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una serie de desventajas como ser su incoherencia, la inefi-
ciencia extendida, y su burocratización (en el sentido dismi-
nutivo del término).

Muchas de estas desventajas o ineficiencias se encuentran
presentes en los actuales Estados, pero no son inherentes al
mismo, es decir, que se pueden evitar.

Existe en la actualidad cierta experiencia recogida en los úl-
timos lustros y así los analistas económicos y los organismos in-
ternacionales coinciden en que el Estado debe actuar donde es
fuerte y dejar que actúen las fuerzas del mercado allí donde és-
tas son más competentes. Sin embargo existen evidencias acer-
ca de que cada país debe analizar en qué áreas sus institucio-
nes estatales son más fuertes y en cuáles son menos aptas.

Se debe procurar adecuar los roles a las verdaderas capaci-
dades de cada país, ya que cada uno de ellos tiene una situa-
ción particular. Es posible, a partir de dichas constataciones,
bosquejar las funciones del Estado actual y es así que existen
propuestas detalladas de las actividades a realizar.

Así, por ejemplo, se distinguen tres niveles de intervención
estatal compatibles con las exigencias planteadas en el nuevo
modelo de desarrollo globalizado.

En el primer nivel -de intervención mínima- se pretende
que el sector público asuma la provisión de bienes públicos
puros, como ser defensa, orden público, derechos de propie-
dad, gestión macroeconómica, prevención de salud pública y
protección de los pobres.

En el segundo nivel -de intervención moderada-, el Estado
ha de ocuparse de enfrentar las externalidades, la educación
básica y la protección del medio ambiente. Asumirá -asimis-
mo- la regulación de los monopolios (de servicios públicos y
privados) y la defensa de la competencia en el mercado, e in-
tentará corregir la información imperfecta (seguros de salud,
vida y jubilaciones), ejercer la regulación del sistema financie-
ro, asegurar la protección del consumidor y ofrecer seguros
sociales (pensiones con efectos redistributivos, subsidios fa-
miliares y seguro de desempleo).

En el tercer nivel -de intervención dinámica-, el Estado se
ha de encargar de la promoción de la actividad privada (fo-
mento de los mercados, iniciativas relativas a todo un sector)
y de la redistribución social.
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En los hechos, luego de una primera generación de refor-
mas, ha sido necesario encarar nuevos caminos que se adap-
ten a las exigencias de los requerimientos que se plantean en
el escenario internacional.

La gerencia pública y el saber organizacional

Los países desarrollados llegaron a su condición de tales por
medio de la aplicación del saber al trabajo, lo que permitió po-
ner en marcha la explosión productiva de los siglos XIX y XX.
Se dispuso de tecnología y formación de capital en forma
abundante para producir altos niveles de vida, contribuyendo
a conformar sociedades prósperas.

Hasta hace no más de 60 años, las personas abocadas al
trabajo con la finalidad de hacer o trasladar cosas eran la ma-
yoría en todos los países desarrollados. A principios de la dé-
cada del 90 apenas representaban un quinto de la fuerza la-
boral y se estima que para el 2010 no serán más que una dé-
cima parte.

Esto demuestra que el aumento de la productividad de los
obreros manuales en cualquier tipo de organización econó-
mica ya no puede crear riqueza por sí mismo. Este tipo de in-
cremento de la productividad no es más fuente de crecimien-
to económico en los términos conocidos en los dos últimos
siglos.

Con el advenimiento de la sociedad del conocimiento se
manifiesta un nuevo tipo de realidad: lo que se convierte en
verdaderamente importante es la productividad de los traba-
jadores no manuales, que se destacan por la singularidad de
aplicar saber al saber.

El cambio del significado del saber ha transformado a la
sociedad y la economía dado que en su nueva versión el saber
se considera un servicio que es utilizado como medio para ob-
tener resultados sociales y económicos.

En los hechos, al disponer de este servicio -el saber como
instrumento para desatar la productividad social- debemos, a
renglón seguido, establecer las condiciones para que el cono-
cimiento existente pueda aplicarse a producir resultados.

La primera constatación evidenciable es que, en forma
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contemporánea a este proceso, la reciente evolución histórica
demuestra que la sociedad se ha transformado en una socie-
dad de organizaciones, en la cual la mayoría de las tareas so-
ciales son realizadas por alguna organización.

El hospital en que nacemos, la escuela, el liceo, la universi-
dad donde aprendemos, la sociedad médica donde acudimos
por nuestras enfermedades, las iglesias donde expresamos
nuestra fe, las entidades que nos protegen como la policía y las
fuerzas armadas, etc., son ejemplos organizativos cotidianos.

Las organizaciones son instituciones con un propósito es-
pecial, son eficaces porque se concentran en sus cometidos y
su función es canalizar los saberes para que sean productivos.

De esa forma se puede afirmar que la gestión es una fun-
ción genérica de todas las organizaciones que se aplica a ob-
tener resultados, sea cual fuere su misión específica y por lo
tanto de allí derivamos que la gestión se convierte en el ór-
gano genérico de la sociedad del saber. Precisamente, habi-
da cuenta de esta visión, en las últimas dos décadas, en las
organizaciones públicas de los países desarrollados, se ha
manifestado un significativo desarrollo de reformas públicas
gerenciales.

La gerencia pública se ha movido, desde ser considerada
un factor periférico sin ninguna importancia en las entidades
públicas, hasta ser aceptada ampliamente como un factor cla-
ve para mejorar el desempeño gubernamental.

El sistema político y los jerarcas gubernamentales -que so-
lían desdeñar la gerenciación por considerarla una función
subordinada a la que no valía la pena prestar atención-, aho-
ra reconocen que este instrumento es de alta prioridad.

Casi todas las iniciativas políticas -en los países desarro-
llados- son acompañadas por la convicción de que la puesta
en marcha de sistemas de administración idóneos garantiza-
rá excelentes resultados.

En general, en los últimos años, cuando se ha puesto en
marcha un proceso de reforma en esos países, se ha hecho a
través de la introducción y popularización de los conceptos e
instrumentos de la denominada Nueva Gerencia Pública.

La Nueva Gerencia Pública, como movimiento reformista
global, era destacada como un compromiso extendido y pro-
fundo hacia un moderno abordaje para la gerenciación de las
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organizaciones públicas con el propósito de mejorar la eficien-
cia en la implementación de las políticas públicas.

Estas reformas -iniciadas a mediados de los años 80- se
intentaron llevar a cabo en un escenario caracterizado por as-
cendentes problemas derivados de las presiones fiscales y las
manifiestas ineficiencias en la provisión de servicios de las dé-
cadas anteriores y al influjo de un paradigma que exaltaba
una visión empresarial de las actividades estatales.

Reconsiderando el rol fiscal del gobierno: las técnicas
presupuestarias y su funcionalidad

El presupuesto es fundamentalmente la arquitectura básica
por donde discurrirán las decisiones colectivas públicas.

En ese sentido permite crear un tejido institucional comple-
jo y variado que hace viable la instrumentación de las acciones
a ser llevadas a cabo para alcanzar las finalidades previstas.

Gestionar un presupuesto -es decir, planificar la política
fiscal que le servirá de base, programar estratégicamente las
políticas administrativas a implementarse, organizar los re-
cursos, las actividades, entidades y tiempos, ejecutar lo pre-
visto, monitorear las acciones realizadas impulsando las coor-
dinaciones necesarias, controlarlas y evaluarlas- supone una
labor de construcción permanente y continua que requiere de
contribuciones de todo tipo.

Esas contribuciones y apoyos deben conseguirse -funda-
mentalmente- desde el propio aparato estatal, desde el sistema
político y desde la ciudadanía hacia la cual se dirigen los es-
fuerzos mancomunados de todos los colectivos participantes.

Retrospectivamente, se ha podido observar que en los años
posteriores a la Segunda Guerra se comenzó a utilizar una se-
rie de técnicas presupuestales que respondían correlativa-
mente a realidades e ideas que se manifestaron en escenarios
económicos fuertemente orientados a visiones interpretativas
muy concretas.

Así, luego de dicha guerra y en consonancia con el auge eco-
nómico que se va a manifestar hasta mediados de la década del
60, predominó el "Estado del Bienestar", que se expresó fiscal-
mente a través del denominado "Presupuesto Tradicional".
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En el segundo lustro de la década del 60 los países sienten
que el hecho de dejar al libre albedrío las fuerzas del merca-
do no aseguraba crecimientos sostenidos y estiman adecuado
comenzar a darle importancia a la planificación.

En ese contexto se produce el advenimiento de la técnica
del PPBS (Planning-Programming System) para los países in-
dustrializados y el PPP (Presupuesto por Programa y Activida-
des) en nuestros países.

En la década del 70, en el afán de profundizar algunos lo-
gros de las técnicas anteriores, se propone el Presupuesto Ba-
se Cero que puede ser usado -en ocasiones- en forma comple-
mentaria con las metodologías presupuestales previas.

La filosofia subyacente en las técnicas presupuestarias
programáticas se correspondía con lo que ha sido denomina-
do desarrollismo.

Este enfoque suponía que el Estado era el gran agente de
las transformaciones económicas y sociales, el compensador
de los inevitables fallos del mercado, el garante de la cohesión
y la equidad social a través de la expansión incesante de las
intervenciones económicas y del gasto público.

Sin embargo, para principios de la década del 80 no exis-
tía esa visión. Se observaba, por el contrario, que el Estado
construido tras la Segunda Guerra Mundial era incapaz de re-
solver los problemas básicos.

Era evidente, pese a que que los Estados habían crecido
mucho, eran incapaces de garantizar adecuados niveles de
empleo.

Un segundo argumento refería a que el mayor intervencio-
nismo económico y social no había servido para garantizar la
mayor eficiencia y competitividad económica ni la equidad en
la distribución de los ingresos.

Por otra parte, las regulaciones e intervenciones estatales
en la economía, aunque se justificaran formalmente desde el
interés general, respondían muchas veces a intereses corpo-
rativos encubiertos. Asimismo, se observaba que los tímidos
intentos para mejorar la gestión pública terminaban en refor-
mas de invocación gerencial que sólo lograban convertir en
más eficiente lo que era incorrecto o ineficaz. El problema
consistía en que se modernizaban organizaciones públicas
que era preciso cerrar por haberse extinguido su razón de ser.
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Los finales de los años 80 fueron de un fuerte dogmatismo
antiestatista que fue exacerbado interesadamente, mas aún
porque existían sobradas razones para su cuestionamiento

A pesar de que los dogmatismos no son fuente del pensa-
miento racional, lo cierto es que se caracterizó al Estado a tra-
vés de una visión limitada de sus objetivos.

Se tendió a confundir el Estado existente -en realidad una
forma coyuntural del mismo- como fuente prácticamente de
la mayoría de los problemas que aquejaban a nuestros países.
La teoría económica predominante llegó a la misma conclu-
sión a la que dos siglos antes había llegado el anarquismo: só-
lo debía existir un Estado mínimo.

De las pocas evidencias existentes a la altura de la década
del 80 sobresalía el hecho de que la configuración de los apa-
ratos estatales existentes provenía, tanto en el mundo desa-
rrollado como en desarrollo, de las realidades e ideas prevale-
cientes tras la Segunda Guerra Mundial, consolidadas a lo
largo de la denominada Guerra Fría, y que habían sido pues-
tos en tela de juicio por las crisis económicas de los años 70
y la autodestrucción del bloque socialista en los 80.

La Nueva Gerencia Pública

Para entonces se hacía necesario una forma distinta de perci-
bir, entender e interpretar las nuevas realidades. Estas reali-
dades chocaban, por su parte, en el ámbito estatal, con una
seria limitación: no existían las instituciones que facilitaran el
manejo jurídico del conjunto de los fenómenos emergentes.

En este contexto los Estados -por inercia económica y cul-
tural- encontraban muy dificil abandonar una actividad, aun-
que la misma se hubiera vuelto totalmente inútil. Se veían, en
consecuencia, ligados al pasado, a lo obsoleto, a lo que ya no
resultaba productivo. No podían abandonar una actividad que
ya había agotado su misión.

Bajo el estímulo de esta desafiante situación aparecen una
serie de tratadistas agrupados posteriormente bajo el concep-
to de "nueva gerencia pública". Estos analistas sostenían que
los gobiernos de la era industrial, con sus extensas burocra-
cias centralizadas y sus procesos estandarizados, proporcio-
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naban servicios "de la misma magnitud para todas las cosas",
los cuales no estaban a la altura de los retos que presentaba
una sociedad económica que jerarquizaba el conocimiento co-
mo nueva forma de acumulación para generar el desarrollo.

Se promueve, entonces, una dinámica que procura desen-
volver las capacidades gubernamentales hacia el futuro y re-
configurar al sector público con el propósito de generar go-
biernos que sustenten su actuación en términos de resulta-
dos obtenidos y de impactos reales alcanzados.

Este enfoque destaca que los gobiernos deberían aspirar a
actuar con base en la obtención de resultados y no meramen-
te dedicarse a ejercer el control de gastos y recursos -como
habitualmente lo hacen las administraciones tradicionales-,
por lo que intentan promover reformas administrativas y or-
ganizacionales utilizando como punta de lanza las transfor-
maciones posibles de impulsar a través del Presupuesto.

Por medio del presupuesto y de su elaboración se definen
las reglas básicas del desempeño de las entidades guberna-
mentales, incorporando los incentivos y filosofías de comporta-
miento en la gestión, por lo cual este instrumento se convier-
te en una guía para los funcionarios, promoviendo una refor-
ma integral de las instituciones gubernamentales.

Esto supone la generación de un proceso que implica efec-
tuar un tránsito, desde una herramienta presupuestal pensada
simplemente para controlar el gasto y su aplicación en estruc-
turas programáticas rígidas, hacia un presupuesto dirigido a ex-
poner result dos mensurables y observables para la ciudadanía.

Un conjunto de países, que pueden ser calificados de avan-
zada, comienza a desarrollar una serie de experiencias sobre
la base de esta orientación: Gran Bretaña, Nueva Zelanda y
Australia practican en sus administraciones profundos cam-
bios estructurales sobre la base de estos fundamentos.

Buena gestión fiscal

En estos países -que han procesado los cambios que mejor se
ajustan a esta visión- se aprueban disposiciones que estable-
cen normas jurídicas para la transparencia de la política fis-
cal (a la que se le concede enorme importancia), la declaración
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de información sobre las finanzas públicas y la responsabili-
zación formal del gobierno ante la ciudadanía por su desem-
peño fiscal.

En ese sentido Nueva Zelandia promulgó, en 1994, la Ley
de Responsabilidad Fiscal, Australia aprobó la Carta de Ho-
nestidad Presupuestaria y Gran Bretaña legisló estableciendo
un Código de Estabilidad Fiscal.

Así, por ejemplo, son altamente significativos los compro-
misos asumidos por el gobierno neocelandés en la materia,
como lo señalan sus principios y normas incluidos en la Ley
de Responsabilidad Fiscal.

Esta ley detalla sin confusiones la manera en que el gobier-
no debe hacer conocer las políticas que propone y la forma
que adopta para asegurar que la legislatura y la ciudadanía
vayan sabiendo cómo se cumple con los principios de la ges-
tión fiscal.

La ley exige los siguientes requisitos:

• Publicar una declaración de política presupuestaria que
contenga prioridades estratégicas para el próximo presu-
puesto, explicitando las intenciones fiscales a instrumen-
tar a corto plazo, y, a su vez, manifestando los objetivos
fiscales a largo plazo, previamente a la presentación del
documento a la legislatura.

• Revelar el impacto de las decisiones fiscales sobre un pe-
ríodo de pronóstico trianual con las debidas actualizacio-
nes en materia económica, tributaria y de gastos.

• Presentar toda la información financiera conforme a prác-
ticas de contabilidad generalmente aceptadas.

• Remitir todos los informes que exige la ley a una comisión
parlamentaria especializada.

Todas estas disposiciones buscaron promover reformas que
enfatizaban la creación de incentivos para alcanzar lo que se
esperaba de los administradores del sector público.

Entre las expectativas planteadas se encontraban:

• Dar mayor responsabilidad a los jefes de departamentos
asociados con mayores recompensas y castigos en térmi-
nos contractuales.
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• Poner énfasis en la especificación de las producciones de
los bienes y servicios públicos que se esperaba alcanzar y
que se definían previamente.

• Reducir el control de los insumos.
• Introducir sistemas de información para medir resultados.

Esto, a su vez, se basaba en una clara separación entre el ám-
bito de definición de las políticas y el nivel operativo, la elabo-
ración de contratos de responsabilidad basados en obligacio-
nes nítidamente determinadas, sistemas de administración
por resultados, y rendiciones de cuenta claramente expuestas.

Vale mencionar en el mismo sentido la llamada Iniciativa de
la Administración Financiera implantada por el gobierno in-
glés, que se promovió como un medio para desarrollar, en ca-
da departamento institucional, una organización y un sistema
en donde los administradores de todos los niveles tuvieran:

• Una clara visión de sus objetivos y un medio para evaluar
y, en la medida de lo posible, medir los resultados en rela-
ción con esos objetivos.

• Establecer su responsabilidad para hacer el mejor uso de los
recursos, incluyendo un escrutinio crítico de los resultados.

• Contar con información -particularmente acerca de los
costos- fomentando el adiestramiento especializado de los
administradores a partir de dicha información como forma
de ejercer mejor su responsabilidad.

• Mejorar el sistema de rendición y los métodos de medición
de resultados.

Todos estos movimientos confluyeron en el denominado "Pre-
supuesto por Responsabilidad", concebido como el instrumen-
to adecuado y conducente para evidenciar los efectos de las
medidas adoptadas.

El concepto de Presupuesto por Responsabilidad surge de
la experiencia recogida en torno a las habilidades gerenciales
desenvueltas en cada institución y los resultados obtenidos
debido a su aplicación.

Es una forma de constituir una red interna de contratos
entre los distintos agentes intervinientes de una entidad que
se caracteriza por los siguientes rasgos:
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• Las unidades ejecutoras y sus administradores son evalua-
dos en función de las metas por ellos aceptadas.

• Se utilizan medidas financieras y de evaluación de activi-
dades realizadas para medir y recompensar los logros o pe-
nalizar las fallas.

• Los éxitos o los fracasos son atribuidos enteramente a las
decisiones gerenciales o al desempeño de los funcionarios.

Como vehículo de una nueva ingeniería administrativa puede
destacarse su aporte en los siguientes temas:

• El ordenamiento en materia de costos y contabilidad que
permite aplicar un sistema de medición y evaluación del
desempeño. En el ámbito del presupuesto por responsabi-
lidad la información sobre insumos, costos, actividades y
producciones son señaladamente importantes.

• Definir adecuadamente la estructura de responsabilidades,
o sea la asignación de autoridad y responsabilidad a las
personas dentro de la organización. En esta mecánica la
autoridad y responsabilidad deben ser determinadas y
concedidas sin ambigüedades.

• Se expone que el trabajo debe ser ordenado a partir de uni-
dades administrativas de acuerdo a su misión, función o
región, configurando una nueva forma orgánica.

• Se determina que los centros administrativos y de res-
ponsabilidad deben actuar de acuerdo a la estructura
contable, dado que la información que la misma provee
puede ser usada para coordinar las actividades de las dis-
tintas unidades ejecutoras, así como para influenciar la
acción de los gerentes.

En el presupuesto por responsabilidad existen dos reglas bá-
sicas que orientan el diseño institucional:

La primera es que la estructura debe ser lo más descen-
tralizada posible. La experiencia indica que la eficacia de las
entidades grandes y complejas se eleva cuando la autoridad
y la responsabilidad son delegadas dentro de la trama orga-
nizacional.

La descentralización requiere previamente una definición
del propósito o función de cada unidad administrativa y cen-
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tro de responsabilidad, establecer los procedimientos para fi-
jar objetivos y para monitorear, así como reglas que fijen pau-
tas de recompensas. Exige, adicionalmente, una estructura
contable que ligue cada centro a las metas institucionales.

En esta mecánica la delegación de autoridad significa dar
a los gerentes la máxima posibilidad para hacer viables sus
unidades productivas, sujetándolas a las menores restriccio-
nes. Esto a su vez requiere que todas las decisiones puedan
ser consideradas en términos de metas financieras.

La segunda condición para efectivizar este tipo de presu-
puesto es que la estrategia organizacional determine a la es-
tructura. La estrategia representa, en este caso, el propósito y
las políticas que definen a la institución, así como la misión
requerida para adaptarse creativamente a su contexto.

Ambas condiciones están subordinadas al cumplimiento
de metas financieras que se deben corresponder al ámbito de
acción de cada una de las unidades administrativas y la res-
ponsabilidad consiguiente de sus administradores.

Esto hace posible que se puedan hacer comparaciones en-
tre los diversos centros de responsabilidad, permitiendo que
los desempeños relativos de sus gerentes puedan ser evalua-
dos, elevando la eficacia motivacional promovida por la com-
petencia interna.

Se puede constatar que, en lo fundamental, los países de-
sarrollados deben enfrentar problemas similares a la realidad
latinoamericana, más allá de las grandes diferencias estruc-
turales que existen desde el punto de vista institucional.

Sin embargo, la consideración de estos problemas permite
describir situaciones claves que podrían deparar enseñanzas
estratégicas y prácticas para nuestras administraciones.

El desafio metodológico presupuestal y la necesidad
de un nuevo enfoque

Los Estados latinoamericanos viven un momento muy com-
plejo que no puede ser ajeno a la situación de las economías
nacionales.

Las sociedades se ven abocadas a lograr un cambio sus-
tantivo en la forma de idear y elaborar las necesidades públi-
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cas, de forma tal que se puedan obtener transacciones legiti-
madas de los diversos intereses promoviendo la expresión
más representativa del interés público.

Esto requiere profundas transformaciones políticas que
instauren en los poderes públicos un nuevo estilo de ges-
tión, el cual deberá rendir cuentas de manera efectiva y
transparente construyendo una mayor credibilidad social
para los sistemas políticos.

En ese sentido es posible reconocer que la búsqueda de re-
novadas técnicas y la propuesta metodológica de la Nueva Ge-
rencia Pública no apunta tanto a un cambio de paradigma or-
ganizativo, sino que busca promover una transformación pro-
funda del espacio social y tecnológico en el que se desenvuel-
ve la administración pública.

Este abordaje ayuda a escapar del encierro en que se en-
contraba al análisis presupuestario en las últimas décadas, el
cual, en forma autocomplaciente, sólo atinaba a enfrentar las
inéditas realidades emergentes solamente a través de la mera
reelaboración fragmentaria de las metodologías presupuesta-
rias ya conocidas.

Sin perjuicio de que la nueva gerencia pública no aporta
elementos tan diferentes a los ya manejados, constituye un
enfoque que permite una importante recreación de los proble-
mas gubernamentales en el contexto socio-tecnológico actual.

Este enfoque realiza una propuesta que supone un énfasis
en estrategias de acción gubernamental que tomen en cuenta
las relaciones entre el aparato administrativo, el Poder Legis-
lativo y la sociedad, adecuando los factores que distinguen a
cada régimen político particular.

Sus virtudes más señaladas se refieren al desarrollo de me-
canismos de dirección basados en resultados, el fortaleci-
miento de la rendición de cuentas o -en términos de los paí-
ses desarrollados, la `accountability"- a partir de la precisa
medición de productos e impactos y el desarrollo de contratos
que explícitamente acotan el riesgo de la arbitrariedad de los
sistemas burocráticos existentes, los cuales, habitualmente,
tienden a crear sus propios métodos de evaluación.

Pero es necesario ubicar esta corriente en su real dimensión,
ya que para ser aplicada depende de la calidad del régimen po-
lítico existente, de la cultura del aparato público, de la forma en
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que cada sociedad plantea sus problemas, de las formas, a su
vez, de resolverlos y de la historia de cada administración.

¿Qué se puede esperar de la posibilidad de implementar
esas reformas en los países en vías de desarrollo?

En primer lugar es necesario reconocer que el ámbito socio-
tecnológico, político y de cultura colectiva es distinto.

Por ejemplo, en nuestras administraciones se observa el
desarrollo de una burocracia alejada del control legislativo
que, en muchos casos, muestra Poderes Legislativos que no
disponen del conocimiento técnico apropiado para valuar las
acciones gubernamentales y menos aún pueden ponderar cla-
ramente las actividades presupuestales en términos de im-
pactos reales.

Esto ha llevado a crear -por parte de los administradores-
sistemas endogámicos, es decir, autoabastecidos, para pro-
gramar, ejecutar y controlar sus propios desempeños logran-
do, con posterioridad, convencer al sistema político y a la so-
ciedad de la bondad de sus decisiones, más allá de la inefica-
cia o irrelevancia de los resultados obtenidos.

La necesidad de nuestras sociedades requiere hacer pro-
puestas propias que permitan elaborar nuevas capacidades
tecnológicas de control sobre las instituciones representativas
y sobre la ciudadanía.

Será preciso realizar acciones tendientes a asegurar lo que
las ciencias políticas denominan una correcta gobernanza.

Se entiende como tal la capacidad que tienen las sociedades
de proveerse de sistemas de representación adecuadamente
institucionalizados, basados en el apoyo de los distintos esta-
mentos sociales y que generen procesos que induzcan a la so-
ciedad a crear instrumentos colectivos para resolver sus pro-
blemas en términos eficientes y públicamente conocidos.

A esos efectos, será preciso desenvolver estilos de gestión
que recojan los instrumentos adecuados de todas las técnicas
presupuestarias conocidas, las que actualmente deben consi-
derarse un acervo administrativo a desarrollar, y que permi-
tan rendir cuentas de manera efectiva y transparente.

Esto supone asimismo un abordaje multidisciplinario del
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interés público a través del cual se concentren los aportes de
las ciencias políticas y sociales, las finanzas públicas, las téc-
nicas presupuestarias y administrativas, la economía, las dis-
ciplinas motivacionales y toda otra contribución que permita
encarar la compleja mecánica actual en términos adecuados
y operativos.

Se necesita construir democracias responsables, para lo
cual será una exigencia impostergable poder disponer de
ciudadanos y organizaciones con alto grado de información,
de forma tal que se ejerzan en plenitud todos los derechos
para enfrentar los múltiples desafios de las reglas de juego
actuales.

Como ejemplo de esos desafíos multidimensionales es po-
sible considerar el referido a la necesidad de crear condicio-
nes de competitividad sistémica en la economía, para lo cual
los Estados deben hacer sus contribuciones en el nivel meso
de la economía.

Este nivel se caracteriza por requerir la creación de un en-
torno adecuado a las empresas privadas que permita fomen-
tar y potenciar los resultados de las mismas.

Para ello es preciso impulsar el establecimiento de institu-
ciones facilitadoras y promotoras, junto con la instauración
de infraestructuras físicas, redes de apoyo, regulaciones
transparentes y políticas sectoriales.

En esa intervención estatal se plantearán dilemas que de-
ben ser resueltos coordinadamente por el aparato administra-
tivo, el Parlamento y la sociedad civil.

Ese trípode de decisores estará influenciado por las presio-
nes provenientes de un escenario sumamente dinámico, por
lo que requerirá una suerte de acción de redes basada en ca-
da uno de sus tres pilares.

Una metodología a explorar -que dispone de recientes ex-
periencias y cuenta con el apoyo de organismos internaciona-
les como el Banco Mundial y la OECD- es el denominado aná-
lisis aplicado de presupuesto, el cual fomenta el involucra-
miento de la sociedad civil en materia presupuestal.

A través de buenas prácticas -como ser el diseño de una
"Guía para el trabajo presupuestario"- se pretende apoyar a la
sociedad civil para que sepa evaluar y mejorar los presupuestos.

En los hechos es un intento para que las organizaciones
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integrantes de ese ámbito incidan en las metas políticas y en
especial en la elaboración de los objetivos sociales.

Eso se logrará mediante un análisis exhaustivo de los ins-
trumentos presupuestales -que incluya también la calidad de
las prestaciones- procurando incidir en el debate político por
medio de estudios accesibles para un amplio rango de ciuda-
danos, en especial los elaboradores de políticas públicas, los
medios de comunicación y la ciudadanía implicada.

Este examen también comprende esfuerzos para mejorar el
entendimiento de los asuntos presupuestarios.

Sus objetivos son incrementar el nivel de comprensión y
manejo de los temas presupuestarios entre aquellos involu-
crados en el debate político presupuestario, con el fin de me-
jorar este debate, así como involucrar a más gente.

Se procura que la naturaleza general de los informes pre-
sentados sea precisa, accesible y oportuna, generando esti-
maciones independientes y teniendo como destinatarios fina-
les a los públicos objetivos afectados y a los grupos que ope-
ran en todos los niveles del gobierno, ya sea nacional, provin-
cial o local municipal.

Las razones para que las organizaciones de la sociedad ci-
vil (OSC) se comprometan en el trabajo presupuestario no son
nuevas. Lo que es nuevo es el contexto internacional para es-
tas organizaciones.

La existencia de sociedades abiertas y democráticas re-
quiere de una sociedad informada, participación pública y
procesos gubernamentales que sean transparentes.

Esta idea de involucrar a las OSC en el debate presupues-
tario representa un cambio sustancial en el enfoque tradicio-
nal de la toma de decisiones presupuestarias y ya existe una
amplia gama de experiencias y estudios de casos en Estados
Unidos, México, Brasil, Sudáfrica, la India y siguen apare-
ciendo nuevas prácticas.

De esta forma se está gestando un proceso de credibilidad
acerca de los papeles complementarios del gobierno en sus
dos ramas -ejecutiva y legislativa- que, en conjunto con los
actores sociales, unifican esfuerzos procurando obtener mejo-
res resultados.

En la actualidad, muchas instituciones internacionales
ven con simpatía que el sector público y las organizaciones no



Nuevas tendencias en gerencia pública y presupuesto 77

lucrativas creen nuevas oportunidades para mejorar el gobier-
no e implementen estrategias efectivas para atacar problemas
sociales.

Dado que las reformas estatales han estado acompañadas
por procesos de descentralización, lo cual lleva al presupues-
to más cerca de las comunidades, éstas tienen experiencias
más reales y tangibles en materia de manejo de recursos.

Existe, asimismo, un fenómeno cultural que ha sido indu-
cido y creado por la mayor información disponible por parte
de los ciudadanos. Se manifiesta un cambio en la forma de
pensar acerca de las consecuencias del debate público del
presupuesto.

Un estudio reciente revisa las experiencias de los países de
la Organización para la Cooperación y Desarrollo Económico
(OCDE) y encontró que un mayor involucramiento de los Po-
deres Legislativos en el proceso presupuestario permite po-
tenciar los resultados que mantienen la disciplina fiscal.

La participación constructiva de la sociedad civil -a su vez-
habilita incrementar la calidad del debate presupuestario y
mejorar los resultados a través de una variedad de medios co-
mo la capacitación ciudadana y la jerarquización de la infor-
mación en los temas de política estratégica. Además, identifi-
ca con precisión las mejoras prácticas presupuestarias.

Se debe auspiciar en este contexto el desarrollo de redes de
información entre la sociedad civil, los parlamentos y los po-
deres ejecutivos.

Será preciso elaborar programas de mejoras que tengan un
marco referencia] que combine planeamiento, presupuesto,
contabilidad e informes múltiples.

Esta estrategia integrada necesitará ser desarrollada antes
de la implementación y deberá estimar las necesidades de los
recursos internos y externos así como el apoyo tecnológico de
las reformas propuestas, las que podrán ser planteadas uti-
lizando las variadas técnicas presupuestarias conocidas.





Prevención de la corrupción y controles
jurídicos en contrataciones*

Rüdiger Kratzenberg**

La corrupción es un fenómeno social que surge en todo lugar
.donde conviven seres humanos. La corrupción es el aprove-
chamiento de una posición de poder para la propia ventaja
pero con detrimento de otros, o también la cooperación con-
certada de dos o tres actuantes que obtienen ventajas priva-
das ilegales a costa de terceros. La corrupción sirve a muy po-
cos seres humanos, pero sus consecuencias dañinas afectan
a todos los demás muy gravemente ya que provocan el au-
mento de la pobreza de pueblos enteros, Estados y regiones.
Asimismo, la corrupción frena el desarrollo económico y social
de los países y causa con frecuencia graves daños ecológicos.
Además, socava la confianza en el servicio público y debilita
la democracia. El Banco Mundial ha estimado entre US$ 80 y
100 mil millones los perjuicios anuales causados por la co-
rrupción en todo el mundo. No cabe duda de que los perjui-
cios que trae consigo la corrupción son enormemente altos en
todo el mundo y también en Alemania.

' El presente artículo es una versión de una ponencia del Dr. Kratzenberg en
la Conferencia Internacional organizada por la Asociación Internacional de
Presupuesto Público (ASIP) y la Internationale Weiterbildung und Entwic-
klung gGmbH (Inwent) sobre el tema "Compras, contrataciones y concesiones:
sus efectos sobre los presupuestos públicos" que tuvo lugar entre los días 22
y 26 de marzo, 2004, en la Sede de ASIP en Buenos Aires.
" Consejero Ministerial, Ministerio Federal de Tranportes, Construcción y Vi-
vienda de la República Federal de Alemania.
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La corrupción se practica sobre todo en las relaciones eco-
nómicas internacionales, para obtener contratos de suminis-
tro o de construcción, adjudicación en una privatización o
permisos y licencias en el caso de inversiones y contratación
de servicios. En Alemania surge sobre todo en los grandes
proyectos y en las inversiones a nivel comunal, a menudo en
la forma de acuerdos de constitución de un cartel entre los
competidores. Luego están los "sobornos", es decir, el pago
de sumas normalmente pequeñas a funcionarios de rango
menor para la "agilización" de una diligencia oficial a la cual
el sobornador tiene derecho. Eso también es de práctica ge-
neral en muchos países. Ambas formas de corrupción son
ilegales.

El gasto público para la compra de bienes de inversión y de
consumo y contratación de construcciones y servicios se remon-
ta en muchos Estados a cerca del 25% del presupuesto total.
Esto significa que en ese sector se mueven inmensas sumas
de dinero que provocan la tentación de eliminar la competen-
cia y manipular el proceso de la contratación para la propia
ventaja. Se requieren los máximos esfuerzos para configurar
un proceso de contrataciones que garantice que los fondos
públicos sean empleados en forma económica, eficiente y co-
rrecta y, sobre todo, que la corrupción en cualquiera de sus
formas sea excluida. Es necesario contar con normas jurídi-
cas que garanticen la debida represión jurídico-penal y que
las penas o castigos se cumplan debidamente para que quede
claro que la corrupción no es un delito de caballeros.

En caso de duda, más transparencia significa mejor protec-
ción contra la corrupción. Experiencias internacionales de-
muestran una estrecha correlación entre la transparencia de
la información y su incidencia en la corrupción de una socie-
dad. En Suecia (desde el siglo XVIII), en el resto de los países
escandinavos, en los Estados Unidos de América y reciente-
mente en casi todos los demás países europeos existe el dere-
cho a una amplia información que otorga a cada persona el
derecho de informarse sobre todos los expedientes adminis-
trativos. Tales derechos contribuyen a poner de manifiesto los
casos de actuación corrupta de la administración. Sus efectos
son preventivos al exigir que los actos administrativos sean
transparentes y comprobables. Últimamente se han creado
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tales derechos para beneficio de los ciudadanos europeos
frente a la Comisión de la Comunidad Europea.

El término "contratación" se refiere en sentido estrecho al
proceso de selección de un proveedor o un empresario de la
construcción. Las medidas para prevenir la corrupción deben,
sin embargo, tener mayor alcance. Los posibles accesos a la
corrupción en el caso de proyectos de inversión o de adquisi-
ción de bienes y servicios existen mucho antes y mucho des-
pués de que se los contrate: existen en la planificación y en la
decisión política que los hace viables; en la decisión prelimi-
nar de la Administración sobre sitio, configuración y financia-
ción; en la selección de consultores y financistas; en la selec-
ción de la empresa constructora o proveedora y finalmente en
su ejecución o gestión, especialmente en el caso de variantes
en la lista de prestaciones o en los precios de ciertos servicios.
Los fuertes sobreprecios en el caso de muchos grandes pro-
yectos tienen su causa, en parte, en una planificación descui-
dada o en una deliberada subestimación de los costos, pero
también son causados a menudo por hechos de corrupción en
el manejo del proyecto.

¿Cómo se pueden evitar manipulaciones en la
adjudicación de contratos públicos?

En primer lugar sería necesario que los Estados -de ser posible
mundialmente- proscriban de modo juridico-penal la corrupción
y los comportamientos perjudiciales similares. En los últimos
años se han tomado una serie de medidas legislativas -más
allá de la punibilidad del soborno y de la venalidad, ya exis-
tentes en Alemania desde hace mucho tiempo-, con las cua-
les se pretende prevenir o combatir efectivamente los compor-
tamientos corruptos:

• La Convención de la OCDE sobre la lucha contra el soborno
de funcionarios extranjeros en las relaciones económicas in-
ternacionales del 17.12.1997, transpuesta en Alemania por
medio de un incremento de las prescripciones del derecho
penal en la "Ley sobre la lucha contra el soborno interna-
cional" , por lo cual ahora también es punible en Alemania
el soborno de funcionarios extranjeros.
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• La enmienda de la Ley sobre Tributación de Ingresos, con lo
que ya no existe la posibilidad de deducir los así llamados
"gastos útiles" de la ganancia en la declaración de renta.

• La enmienda de la Ley de Contrataciones de 1999. Esta
nueva ley hace posible, también en el caso de proyectos de
gran volumen, controlar la decisión sobre la adjudicación
efectuada por la entidad adjudicadora y reclamar, como
ofertante perjudicado, la conculcación de derechos subjeti-
vos. Con la acentuación simultánea de los principios de la
contratación (exigencia de transparencia, trato igualitario,
adjudicación al ofertante que presente la oferta económica-
mente más ventajosa) en el Artículo 97 de la Ley contra Li-
mitaciones de la Competencia (GWB), se ha reducido el
margen de acción para comportamientos corruptos en el
sistema de las contrataciones públicas.

Con la entrada en vigor, el 1 de enero de 1999, de esta en-
mienda de la Ley de Contrataciones, se ha concedido por pri-
mera vez en Alemania a la empresa ofertante un derecho for-
mal y legal para el cumplimiento de los principios de contrata-
ción por parte de los contratantes públicos. La Ley contra Li-
mitaciones de la Competencia (GWB) se ha complementado
en una cuarta parte con reglamentos que contienen una es-
pecial protección legal en el procedimiento de contrataciones
públicas. Acorde con las normas europeas sobre los recursos
legales se ha creado un procedimiento de control dividido en
dos fases, con una Cámara de Contrataciones como instan-
cia primaria y la posibilidad de presentar quejas inmediatas
a los Tribunales Superiores. Para evitar dilaciones en el pro-
cedimiento de contratación y trabas en las inversiones cau-
sadas por esas nuevas posibilidades de garantías legales, se
han creado reglas de preclusión y fijado plazos para las ins-
tancias que toman las decisiones. Se pretende, además, evi-
tar el uso ilícito de los derechos de protección en las contra-
taciones por medio de la creación de un derecho de indem-
nización de daños y perjuicios. En analogía con el trámite ju-
rídico del derecho anti-carteles se creó, por la enmienda de
la Ley de Contrataciones, una Cámara de Contrataciones co-
mo instancia inicial, con la posibilidad de presentar quejas
hasta en los Tribunales Superiores. Estas Cámaras de con-
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trataciones de la Federación se han creado en la Oficina Fe-
deral de Carteles.

Las Cámaras de Contrataciones trabajan independiente-
mente y no están sujetas a directivas, y han dado en princi-
pio buenos resultados en la práctica. La idoneidad de las Cá-
maras de Contrataciones, en especial de la Cámara de Con-
trataciones de la Federación, es ampliamente reconocida.

El número de los procedimientos ante las Cámaras de Con-
tratación "se elevó, de apenas 400 en el año 1999, a cerca de
1000 en el año 2002. El número de las quejas presentadas an-
te los Tribunales Superiores se elevó, de 45 en el año 1999, a
245 en el 2002. El volumen anual cercano a las 15.000 adju-
dicaciones por encima del valor umbral de la Comunidad Eu-
ropea, cercano a los 30.000 contratantes públicos, muestra
que en un grado notable se ha recurrido a la protección legal
en procedimientos de contratación. No se llegó a la afluencia
de quejas en la cantidad temida. Sin embargo, ha sido revoca-
do el 7% de las adjudicaciones más allá del valor umbral por
las instancias de control ex-post.

El establecimiento de senados especializados en contrata-
ciones en los Tribunales Superiores ha constituido una gran
ayuda. De la obligación de los Tribunales Superiores de pre-
sentar a la Corte Federal casos de revisión según el Articulo
124, Par. 2 de la GWB, que había sido creada para garanti-
zar una legislación uniforme en toda la Federación, hacen
uso los Tribunales Superiores sólo restrictivamente. En este
sentido, de 1999 a 2002 sólo ha habido 7 remisiones a la
Corte Federal.

Muchos gobiernos en el mundo han comenzado la lucha
contra la corrupción. Pero no sólo los gobiernos que, con sus
centros de compra y adquisición participan como contratan-
tes en las contrataciones públicas, se han dado reglamentos
fijos. También los contratistas, o sea, las empresas pertene-
cientes al sector de la economía privada han reconocido el pro-
blema y se han autoimpuesto nuevas reglas para evitar la co-
rrupción. Finalmente, también las Organizaciones no Guber-
namentales (ONGs) han levantado repetidamente sus voces
para denunciar el fenómeno dañino de la corrupción mundial.
Es conocido, por ejemplo, el circulo de personalidades de los
hemisferios norte y sur creado en 1993 bajo el nombre Trans-
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parencia Internacional (TI), una organización no guberna-
mental con sede en Berlín y con cerca de 80 secciones nacio-
nales que en la actualidad tiene independencia política y fi-
nanciera y actúa globalmente.

A continuación se describen las reglas más importantes dic-
tadas por el gobierno alemán, cuyo cumplimiento puede con-
ducir (y no sólo en el caso de la adjudicación de contratos pú-
blicos) esencialmente a evitar la corrupción.

Desde junio de 1998 existe un Reglamento del Gobierno Fe-
deral para la Prevención de la Corrupción cuyo contenido es el
siguiente:

1. Ámbito de aplicación
Las actuaciones de todas las entidades de la Federación para
la prevención de la corrupción están orientadas por este re-
glamento (entidades federales superiores, entidades de la ad-
ministración federal directa e indirecta, juzgados de la Fede-
ración, patrimonios especiales de la Federación y asignatarios
fomentados institucionalmente en su mayoría por la Federa-
ción).

2. Identificación de áreas especialmente expuestas a
la corrupción, análisis de riesgo, procedimientos de trabajo
En todas las entidades han de identificarse las áreas expues-
tas y las especialmente expuestas a la corrupción. Para las
áreas especialmente expuestas hay que considerar la ejecu-
ción de análisis de riesgo. Los procedimientos de trabajo han
de cambiarse según los resultados de este análisis.

3. El principio de "varios -ojos" y la transparencia
En áreas especialmente expuestas a la corrupción hay que
asegurar el principio de "varios-ojos" por medio de la partici-
pación de varios empleados o varias unidades de trabajo en el
control múltiple. En el caso de que el cumplimiento de esta re-
gulación legal presente insuperables obstáculos prácticos, el
control múltiple puede ser limitado a un procedimiento por
muestreo y, como compensación, han de adoptarse otras me-
didas de prevención (por ejemplo, una intensiva supervisión
oficial y profesional)). Además, es necesario procurar la trans-
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parencia en la búsqueda de decisiones (por ejemplo, median-
te la definición unívoca de las incumbencias, a través del sis-
tema de informaciones y el control de los expedientes apoya-
do por la informática, y, finalmente, acudiendo a documenta-
ciones precisas y completas en lo que se refiere a protocolos,
notas de acta, informes, organización debida de expedientes).

4. Rotación de personal
Tanto en las áreas especialmente expuestas a la corrupción
como en las instancias de control conviene intentar la rota-
ción del personal como medida de prevención de la corrup-
ción. En principio han de establecerse períodos de empleo.

En caso de una prolongación debida a razones forzosas, és-
tas han de documentarse en el expediente y deben formarse
otras medidas de prevención compensatorias.

5. Encargados de la prevención de la corrupción
De acuerdo a la tarea y el tamaño de las entidades oficiales
hay que nombrar encargados de la prevención de la corrup-
ción. Un encargado puede también tener la responsabilidad
de varias entidades oficiales, con incumbencia para las si-
guientes tareas:

• personas de contacto para empleados, ciudadanos y la Di-
rección de la entidad, también sin atenerse a la jerarquía
institucional;

• asesorar a la Dirección de la entidad y asesoramiento e ins-
trucción de los empleados (por ejemplo, por medio de la or-
ganización de seminarios de información);

• atención a indicios de corrupción;
• formulación de sugerencias a la Dirección de la entidad

con respecto a investigaciones internas, medidas contra
camuflaje y para la información de la Fiscalía en el caso de
una sospecha de corrupción justificada por los hechos;

• asesoramiento del Departamento de Relaciones Públicas
con respecto a la publicación de sanciones según el dere-
cho disciplinario y penal, respetando el derecho a la pro-
tección de datos personales del afectado (aspecto de pre-
vención);

• en caso de que el Encargado llegue a conocer hechos que
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puedan justificar la sospecha de que un determinado fun-
cionario haya violado el derecho disciplinario (Art. 26,
Par.1, Inc.1, BDO), debe informar a la Dirección de la enti-
dad que ha de disponer todas las investigaciones necesa-
rias para aclarar los hechos. Al Encargado mismo no se le
deben delegar poderes disciplinarios según el Art.15, Par.
1, BDO.

• el Encargado no puede actuar en procedimientos discipli-
narios por corrupción ni como jefe de la investigación pre-
via, ni de la definitiva.

La entidad oficial debe informar a tiempo y completamente
al Encargado para que éste pueda cumplir con su tarea, es-
pecialmente en casos de sospecha de corrupción. El Encar-
gado tiene que guardar secreto sobre todos los datos perso-
nales de los empleados que han llegado a su conocimiento,
aun después del fin de su tiempo de servicio. Esto no vale al
respecto de la Dirección de la entidad y de la Administración
de personal en los casos de sospecha de corrupción basados
en hechos.

6. Revisión interna
Si los resultados de los análisis de riesgo o determinadas si-
tuaciones especiales lo requieren, la Dirección de la entidad
debe crear una Unidad Organizacional para la revisión inter-
na en forma temporal o indefinida. Sus empleados han de ser
formados y entrenados para el cumplimiento de su tarea. La
revisión interna evalúa y controla a base de muestreos las
operaciones en curso o ya terminadas y revisa las decisiones
tomadas. En caso de deficiencias en la prevención de la co-
rrupción, recomienda cambios adecuados a la Sección de Or-
ganización y a la Unidad Organizacional en cuestión. Informa,
además, a la Dirección de la entidad y al Encargado de la pre-
vención de corrupción sobre todas las sospechas.

7. Selección de personal
En la selección de personal destinado a unidades de trabajo
especialmente expuestas a corrupción hay que aplicar un es-
pecial cuidado.
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8. Sensibilización e instrucción de los empleados
A los empleados se les debe llamar la atención sobre los peli-
gros de la corrupción y sobre las consecuencias de un com-
portamiento corrupto, en el momento del juramento o de la
firma del contrato de empleo. Además, hay que entregarles un
código con reglas de comportamiento generalmente válidas
que les dé la seguridad de poder reaccionar en forma adecua-
da frente a sucesos en los que haya sospecha de corrupción.

9. Formación y capacitación
En los eventos organizados por las unidades de formación y
de capacitación hay que controlar si las informaciones dadas
a los participantes tienen en cuenta en forma adecuada los
modos en que se presenta la corrupción, las situaciones espe-
cialmente peligrosas, las medidas de prevención y las conse-
cuencias de la corrupción de acuerdo al derecho penal, disci-
plinario y laboral.

10. Supervisión oficial y profesional consecuentes
Los superiores han de ejercer sus poderes de supervisión ofi-
cial y profesional en forma consecuente y estar alertas a cual-
quier señal de corrupción. Tienen que sensibilizar a sus cola-
boradores regularmente con respecto a los peligros que es-
conde la corrupción.

11. Unidades de investigación de dedicación exclusiva
Con el fin de agilizar procedimientos disciplinarios, las enti-
dades oficiales superiores pueden crear, para una o varias
entidades oficiales, unidades de investigación de dedicación
exclusiva.

12. Información y actuaciones en el caso de sospecha
de corrupción

En caso de una sospecha basada en hechos de un acto de co-
rrupción punible (especialmente según los Arts. 331 a 338 del
Derecho Penal) la Dirección de la entidad oficial tiene que in-
formar sin dilación tanto a la Fiscalía como a la entidad ofi-
cial superior. Además, debe iniciar investigaciones internas y
tomar medidas preventivas contra un posible encubrimiento.
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13. Principio de la separación de planificación, contratación
y rendición de cuentas

En la contratación de obras de construcción, el suministro de
bienes o servicios en el sentido de los reglamentos VOB, VOL
y VOF, debe ser encargado a unidades de organización dife-
rentes: por un lado, la preparación, planificación y descrip-
ción de las necesidades y, por el otro, la ejecución del proce-
dimiento de la contratación. En el caso de proyectos de obras
públicas se debe delegar, además, el control de la facturación
a una tercera unidad de trabajo.

14. Principio de la licitación pública
Las reglas del derecho de contrataciones contenidas en VOL,
VOB y VOF tienen que ser cumplidas estrictamente también
como medidas para la prevención de la corrupción. Las enti-
dades oficiales tienen que cuidarse de que las razones que
justifican una desviación de la prelación de una licitación pú-
blica o del procedimiento abierto sean documentadas en el ex-
pediente en cada caso individual (Art.3, 3a, 30 VOB/A o VO-
L/A y Art.18 VOF). En el caso de contratos públicos con un
valor superior al monto especificado en el Art. 3, Par.4, Inc.P
de VOL/A , estas razones tienen que ser controladas además
por un superior o por una unidad organizativa que no esté in-
volucrada en ese caso específico de contratación.

La adjudicación de contratos públicos debe ser controlada
dentro del marco de la supervisión oficial y profesional al res-
pecto de factores indebidos de influencia.

Una licitación verdaderamente "pública" no debe ser sim-
plemente una regla para todas las decisiones sobre contrata-
ciones de un valor relativamente bajo, debe constituir una
realidad práctica. Las excepciones serán permitidas sólo en
casos de verdadera emergencia y deben estar justificadas y
documentadas por escrito, de modo que sean controlables.
Toda limitación del grupo de ofertantes, por ejemplo, en bien
de "la protección de la economía nacional", trae consigo no so-
lamente costos mayores sino con frecuencia la reducción de
la competitividad de la empresa protegida y así constituye un
perjuicio verdadero para la economía nacional.

Los sistemas de contratación apoyados por la informática
ofrecen posibilidades muy efectivas para el control. Si se con-
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trolan en lapsos regulares las listas de ofertantes y las de los
receptores de la buena propuesta, se caerá en la cuenta rápi-
damente de que siempre las mismas firmas aparecen como
ofertantes y que una gran parte de los contratos favorecen re-
gularmente a un grupo pequeño de firmas. Se puede, por lo
tanto, investigar por qué, por ejemplo, en Munich o en Augs-
burgo prácticamente no participan en las licitaciones empre-
sas de Francfort o Colonia o incluso de países extranjeros, y
se puede preguntar si no hay gato encerrado en el hecho de
que un número muy reducido de empresas haga siempre las
mejores ofertas.

15. Exclusión de empresas del concurso
Las entidades oficiales controlan si hay una infracción grave
de un ofertante o solicitante, que pone en cuestión su fiabili-
dad y que pudiera llevar a su exclusión del concurso (Art.8
VOB/A, Art.7 VOL/A, Art.1 1 VOF). Una tal infracción existe si
ofertantes o solicitantes ofrecen comprobadamente o dan al
empleado de una entidad oficial que está encargado de la pre-
paración o ejecución de un proceso de contratación, una ven-
taja para él o para un tercero. Las entidades oficiales emplean
en su control la "Decisión del Gobierno Federal sobre la apli-
cación uniforme de las reglas para la exclusión de empresas
no fiables de contratos de la Federación y sobre la creación de
un registro de empresas que han mostrado no ser fiables".

16. Cláusula anticorrupción
En casos en que sea oportuno, se incluyen cláusulas de anti-
corrupción en los contratos de construcción, servicios y de-
más prestaciones contra remuneración. En el caso de un
comportamiento que justificara la exclusión del contratista
del concurso según los artículos arriba mencionados (7 Vol/A,
8 VOB/A, 11 VOF) y que trajera consigo grandes desventajas
para el contratante, estas cláusulas prevén, según Art.11
VOB/B o VOL/B, el pago de una multa de un monto adecua-
do a la pena convencional por parte del contratista.

17. Obligaciones a los contratistas según la Ley de Obligaciones
En el caso de que empresas privadas (por ejemplo, empresa-
rios generales, oficinas de arquitectura o de ingeniería) cola-
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boren en la ejecución de obras del sector público, correspon-
de obligar a cada empleado individual en estas empresas
-cuando sea necesario- al cumplimiento exacto de sus obliga-
ciones resultantes del contrato, según Art. 1, Par. 1 de la Ley
de Obligaciones. Hay que entregarles con acuso de recibo una
copia de las directivas sobre la prohibición de la aceptación de
gratificaciones o regalos.

18. Donaciones para eventos e instituciones comunitarios/as
(sponsoring)

Para la aceptación de donaciones de terceros para eventos co-
munitarios e instituciones comunitarias de los empleados se
requiere la aprobación previa de la entidad oficial superior. Lo
mismo vale para cualquier tipo de fomento material volunta-
rio (sponsoring) en bien de actividades, eventos o institucio-
nes de la entidad oficial.

19. Medidas especiales
En cuanto la situación especial de una entidad oficial requie-
re reglamentos adicionales para la prevención de la corrup-
ción, la entidad informa a la entidad superior competente so-
bre las medidas tomadas usando el trámite normal.

20. Entidades privadas que reciben subsidios
En los casos en que entidades oficiales de la Federación den
subsidios de fomento institucional a organizaciones fuera de
la Administración federal, ellas comprometen a las organiza-
ciones receptoras a aplicar el reglamento obligándolas a pro-
ceder de acuerdo a VOL/A y VOP/A.

Hasta aquí lo que se refiere a los reglamentos del Gobierno
Federal. Como ya se ha acentuado, para una lucha exitosa
contra la corrupción no basta sólo con la actuación de las en-
tidades estatales. Igualmente importante es un cambio de con-
ciencia en los socios del sector público, o sea, en la economía
privada. También esto se reconoce en medida creciente en las
asociaciones del sector privado.
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Como ejemplo citamos a continuación las recomendacio-
nes de la Asociación Federal de la Industria Alemana del año
2002 que postuló 9 principios para el actuar empresarial:

1. Cumplimiento estricto de leyes y otros reglamentos en el
país y en el exterior

En decisiones y actuaciones comerciales se deben tomar en
cuenta las leyes vigentes y los demás reglamentos normativos
tanto del país como del exterior. La directiva de la empresa
tiene que procurar que los empleados conozcan y cumplan las
leyes y los reglamentos relevantes. Esto vale tanto para las re-
laciones de la empresa con el sector público (business-to-go-
vernment) como para todo tipo de negocios entre las empre-
sas (business-to-business). Formación y capacitación dentro
de la empresa pero también instrucciones que entran en el ex-
pediente personal, son medidas recomendables. Hay que ha-
cer claro que las infracciones intencionales, aparte de conse-
cuencias de derecho penal, también tienen efectos disciplina-
rios y/o consecuencias de derecho laboral que pueden llevar
hasta un despido inmediato.

2. Función de servir de ejemplo de los directivos de la empresa
Las actuaciones decididas contra la corrupción empiezan en
los directivos de la empresa. Los empleados de la empresa y
el público esperan con toda razón del directorio y de la geren-
cia un actuar ejemplar. Su ejemplo hace escuela. Esto vale
tanto para el cumplimiento de las leyes y del código de com-
portamiento como también para el compromiso personal en
bien de la lucha contra la corrupción. Quien tolera o hasta
acepta que las leyes y demás reglamentos estatales o pres-
cripciones internas no se cumplan o que se burlen, influye
negativamente sobre la actitud de los empleados frente a la fi-
delidad a la ley. Los empleados de una empresa van a com-
prender y hasta apoyar los controles internos más fácilmente
si también las directivas y las planas mayores de la gerencia
están involucradas en ellos y los apoyan.

3. Tratamiento a proveedores y compradores
Los proveedores han de ser seleccionados exclusivamente so-
bre la base de la competencia (de precio, calidad e idoneidad).
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Ellos tienen derecho a un tratamiento imparcial y a un com-
portamiento correcto. El intento de un proveedor de influen-
ciar en sus decisiones a un empleado del cliente por medio de
gratificaciones que sobrepasan el marco normal de la hospi-
talidad o de la gentileza debe ser sancionado severamente y,
dependiendo del caso individual, se puede considerar hasta la
exclusión de la contratación. Sin tener en cuenta posibles
consecuencias de derecho penal, hay que someter a la res-
ponsabilidad disciplinaria y laboral a aquellos empleados de
la institución que se han dejado influenciar por proveedores
de manera ilícita. Lo mismo vale para empleados de la insti-
tución que intentan influenciar a compradores por medio de
un comportamiento corrupto.

4. Regalos y demás gratificaciones
En cuanto a aceptar y dar regalos y demás gratificaciones hay
que proceder muy estrictamente. Los empleados y sus pa-
rientes cercanos no deben aceptar gratificaciones monetarias
de personas o empresas con las cuales se mantienen relacio-
nes comerciales. Pequeñas gratificaciones y gentilezas tienen
que mantenerse dentro del marco de lo usual. Esto vale espe-
cialmente también para regalos y servicios publicitarios. Su
valor ha de ser tan moderado que su aceptación no debe ser
mantenida en secreto por el receptor de modo que no le cau-
se una dependencia obligante. Ellos han de ser elegidos se-
gún el principio de que no deben causar la impresión de ma-
la fe o incorrección ni respecto del donador ni del receptor. En
caso de duda hay que apelar a la decisión del superior inme-
diato. Las invitaciones de proveedores que no están en rela-
ción con visitas comerciales requieren aprobación interna. Lo
mismo vale para las invitaciones de los clientes a los emplea-
dos. Los regalos publicitarios a representantes de entidades
oficiales no deben ir más allá, según el reglamento del servi-
cio público, de agendas de bolsillo, bolígrafos o sencillos ca-
lendarios de pared.

5. Separación entre gastos oficiales y privados
Deben separarse estrictamente los intereses privados de los
oficiales. Para gastos en los que motivos oficiales y privados se
mezclan de tal manera que una separación es dificil, los cos-
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tos, en especial los de regalos y de invitaciones a comer, de-
ben ser cubiertos privadamente. Mientras más alta es la posi-
ción del empleado en la empresa más debe esperarse un tal
proceder.

6. Contratación de partners comerciales para fines privados
Para evitar una colisión de intereses entre la empresa y el
área privada, los empleados de un empresa deben desistir del
encargo de un partner comercial para fines privados.

7. Conflictos de intereses causados por una actividad
profesional secundaria o por participación en el capital

Hay que asegurar por medio de contratos que las actividades
profesionales secundarias de empleados y que las participa-
ciones de empleados en el capital de la empresa no sean apro-
vechadas en detrimento de ésta. Informaciones internas con-
fidenciales tienen que ser protegidas. Un sistema preestable-
cido de notificación interna para los empleados debe garanti-
zar la respectiva transparencia para los directivos.

8. Empleo de agentes
En el caso de pagos a agentes (consultores, corredores, espon-
sores, representantes) hay que tener cuidado de que éstos no
utilicen los pagos para fines de soborno. Esto se puede lograr
más fácilmente si los pagos corresponden sólo a una remune-
ración de servicios legítimos.

9. Donaciones a partidos y a políticos
También en el caso de donaciones a partidos políticos y a aso-
ciaciones, así como a políticos, hay que cumplir estrictamen-
te con la ley vigente. Hay que satisfacer exhaustivamente to-
dos los requerimientos de publicación. Hay que informar a las
directivas de la empresa sobre cada una de tales donaciones.

Después de haber expuesto tanto las principales reglamen-
taciones del Estado como del sector privado, se darán a con-
tinuación algunos consejos prácticos que resultan de una in-
vestigación de causas efectuada en los últimos años.

Las decisiones sobre adjudicaciones se deben tomar con la
máxima transparencia posible. Las propuestas de los ofertan-



94 Asociación Internacional de Presupuesto Público - ASIP

tes, la evaluación de estas ofertas por un gremio de revisión y
las razones para la adjudicación al ganador (así como las ra-
zones para el rechazo de los otros ofertantes) tendrían que ser
de conocimiento público. Varios países y municipios en todo
el mundo han seguido este camino y han hecho experiencias
excelentes en este sentido. El internet ofrece en ese contexto
posibilidades inesperadas.

Se debe pedir a los ofertantes firmar cláusulas de integri-
dad mediante las cuales ellos se comprometen a no sobornar
y a no hacer pactos con competidores. Los contratos deberían
prever pagos de indemnizaciones globales para el caso de que
un ofertante no haya cumplido con sus obligaciones estipula-
das en la cláusula de integridad. El pago de la indemnización
global podría formularse más o menos así: "5% de la suma del
contrato excepto que el contratador pueda comprobar que ha
sufrido daños mayores o que el contratista (ofertante) pueda
comprobar que el daño es inferior".

Considerando el hecho de que los aumentos en el costo su-
ceden normalmente en muchos pasos pequeños que con fre-
cuencia han podido ser aprobados a un nivel relativamente
bajo de la jerarquía de la entidad oficial, habrá que prever que
al llegar a un umbral, por ejemplo, de 115% del valor original
del contrato, cada aumento adicional del costo debe ser apro-
bado por la entidad oficial superior que ha tenido la incum-
bencia para la autorización original del proyecto.

Mucho ayudaría también la creación de registros centrales
a nivel nacional y, de ser posible, también a nivel internacio-
nal, en los cuales entran todas aquellas empresas a las cua-
les se les ha podido comprobar actuaciones corruptas en re-
lación con fondos públicos. Estas firmas tendrían que ser ex-
cluidas de todas las adjudicaciones de contratos públicos por
un determinado lapso de tiempo de acuerdo a la gravedad de
sus actos. También debería reglamentarse bajo cuáles cir-
cunstancias una empresa puede ser eliminada antes del tiem-
po de este registro, por ejemplo, después del pago de las in-
demnizaciones por daños y perjuicios y después de haber po-
dido comprobar que ahora ha tomado medidas adecuadas in-
ternas para poder evitar una repetición de los hechos. El Re-
glamento Federal para la prevención de la corrupción del ve-
rano de 1998 se basa en la idea de que un tal registro central
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exista, pero, desgraciadamente, esta idea excelente aún no se
ha podido realizar en Alemania.

Los contratantes deberían averiguar cada conflicto poten-
cial de intereses entre asesores y ofertantes posteriores y
prohibir cualquier relación cercana entre ellos. Importante
también es una buena revisión interna, frecuentes controles
in situ (también sin prenotificación) y una revisión externa
eficiente.

Los contratantes deberían aplicar sanciones rigurosas en
el caso de la infracción de los reglamentos anti-corrupción. En
el caso de infracciones causadas por empleados propios se de-
ben imponer, de acuerdo a la gravedad de la infracción, ade-
cuadas sanciones disciplinarias, laborales y penales. Los ofer-
tantes que infringen el reglamento deberían estar sujetos a las
siguientes sanciones: pérdida de la garantía de ser tenido en
cuenta como ofertante o ejecutante, pérdida del contrato mis-
mo, obligación de pagar indemnizaciones por daños y perjui-
cios al contratante y exclusión de futuros procedimientos de
licitación por un tiempo determinado y, dado el caso, entrada
en el registro central.

Más allá de la cláusula de integridad mencionada, en con-
tratos mayores los contratantes deberían tener en cuenta la
aplicación de conceptos de un pacto de integridad. Este pac-
to se concerta cada vez para un contrato entre el contratante
y todos los ofertantes y contiene obligaciones recíprocas de no
pedir ni aceptar sobornos y no ofrecer sobornos o pagarlos.
Significa para el contratante sancionar infracciones causadas
por sus colaboradores y para el ofertante hacer transparente
todos los pagos a agentes, mediadores, etc., y someterse a de-
terminadas sanciones (véase el capítulo anterior). Ese concep-
to ha funcionado bien en muchas situaciones.

El intento de eliminar o al menos limitar la corrupción en
la utilización de fondos públicos vale cualquier esfuerzo. La
experiencia muestra que estos esfuerzos tienen éxito si se
aplican en forma sistemática y transparente. También hay
que considerar que muchas empresas que antes recurrían a
medidas corruptas casi en forma rutinaria cuando se trataba
de cerrar un negocio, hoy se han vuelto conscientes del alto
costo y del riesgo cada vez más grande que corren. Estas em-
presas están hoy dispuestas a confiar de nuevo en una com-
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petencia verdadera en base a la calidad y al precio de su pro-
ducto. Las Administraciones deben y pueden ayudarles en
eso. La lucha contra la corrupción es, en fin de cuentas, un
tema para toda la sociedad. Por medio de buenos ejemplos, de
educación y de trabajo de convencimiento en combinación
con un control adecuado, se puede crear un clima que evite la
indiferencia frente a los valores éticos y con esto poner térmi-
no a una de las causas esenciales del desarrollo descrito. Hay
que fortalecer la convicción general de que la manipulación de
la competencia por cualquier forma de corrupción -también
por aquéllas no sujetas al derecho penal- debe ser boicoteada
por la sociedad.



Evaluación de la sustentabilidad fiscal
bajo incertidumbre*

Theodore M. Barnhill, Jr. y George Kopits**

I. Introducción

En la última década, un creciente número de crisis de cuenta
de capital puso de relieve el daño potencial infligido por un
sector público vulnerable. Mientras que la naturaleza y el al-
cance del aporte fiscal a estas crisis han sido temas de inves-
tigación y debate,' está ampliamente reconocido que en una
economía abierta, una posición fiscal vulnerable se ve a menu-
do reflejada en una posición externa vulnerable. Por lo tanto,
los responsables de la política, los observadores académicos,
las instituciones financieras y los organismos de clasificación
del crédito se han interesado cada vez más por medir la vulne-
rabilidad del sector público, en particular en las economías de
los mercados emergentes que están expuestas a un alto grado

* Este documento de trabajo fue publicado originalmente por el Departamen-
to de Asuntos Fiscales del Fondo Monetario Internacional y ha sido incluido
en la comente edición de la Revista Internacional de Presupuesto Público con
permiso concedido por la institución, sin comprometer los puntos de vista de
la misma.
** Theodore M. Barnhill es profesor de Finanzas en la George Washington Uni-
versity y George Kopits es director adjunto del Departamento de Asuntos Fis-
cales del FMI.
I Sobre el aporte fiscal a las crisis de moneda en los mercados emergentes,
véase, por ejemplo, Kopits (2000).
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de movilidad de capital. Recientemente, en algunos de estos
países, la preocupación de los responsables de la política se ha
traducido en una obligación legislativa formal para que el go-
bierno prepare evaluaciones periódicas de riesgo fiscal. 2 Este
documento representa un esfuerzo por desarrollar y aplicar un
método completo y objetivo para estimar el riesgo fiscal, en res-
puesta al amplio interés por prevenir la crisis.

En general, las evaluaciones de riesgo fiscal están asenta-
das en la sustentabilidad fiscal conducida sobre la base de cál-
culos de escenarios de mediano a largo plazo de deuda públi-
ca -bajo supuestos plausibles acerca de las tendencias ma-
croeconómicas, complementadas con perspectivas demográfi-
cas y otras ambientales. Los cálculos de escenario pueden ser
resumidos aún más en términos de valor presente. Como una
primera aproximación, la sustentabilidad fiscal es determina-
da a partir de la relación entre el saldo de presupuesto prima-
rio y los parámetros clave (tasas de crecimiento y de interés)
que afectan las obligaciones del servicio de la deuda pública.
El enfoque sobre los cálculos de valor actual o sobre indicado-
res resumidos de las sustentabilidad fiscal tiene una clara li-
mitación al ignorar el riesgo desacelerador de los resultados
adversos. El usuario queda con la tarea de determinar el mar-
gen de error (tanto en intensidad como en dirección) alrededor
de tales escenarios o indicadores. No sorprende, entonces, que
los analistas de mercado tiendan a adoptar un criterio bastan-
te precavido al asumir un conjunto de valores más conserva-
dor; por el contrario, los funcionarios del gobierno tienen un
interés personal en retratar una imagen más optimista de la
posición fiscal basado en supuestos más favorables.

Los intentos por brindar un criterio más amplio de la vul-
nerabilidad fiscal han estado limitados a modos bastante ad

2 En Brasil, bajo la Ley de Responsabilidad Fiscal de 2000, las autoridades
están obligadas a preparar, como parte de pautas presupuestarias anuales,
una evaluación de los riesgos fiscales, incluyendo: estimaciones del impacto
cuantitativo (junto con su probabilidad) resultante de decisiones del gobier-
no y otras condiciones; estimaciones de garantías del gobierno y otras obliga-
ciones contingentes; y una evaluación actuarial, financiera y económica de
los planes públicos de jubilaciones, desempleo y otros seguros de trabajo, y
diversos fondos para imprevistos.



hoc de identificar fuentes importantes de riesgo, incluyendo la
forma de pasivos no registrados. Se ha recopilado un inventa-
rio de las cuentas, compromisos y pasivos eventuales fuera del
presupuesto, en algunos casos sujeto a estilizadas pruebas de
esfuerzo o supuestos sobre probables resultados, para un di-
verso grupo de países. 3 Si bien son informativas, la mayoría de
estas estimaciones no son ni suficientemente amplias ni cuan-
titativamente objetivas para servir como marco analítico para
evaluar la sustentabilidad bajo la incertidumbre.

Es intención de este documento ir más allá del enfoque
convencional, basado en cálculos de escenario (o incluso
aquellos acrecentados con estimaciones de pasivos no regis-
trados) u otros indicadores resumidos, para evaluar la sus-
tentabilidad fiscal, y en particular, hacia un modo más explí-
cito y realista de contabilizar los riesgos enfrentados por el
sector público. Con este objetivo, se propone adoptar una me-
todología formal, basada en técnicas cuantitativas -aplicada
casi en forma rutinaria a las instituciones financieras4- para
determinar el riesgo fiscal. Específicamente, se desarrolla un
enfoque de Valor-en-Riesgo (VaR) con miras a aplicarlo al sec-
tor público en los mercados emergentes. 5 En esencia, este en-
foque simula una distribución de posibles condiciones finan-
cieras futuras para el gobierno y evalúa la probabilidad de un
fracaso financiero, que podría acarrear la pérdida del acceso
al financiamiento. En último término, la aplicación de dicho
enfoque podría ser útil para determinar el ajuste fiscal que es
necesario para compensar el riesgo y así asegurar la susten-
tabilidad fiscal a un nivel de confianza establecido.

El enfoque VaR debería ser muy útil para evaluar la sus-
tentatiblidad fiscal en las economías de los mercados emer-
gentes, y, en particular, en aquellos dotados con recursos no

3 Véase la "matriz del riesgo fiscal", junto con "matriz de cobertura fiscal",
presentada para varios paises, en Polackova y Schick (2002).
4 Para un tratamiento amplio del enfoque VaR, véase Jorion (2001). Se pue-
de encontrar un ejemplo de la aplicación reciente al sector financiero en Su-
dáfrica en Barnhill, Papapanagiotou y Schumacher (2002).
5 Dornbusch (1998) fue el primero en sugerir un análisis VaR de los países
prestatarios, como parte integrante del control y prevención de crisis del FMI
después de la crisis asiática.
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renovables. Una de las razones es que estas economías tien-
den a ser altamente vulnerables a los movimientos de capital
en gran escala y tienen una mayor necesidad de comprender
y contener las fuentes del riesgo fiscal. Otra de las razones es
que, en muchos de estos países, la política ha estado confor-
mada por la creencia equivocada -principalmente durante pe-
ríodos de altos precios en los commodities mundiales- de que
un flujo de ingresos virtualmente ilimitado proveniente de los
recursos naturales puede respaldar un alto nivel de gasto pú-
blico sin un adecuado esfuerzo impositivo de falta de recursos
internos. Si bien estas economías podrían ser consideradas
como un caso limitante, subrayan la importancia de formular
un método cuantitativo transparente y amplio para evaluar el
riesgo fiscal, como paso importante para prevenir las crisis de
cuenta de capital.

El documento está organizado del siguiente modo. La Sec-
ción II revisa aspectos prácticos y conceptuales clave del en-
foque convencional para determinar la sustentabilidad fiscal,
y debate sus límites. La Sección III explora la posible exten-
sión de la metodología VaR hacia las finanzas públicas y for-
mula un marco analítico para tal fin. En la Sección IV, el en-
foque es aplicado al sector público de Ecuador, en vista de la
exposición de este país a una serie de factores de riesgo y la
disponibilidad de información en el balance del gobierno. La
Sección V presenta un debate de las implicancias políticas
tentativas. El documento concluye con una evaluación de las
aplicaciones del VaR al sector público, junto con sugerencias
de investigaciones futuras.

II. Enfoque convencional

Tradicionalmente, la inestabilidad fiscal, o más ampliamente,
las necesidades de préstamo del sector público incurridas a lo
largo de los años, han sido consideradas como un indicador
principal del aporte fiscal a los desequilibrios macroeconómi-
cos, reflejado en la cuenta corriente externa. En forma simi-
lar, las primeras investigaciones sobre crisis de cuenta de ca-
pital apuntaron hacia el flujo de los déficits de presupuesto
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monetizados como la raíz de tales crisis. 6 Sin embargo, con
una mayor apertura en la cuenta de capital, el enfoque cam-
bió y comenzó a considerar la posición fiscal a lo largo de un
horizonte de tiempo extendido, es decir, la existencia de deu-
da pública. Sin duda, se reconoció que la capacidad del go-
bierno para hacer frente a la restricción presupuestaria inter-
temporal puede influir en los sentimientos del inversor, de
modo que las dificultades para observar la restricción pueden
llevar a un ataque especulativo en la forma de salidas de ca-
pital en gran escala, y eventualmente, pérdida de acceso a los
mercados financieros. 7

Por lo tanto, la vulnerabilidad fiscal es vista cada vez más
como sinónimo de sustentabilidad fiscal, que generalmente es
evaluada en términos de deuda pública pendiente (más que
simplemente el estado de resultados del gobierno o el resulta-
do del presupuesto), posiblemente tomando en cuenta su ven-
cimiento y la composición de la moneda. Por supuesto, para
evaluar la sustentabilidad fiscal la deuda pública debe ser
analizada en un amplio contexto macroeconómico, incorpo-
rando la propensión al ahorro privado y las futuras perspec-
tivas de crecimiento y tasas de interés. Más recientemente, la
existencia de deuda pública pendiente ha sido complementa-
da por indicadores menos obvios de riesgo fiscal, tales como
la magnitud y la naturaleza de las operaciones cuasi fiscales,
las garantías del gobierno, los pasivos eventuales y la estruc-
tura de ingresos. 8

La evaluación de la sustentabilidad fiscal le corresponde a
la integración del flujo del saldo del gobierno y la existencia de
endeudamiento neto a lo largo de un horizonte de varios pe-
ríodos. Como punto inicial, el estado de resultados del sector
público consolidado (que abarca autoridades monetarias y fis-
cales) para el período t puede ser indicado simplemente como:

6 Véase el trabajo de Krugman (1979), y más recientemente, por ejemplo,
Sachs, Tornell y Velasco (1996) y Summers (2000).
7 Véase Calvo (1995) y Dooley (1998).
8 Para el papel jugado por los desequilibrios fiscales previstos (muy por enci-
ma de los déficits y deuda registrados) en la crisis asiática, véase Burnside,
Eichenbaum y Rebelo (1999) y Corsetti, Pesenti y Roubini (1999).
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en donde Yes el saldo total y Z es el saldo primario (sin inte-
reses). Los ingresos son la suma de: impuestos cobrados me-
nos transferencias del gobierno (T), determinado por el nivel
de actividad económica, la estructura de impuestos y la efi-
ciencia administrativa; el ingreso neto por ventas de recursos
(N), como función del nivel de producción, costo de produc-
ción y precio de recursos; y el ingreso proveniente del mone-
daje (S). El gasto está compuesto por dos desembolsos prima-
rios (G), e incluye los pagos obligatorios y discrecionales sobre
sueldos, bienes y servicios, 9 y los pagos de interés, dados por
el producto de la tasa de interés promedio (r) y la existencia
neta de deuda pública pendiente (B). A su vez, la deuda neta
comprende pasivos nacionales, menos activos y pasivos ex-
tranjeros, menos activos. Asimismo, el sector público puede
tener una existencia de pasivos contingentes no financiados
(C) que surge en relación con los programas de seguridad so-
cial, planes de seguro de depósito, seguro para desastres na-
turales, u otras garantías del gobierno explícitas o implícitas.
La realización de C (es decir, la conversión a B) es afectada por
el nivel de actividad económica, las tendencias demográficas,
la eficacia de la supervisión del banco, la suficiencia de la ca-
pitalización bancaria, y la frecuencia y severidad de los desas-
tres naturales.

El patrimonio neto del sector público a t = O deriva del ba-
lance completo expresado en términos de valor presente de
cada componente: 10

9 Los gastos obligatorios están predeterminados por programas de gobierno
de varios años o por la asignación de ingresos. Los gastos discrecionales son
aquellos que el gobierno tiene completa flexibilidad para determinar de año
en año.
10 En el contexto de (3), Z refleja el sistema impositivo y los desembolsos pri-
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en donde Z' es definido como el saldo primario generado por
el sistema fiscal existente, compuesto por la estructura impo-
sitiva y los programas de gasto obligatorios vigentes en t = O,
es decir, excluyendo el efecto de una medida discrecional o
ajuste no previsto en un periodo futuro. Asimismo, el flujo de
pasivo neto contingente no financiado (AC) está sujeto a la
probabilidad de realizar la contingencia, expresada por el pa-
rámetro O < y < 1, en el tiempo t11 . La existencia de deuda
pendiente es reemplazada por el programa de amortización
neta futura descontada (SB).

Asimismo, (2) se puede resumir en una forma funcional ge-
neral romo

Indicando que el patrimonio neto del sector público depende-
rá del nivel presente y futuro de la producción (q) las tasas de
interés en el país y en el exterior (rH, rF,), el tipo de cambio U),
el precio mundial de los commodities (PN), y el nivel de precios
internos (p).

En el caso de W > O, el sector público es considerado sol-
vente y la restricción de presupuesto intertemporal está ple-
namente satisfecha. En un entorno sin riesgos caracterizado
por la certidumbre de expectativas, la situación financiera del
gobierno es sustentable si el valor presente de los excedentes
fiscales futuros esperados es mayor o igual a la deuda pen-
diente corriente. Sin embargo, un defecto importante de este
estado es que se remite a resultados esperados, sin tener en
cuenta el factor riesgo, incluyendo la posibilidad de que el go-
bierno pueda perder acceso al financiamiento si la percepción
por parte de los prestamistas de que W se convierta en nega-
tivo alcanza un nivel inaceptable.

manos bajo programas obligatorios. De este modo, W excluye todos los gas-
tos discrecionales, los gravámenes ocasionales y el ingreso por monedaje, u
otros flujos que pueden ser considerados como compensatorios o inducidos
para satisfacer la restricción presupuestaria intertemporal.
11 En realidad, y resume la distribución de la probabilidad del acaecimiento
de la contingencia en cualquier período de tiempo dado.
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Alternativamente, la restricción de presupuesto intertem-
poral puede derivar de vincular el cambio en la posición de
deuda neta y el estado de resultados (por simplicidad, igno-
rando pasivos contingentes e ingresos por monedaje) en el pe-
ríodo L-

Expresado en proporción al PBI, avanzando período por pe-
ríodo, iterando secuencialmente, y suponiendo que el exce-
dente primario crece a la misma tasa que el PBI -todo expre-
sado en términos reales- se obtiene la solvencia si:

Capturar la dinámica de la deuda de este modo permite
una solución del excedente primario permanente necesario
para mantener la relación deuda neta-PBI estable (o sin incre-
mento) a lo largo del tiempo:

que es la condición convencionalmente aceptada para la sus-
tentabilidad fiscal. 12 Nuevamente, este enfoque se concentra
en los resultados esperados y no cuantifica en forma adecua-
da y sistemática la probabilidad de más resultados adversos.

No obstante las ventajas de estimar el patrimonio neto del
sector público en la ecuación (2), 13 la condición (6) se utiliza

12 Véase Buiter (1985). Como alternativa, de acuerdo con Blanchard y otros
(1990), se obtiene una posición sustentable si la relación de deuda converge
a su nivel inicial. La Condición (6) se puede expandir hasta incorporar el efec-
to del tipo de cambio real desglosando deuda y producción en términos de co-
merciables vs. no comerciables; véase Calvo, Izquierdo y Talvi (2002).
13 Véase los argumentos adelantados en Easterly (1999) para usar patrimo-
nio neto para medir la necesidad de un ajuste fiscal.
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normalmente para determinar la sustentabilidad -o, en reali-
dad, la estabilidad del coeficiente de deuda- en razón de los
requisitos de datos mínimos. 14 Este último brinda una apro-
ximación razonable del ajuste fiscal adicional requerido para
las economías avanzadas, en donde las tasas de interés y las
tasas de crecimiento potencial son relativamente estables a lo
largo del tiempo. En consecuencia, ha habido intentos útiles
(incluyendo algunos basados en modelos) para determinar la
sustentabilidad fiscal en las economías europeas, rastreando
totales fiscales importantes (gasto del gobierno, recaudación
impositiva, deuda) a lo largo de un horizonte de mediano a
largo plazo. 15

En comparación, para los países en desarrollo, el alcance y
la naturaleza de los ejercicios de sustentabilidad fiscal han si-
do desparejos. Aparte de los cálculos del escenario a mediano
plazo dirigidos primariamente a determinar el recorrido del en-
deudamiento y de la cuenta corriente externa -conducidos en
el contexto de la supervisión del FMI o los programas de ajus-
te apoyados por el FMI- existen relativamente pocas evaluacio-
nes de sustentabilidad fiscal amplias. La aplicación de (6) pa-
ra evaluar la sustentabilidad fiscal, especialmente en América
Latina, ha sido relativamente común. 16 Las estimaciones del
balance amplio del sector público, según lo indicado en (2), es-
tán disponibles sólo para algunos de estos países. 17

Mientras que este enfoque brinda algunos indicios de la
vulnerabilidad del sector público, el amplio margen de incer-
tidumbre inherente a los cálculos de escenario y a los indica-
dores resumidos perjudica la utilidad de (2) y (6) para evaluar

14 Véase, por ejemplo, los cálculos para los países industriales a lo largo de
diferentes horizontes de tiempo en Blanch ard y otros (1990).
15 Véase los documentos en Banca d'Italia (2000), preparados principalmen-
te con el fin de determinar la compatibilidad de la política fiscal con los valo-
res de referencia bajo la Unión Económica y Monetaria, a la luz de las futu-
ras perspectivas demográficas y macroeconómicas.
16 Se pueden encontrar ejemplos en Tanner y Ramos (2001) para Brasil, y en
Santaella (2001) para México. Se encuentran disponibles cálculos menos am-
plios (limitados principalmente a las finanzas de la seguridad social) para
otros países latinoamericanos en Talvi y Vegh (2000).
17 Véase Echeverry y otros (1999) para Colombia: García, Rodriguez y Villas-
mil (1999) para Venezuela; y Arteta y Samaniego (2001) para Ecuador.
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el riesgo fiscal. Este es un defecto importante en el caso de las
economías de los mercados emergentes que pueden ser parti-
cularmente vulnerables a cambios repentinos en el senti-
miento del mercado en una economía y entorno financiero vo-
látiles. Los intentos por corregir esta deficiencia realizando
pruebas de sensibilidad con respecto a cambios marginales
en variables de riesgo clave (sin considerar las correlaciones),
o a shocks arbitrarios, son de valor limitado.'$ En forma si-
milar, calcular un balance del sector público de riesgo ponde-
rado con ponderaciones predeterminadas sería poco realis-
ta. 19 En cambio, es necesario desarrollar un enfoque que
atraiga la distribución del patrimonio neto potencial del sec-
tor publico valuando las principales categorías de activos y
pasivos en (3), incorporando una cuantificación explícita de
las fuentes de riesgo subyacentes.

18 En la formulación de un marco estandarizado para evaluar la
sustentabilidad externa y fiscal por parte del equipo del Fondo, se reconoce que las "eva-
luaciones de sustentabilidad son probabilisticas, dado que no puede normal-
mente encarar algunos estados del mundo bajo los cuales la deuda de un
país seria sustentable y otros en los que no lo seria. Pero el marco propues-
to no brinda estas probabilidades de forma explícita. En cambio, rastrea las
implicancias de escenarios alternativos y deja en manos del usuario determi-
nar las probabilidades... El marco también propone un conjunto de pruebas
de sensibilidad, pero será necesario trabajar más para establecer una calibra-
ción precisa" (véase Fondo Monetario Internacional, 2002, página 25). El aná-
lisis de sensibilidad sugerido para proyecciones de base del coeficiente de
deuda pública incluye: promedios históricos, como así también uno y dos
shocks de desvío estándar en la tasa de crecimiento, tasa de interés, y balan-
ce primario; una devaluación del 30%, y un incremento del 10% en los ingre-
sos de capital generadores de deuda.
19 En este sentido, la aplicación de las ponderaciones de Basilea a los activos
del sector público seria un ejercicio arbitrario. Para una crítica de los nuevos
requisitos de capital propuestos por Basilea para instituciones bancarias, es-
pecialmente en economías de mercados emergentes, véase Barnhill y Gleason
(2002).
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III. Enfoque de valor de riesgo

Si bien los espejismos de activos y fracasos periódicos han es-
tado dando vueltas durante largo tiempo, la vulnerabilidad a
las crisis resultantes en este mundo interdependiente se ha
incrementado significativamente en años recientes. El mayor
riesgo se manifiesta, por sobre todo, en tipos de cambio, tasas
de interés, tasa de inflación, producción, precios de commo-
dities y precios de activos altamente volátiles. La identifica-
ción de estos riesgos del entorno y la medida de su volatilidad
y correlación (aparejado también con el riesgo del crédito or-
dinario) es relativamente nueva. 20 En este sentido el concep-
to VaR representa una innovación importante para mejorar la
medida y el manejo del riesgo. Hasta ahora, el VaR es amplia-
mente usado en la evaluación del riesgo de cartera y de insti-
tución financiera.

El VaR de una cartera o balance resume "la peor pérdida
posible para un horizonte fijado con un nivel de confianza da-
do"21 . Específicamente, es una estimación numérica de la
pérdida potencial durante un periodo finito (por ejemplo, uno
por ciento de probabilidad, o 99% de nivel de confianza, de
perder diez millones de dólares en una fecha dada). Se usan
diversas técnicas de modelo de simulación y analítico para es-
timar la distribución de los futuros valores de la cartera y pa-
ra calcular el riesgo de baja de la cartera. En la forma más ge-
neral, la base para el cálculo del VaR es la variación del retor-
no sobre la cartera.

en donde w = vector de ponderaciones para los diversos títu-
los de la cartera,

w' = vector transpuesto de ponderaciones en la cartera, y

20 Véase, por ejemplo, Smithson y Smith (1995) y Fridson, Garman y Wu
(1997).
21 Véase la definición en Jorion (2001, página 22).
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= matriz de variación-covariación de retornos R sobre
títulos en la cartera.

La ecuación (7) es la esencia del análisis VaR; constituye la
envoltura para la volatilidad de diversas variables de riesgo, y
la correlación entre las mismas. Para implementar el VaR es
necesario especificar la determinación de cada variable de
riesgo, incluyendo la relación entre estas variables a lo largo
del tiempo. Dependiendo de las especificaciones de las varia-
bles de riesgo, que imponen diversos datos y requisitos de cál-
culo, el VaR se puede calcular de acuerdo con la valuación lo-
cal o los métodos de valuación completos.

El enfoque delta-normal es el método de valuación local
más comúnmente usado. El mismo consiste en calcular la
pérdida máxima potencial en la cartera durante un período de
tiempo predeterminado relativamente corto, bajo el supuesto
bastante conveniente de que todas las variables de riesgo es-
tán distribuidas normalmente. Por lo tanto, podemos calcular
rápidamente todo el valor de la cartera en riesgo:

en donde 	 a = desviación normal estándar (por ejemplo,
1,65 para el nivel de confianza del 95%), y

W = valor inicial de cartera.

Por su propia naturaleza, el enfoque delta-normal es apro-
piado principalmente para carteras de instituciones financie-
ras expuestas a fuentes de riesgo limitadas durante un hori-
zonte de tiempo corto. 22 La aplicación de este método al go-
bierno requeriría: valuación de su cartera de activos y pasi-
vos; descomposición de estos activos y pasivos en un conjun-
to de títulos primitivos (por ejemplo, bonos domésticos y cu-

22 Para una discusión de las aplicaciones alternativas, véase Jorion (2001) y
Hull (2000). Podemos encontrar las matemáticas asociadas con el método
delta-normal para evaluar la vulnerabilidad de un banco central en Blejer y
Schumacher (1998).
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pon cero, títulos patrimoniales, posiciones de entrega inme-
diata -spot positions- en moneda extranjera, commodities,
etc.); y estimación de la variación y covariación de los retor-
nos de estos títulos primitivos constreñidos por la asunción
de la distribución normal.

En cambio, los métodos de valuación completa son más
versátiles y realistas, dado que están abiertos a una variedad
de especificaciones para variables de riesgo. En primer lugar,
estos métodos requieren la simulación de entornos financie-
ros y económicos potenciales futuros, incluyendo todas las
variables fortuitas requeridas usadas para valuar activos y
pasivos, durante el tiempo que sea necesario. 23 Posteriormen-
te, se revalúa la cartera completa en el entorno simulado.
Después de muchas repeticiones de la simulación, se crea y
analiza un valor de distribución de cartera para determinar el
valor en riesgo a un nivel de confianza dado. Tales simulacio-
nes tienen en cuenta distribuciones no normales de variables
de riesgo, pagos tipo opción no lineales, y efectos causados
por el deterioro del tiempo. 24

Por lo tanto, por su naturaleza misma, los métodos de va-
luación completa, ya sea en la forma de simulaciones históri-
cas o de Monte Carlo, son más precisos que los métodos de va-
luación local. Bajo el método histórico, la variación o covaria-
ción de las variables de riesgo se calculan sobre la base de se-
ries de tiempo histórico, mientras que el método de Monte Car-
lo incorpora modelos analíticos que especifican la forma en la
cual las variables cambian a lo largo del tiempo. Por estas ra-
zones, el método de valuación completa de Monte Carlo pare-
ce el más apropiado para calcular el VaR del sector público.

Para el sector público, el enfoque se puede resumir por la
ecuación de patrimonio neto (3), sujeto a VaR, durante un ho-
rizonte de tiempo dado y sujeto a un nivel de confianza, para

23 La simulación del entorno financiero se puede ver en una muestra al azar
de una función de densidad conjunta n-dimensional, en donde n es el núme-
ro de variables fortuitas.
24 Para una extensión de un enfoque de simulación de cartera para evaluar
mercado integrado y riesgo crediticio para estimar los requisitos de capital
bancario y compararlos con los requeridos bajo el nuevo acuerdo de Capital
de Basilea en el caso de América Latina, véase Barnhill y Handorf (2002)_
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estimar el patrimonio neto ajustado por riesgo:

El ingrediente esencial para calcular el VaR es la determina-
ción de la variable y covariable subyacente de las variables de
riesgo claves en Sumatoria: la estructura de plazo de la tasa de inte-
rés; la volatilidad de los precios y cantidades (nivel de precio
interno, tipo de cambio, producción, etc.); el retorno sobre los
activos del gobierno (principalmente empresas estatales); el
precio de recursos no renovables (precio mundial del petró-
leo); y los determinantes del saldo primario residual del go-
bierno. Antes de proseguir con la aplicación actual, revisemos
la especificación de cada variable de riesgo.

Para simular la estructura de plazo fortuita de las tasas de
interés (es decir, tasas de interés expresadas en moneda local
y extranjera) se supone que las tasas de interés siguen un
proceso de reversión medio que depende del tiempo. 25 En es-
te proceso, el cambio de neutral de riesgo 26 en la tasa de in-
terés a corto plazo compuesta en forma continuada es

25 Véase la extensión del modelo de Vasicek para tasas de interés fortuitas li-
bres de riesgo en Hull y White (1994).
26 En un mundo neutral de riesgo, los inversores no requieren compensación
alguna por el riesgo y el retorno esperado sobre todos los activos es la tasa
de interés libre de riesgo.
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Las tasas medias de reversión y volatilidad se pueden estimar
a partir de una serie de tiempo de tasas de interés a corto pla-
zo o a partir de precios máximos y mínimos. Una vez estima-
da la estructura de plazo libre de riesgo (por ejemplo, sobre
títulos del gobierno de los Estados Unidos), se modelan enton-
ces otras estructuras de plazo riesgosas como un margen nor-
mal fortuito sobre una estructura libre de riesgo. Este proce-
dimiento asegura que los márgenes de tasas simuladas sean
siempre positivos y que las estructuras de plazo simulado es-
tén aproximadamente libres de arbitraje.27

Para la simulación de la mayoría de las otras variables de
riesgo financiero y económico (tasas de retorno, tipo de cam-
bio, precios, producción), adoptamos un enfoque usado a me-
nudo para simular retornos y precios sobre activos. Específi-
camente, se supone que el valor de la variable S sigue un mo-
vimiento geométrico tipo Brown, en donde la tasa de creci-
miento esperada (m) y la volatilidad (a) son constantes. 28 La
tasa de crecimiento esperado es igual al retorno esperado so-
bre el activo (µ) menos su rendimiento en dividendos (d). Pa-
ra un intervalo de tiempo discreto At, se puede demostrar que

En consecuencia, la tasa de retorno en el mercado de títulos
(k) se estima como

y la tasa de retorno de la ja empresa de propiedad del Estado
puede ser representada como

27 Para una discusión más amplia para modelar estructuras de plazo de ta-
sa de interés sin riesgo y riesgosas, junto con la aplicación de una metodolo-
gía basada en la difusión para evaluar el VaR de una cartera de títulos de in-
greso fijo (con tasa de interés, margen de rendimiento de interés, tipo de cam-
bio, y riesgo crediticio correlacionados), véase Barnhill y Maxwell (2002).
28 Véase, por ejemplo, Hull (2000, página 408).
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Y, dada la distribución de posibles retornos futuros en ki el
valor futuro de estas empresas también es fortuito.

Para simular el precio de recursos no renovables es conve-
niente utilizar un enfoque basado en un precio de equilibrio a
largo plazo variable y desvíos de corto plazo de este precio, te-
niendo en cuenta la correlación entre los precios a largo y cor-
to plazo. Este enfoque, desarrollado para valuar producción
de petróleo futura,29 es elegido por cuatro razones. Primero,
cuando está adecuadamente calibrado, ha demostrado brin-
dar estimaciones confiables de precios de petróleo a futuro.
Segundo, el concepto de un precio de equilibrio a largo plazo
y un desvío a corto plazo que se deteriora con el tiempo es co-
herente con los desarrollos del precio del petróleo que se asu-
men de ordinario. Tercero, los precios del petróleo calculados
de este modo pueden ser multiplicados por pronósticos de
producción para obtener flujo de fondos futuro; a su vez, és-
te puede ser descontado nuevamente para llegar al valor pre-
sente de las reservas de petróleo. Cuarto, después de simular
el precio de equilibrio a largo plazo correlacionado y los des-
víos a corto plazo, podemos aplicar una metodología similar
para estimar una distribución de valores futuros para la pro-

29 Véase Schwartz y Smith (2000).
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ducción de petróleo proyectada. Bajo este enfoque, el precio
de mercado corriente para un contrato de futuro con tiempo
T hasta el vencimiento se deriva del siiuiente modo:

Donde
Nt = cantidad producida, y
CNt = costo de producción constante por unidad de produc-
ción.

Todas las variables de riesgo son simuladas como variables



114 Asociación Internacional de Presupuesto Público - ASIP

fortuitas correlacionadas. Este procedimiento requiere la es-
pecificación de correlaciones entre cada una de las variables
fortuitas n30. Posteriormente, n muestras al azar indepen-
dientes x son extraídas de las distribuciones normales estan-
darizadas, que tienen en cuenta el cálculo de un conjunto de
términos de error al azar correlacionados para las variables
fortuitas n. Para una distribución normal bivariada,

Se puede demostrar que las volatilidades y correlaciones si-
muladas para todas las variables fortuitas concuerdan estre-
chamente con los valores estimados a partir de los datos de
serie de tiempo. 31

En la siguiente sección, este análisis se aplica a valuar los
activos y pasivos del gobierno, y para evaluar la probabilidad
de que el gobierno enfrente el incumplimiento -acompañado
generalmente por la pérdida del acceso a los mercados finan-
cieros- a medida que su patrimonio se torna negativo. 32 Este

30 Véase Hull (2000) para un procedimiento derivado para una distribución
normal n-variable.
31 La aplicación corriente de VaR al balance del gobierno se resume a partir
del riesgo crediticio de la contraparte. Sin embargo, Barnhill, Papapanagio-
tou y Schumacher (2002) han demostrado que es posible simular riesgo cre-
diticio y de mercado correlacionados y emprender evaluaciones de riesgo de
bancos usando un marco de reclamos contingentes. En principio, esto se
puede extender a la realización de un análisis de riesgo de sector bancario y
de gobierno simultáneo.
32 En la práctica, se observa que las firmas a menudo dejan de cumplir an-
tes de que el valor de la firma caiga por debajo del valor de la deuda pendien-
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enfoque es similar a estimar el riesgo de incumplimiento para
las firmas privadas en un marco de análisis de reclamos con-
tingentes.33

IV. Aplicación a Ecuador

Entre las economías de los mercados emergentes, la selección
del episodio de un país para probar el enfoque del VaR es dic-
tada primariamente por la disponibilidad de datos. Además de
estadísticas macroeconómicas de alta frecuencia y datos bá-
sicos sobre el gobierno general, la metodología está en el va-
lor presente de los activos y pasivos del sector público. Otro
criterio de selección clave es la exposición del sector público a
un entorno caracterizado por suficiente variedad y nivel de
riesgo.

El caso de Ecuador parece adaptarse a ambos criterios, da-
da la disponibilidad del balance del sector público, y en vista
de la exposición del país a una amplia gama de variables de
riesgo. Aunque está bien dotado con petróleo y otros recursos

te (es decir, antes de que el patrimonio de la firma se torne negativo). Aunque
con menor frecuencia, un gobierno solvente puede dejar de cumplir en una
crisis de liquidez.
33 Véase Black y Scholes (1973) y, más explícitamente, Me rton (1974). Los ac-
cionistas tienen una opción de compra sobre la firma y su relación deuda/va-
lor es una medida de cuán lejos está la opción de compra con respecto al di-
nero. Además de varios supuestos de mercado estándar eficientes, este mar-
co supone que la dinámica para el valor de la firma, V, a través del tiempo,
se puede describir mediante un proceso fortuito tipo difusión con la ecuación
diferencial
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naturales, Ecuador ha sufrido concurrentemente, desde
1998, crisis de moneda, bancarias y de deuda, más desastres
naturales (esencialmente El Niño). Se estima que el ingreso
descontado futuro del gobierno por las reservas de petróleo
alcanza casi dos veces el nivel de tendencia del PBI. Del mis-
mo modo, la suma de los activos públicos registrados y con-
tingentes está cerca de ese nivel. Asimismo, Ecuador ha toma-
do un paso importante al dolarizar plenamente la economía a
comienzos del año 2000. En resumen, esta rica experiencia
brinda un excelente estudio de caso para aplicar el enfoque
VaR, y en ese contexto, para determinar el efecto de cada va-
riable de riesgo, incluyendo las consecuencias probables de la
dolarización, sobre el balance del sector público.

El punto de referencia del análisis del VaR consiste en es-
timaciones del valor presente de los componentes principales
del balance del sector público consolidado para 2000. 34 Las
variables y las covariables para todas las variables fortuitas
(incluyendo inflación interna, tipo de cambio, tasas de inte-
rés, precio del petróleo, producción) fueron calculadas de
acuerdo con las especificaciones detalladas en la sección an-
terior. 35 Con estos ingredientes, era factible computar los in-
dicadores de dispersión alrededor del valor presente de cada
categoría importante de activos y pasivos, compuestos por ac-
tivos reales y financieros registrados, pasivos financieros, in-
greso esperado de reservas de petróleo y otros diversos acti-
vos contingentes como así también pasivos contingentes (aso-
ciado con jubilaciones públicas, bancos, y desastres natura-
les). Esto permite la derivación del patrimonio neto ajustado
por riesgo en la ecuación (9).

Basarse en el balance solamente para calcular la sustenta-
bilidad fiscal exageraría la latitud del gobierno para empren-
der un ajuste fiscal con medidas discrecionales (incrementos
impositivos y/o recortes de gastos primarios) e ignoraría la ri-
gidez inherente de la estructura fiscal. En realidad, en Ecua-
dor, las autoridades han estado restringidas por una alta pro-

34 la principal fuente de datos para el balance del sector público es Arteta y
Samaniego (2001).
35 Para un comentario más detallado, véase el Apéndice.
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porción de desembolsos obligatorios como resultado de una
amplia asignación de ingresos. 36 Esto requiere aumentar las
estimaciones del balance con el valor presente del saldo pri-
mario residual, dado por la proyección de recaudación impo-
sitiva y gastos primarios no relacionados con rubros identifi-
cados en el balance. El saldo residual descontado resultante
es sometido luego a variables de riesgo pertinente. Suponien-
do que el gobierno adhiera totalmente a la asignación legal y
constitucional, tanto el ingreso como los gastos primarios son
impulsados por la volatilidad del PBI no relacionado con el pe-
tróleo y su co-movimiento con otras variables de riesgo. La
prociclicalidad resultante -a menudo exacerbada por la ac-
ción discrecional- de la posición ha sido ampliamente obser-
vada en América Latina durante las últimas décadas. 37

En vista de su versatilidad, se aplica el método Monte Car-
lo de valuación completa para calcular el VaR del sector pú-
blico durante un intervalo de tiempo o incremento de un año.
A diferencia de las carteras de inversión o las instituciones fi-
nancieras, que pueden ser vulnerables durante un horizonte
de tiempo relativamente corto, 38 la vulnerabilidad fiscal a las
crisis puede ser prolongada en el tiempo. De este modo, para
el sector público, la evaluación del riesgo debería abarcar un
período más largo. El intervalo de un año adoptado en el pre-
sente ejercicio puede ser considerado como un período míni-
mo desde la perspectiva de la política fiscal.

Las estimaciones de VaR indican que en el año 2000, co-
mo secuela de las múltiples crisis experimentadas hacia fines
de la década del '90, Ecuador enfrentó una considerable vul-

36 Se estima que más de la mitad del ingreso está destinado constitucional o
legalmente para gastos primarios por instituciones y/o objetivos del gobierno
-además de los aportes por sueldos a la seguridad social, que, por su natu-
raleza misma, están totalmente asignados. En la práctica, la asignación real
está por debajo de las proporciones establecidas en razón de la considerable
presión fiscal.
37 Con respecto a la evidencia de comportamiento fiscal prociclico en Améri-
ca Latina, que agrava los efectos de la volatilidad de la producción, los pre-
cios de los commodities y los flujos de capital, véase Gavin y otros (1996).
38 Para comercializar carteras, con posición de buena liquidez, se utiliza a
menudo un intervalo de un día. En cambio, para bancos con carteras menos
líquidas un intervalo de hasta un año resulta más apropiado.
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nerabilidad fiscal. En 2000, sin riesgo, el patrimonio del sec-
tor público de Ecuador había alcanzado los US$8.000 millo-
nes. Sin embargo, sobre una base ajustada por riesgo, el pa-
trimonio neto es estimado a un valor negativo de US$21.000
millones con una probabilidad del 5% (Cuadro 1). Expresado
de otro modo, a un nivel de confianza del 95%, el VaR del sec-
tor público es de alrededor de US$29.000 millones (dado por
la diferencia entre el valor medio y el valor ajustado por el
riesgo). Los componentes del balance cuya volatilidad tiene el
impacto potencial más grande sobre el patrimonio neto inclu-
yen: utilidad por las reservas petroleras, ganancias por las
empresas estatales, pasivos externos pendientes, y pasivos
netos del sistema público de jubilaciones. Otros activos y pa-
sivos parecen estar relativamente menos expuestos al riesgo.

Sin el balance primario no residual (no proveniente del pe-
tróleo o las jubilaciones), el patrimonio neto alcanzaría unos
US$12.500 millones, suponiendo una completa flexibilidad al
aplicar medidas discrecionales -a falta de asignación de ingre-
sos. Si bien el balance residual contribuye significativamente
al patrimonio ajustado por riesgo, en realidad el VaR es ape-
nas US$1.500 millones más favorable al excluir, más que in-
cluir, el balance residual, al nivel de confianza del 95% (Cua-
dro 1). Estas dos variables son ilustradas por las distribucio-
nes de resultados potenciales, incluyendo el resultado de la
insolvencia (es decir, cuando el patrimonio neto es cero) a una
probabilidad del 35% cuando incorpora el saldo primario re-
sidual y 24% cuando lo excluye (Figura 1).

Las simulaciones del patrimonio neto ajustado por riesgo
indican la relativa importancia de cada fuente importante de
riesgo fiscal, reflejado en las estimaciones de patrimonio neto
ajustado por riesgo o de VaR a diversos niveles de probabili-
dad (Cuadro 2). Contra las estimaciones de base, se presen-
tan tres simulaciones básicas (con y sin el balance primario
residual). La simulación 1 está destinada a captar el efecto de
la dolarización oficial de la economía (en realidad, escalonada
durante el primer trimestre de 2000) suprimiendo la volatili-
dad del tipo de cambio y el nivel de precios internos, y fijan-
do la volatilidad de la tasa de interés en moneda local al mis-
mo nivel que la de la tasa de interés en moneda extranjera. En
la simulación 2, además de la dolarización, la volatilidad de
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las tasas de interés es llevada a nivel cero. Por otra parte, en
la simulación 3, la volatilidad de los precios del petróleo es fi-
jada en cero.

Las simulaciones, basadas en medidas anteriores de varia-
bles de riesgo, corroboran que las principales fuentes de ries-
go fiscal para Ecuador eran la volatilidad del margen de ren-
dimiento del interés, el tipo de cambio y los precios del petró-
leo, como así también sus co-movimientos. Se estima que la
dolarización redujo el VaR en alrededor de US$3.000 millones
(US$2.000 millones sin el saldo residual), con un nivel de con-
fianza del 95%. Si, además, Ecuador se las hubiera ingeniado
para eliminar la volatilidad en el margen, el riesgo habría caí-
do en alrededor de US$14.000 millones. Por otra parte, la eli-
minación hipotética de la volatilidad del precio del petróleo
habría contribuido, en cambio, a una disminución de
US$6.000 millones en el riesgo (US$5.000 millones a falta de
saldo residual) (Cuadro 2). Los resultados de la simulación se
pueden ver gráficamente, reflejando una mayor cantidad de
distribuciones de probabilidad para las simulaciones 1, 3 y 2,
respectivamente (Figura 2).

Como chequeo adicional del efecto de la dolarización, se
condujo una simulación posterior para 2000, sobre la base de
datos posteriores a la dolarización para las variables de ries-
go. La disminución simulada en el VaR es por lo menos dos
veces tan grande con los datos posteriores que con los datos
anteriores, sugiriendo una posible exageración del VaR en la
simulación anterior (Cuadro 2). Este resultado puede ser atri-
buido en parte a una volatilidad levemente más baja en las va-
riables de riesgo subyacente durante el período relativamente
tranquilo posterior a la dolarización. 39 Si bien es interesante,
la confiabilidad de la simulación posterior debe ser atempera-
da por el corto período de tiempo durante el cual se estiman
la volatilidad y la correlación de las variables fortuitas.

39 Desde 2000:3, el desvío estándar de las variables detalladas es el siguien-
te (las estimaciones para el período hasta 1999:4 aparecen entre paréntesis):
margen de rendimiento, 0,07 (0,08); precio del petróleo, 0,26 (0,24); y PBI sin
petróleo. 0,02 (0,04).
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V. Implicancias políticas

El análisis de VaR confirma que los cálculos e indicadores de
sustentabilidad fiscal convencional, aun cuando sean someti-
dos a diversas pruebas de esfuerzo, no brindan más que una
primera aproximación a la vulnerabilidad del sector público
ante las crisis financieras. Sin duda, la aplicación del enfoque
VaR a un balance amplio del sector público indica que los cál-
culos e indicadores convencionales basados en el escenario
pueden subestimar en forma significativa la vulnerabilidad fis-
cal que enfrentan los gobiernos en los mercados emergentes.
Los hallazgos sugieren que en Ecuador la volatilidad en el mar-
gen del rendimiento soberano es una fuente importante de vul-
nerabilidad fiscal. En realidad, la contribución de la volatilidad
del margen al riesgo fiscal, y, en menor grado, la contribución
de la volatilidad del tipo de cambio, superan el efecto de la vo-
latilidad del precio del petróleo -la única fuente verdaderamen-
te exógena de riesgo que está más allá de la influencia de las
autoridades. Asimismo, las rigideces fiscales tienden a aumen-
tar la contribución de la volatilidad de la producción.

Una implicancia central de estos resultados es que las eco-
nomías de los mercados emergentes con atributos compara-
bles a los de Ecuador, o sea, gran endeudamiento aunque se
encuentre bien dotado con recursos no renovables, deben im-
plementar una estrategia destinada a reducir la prima de ries-
go país y a mejorar la posición del patrimonio neto ajustado
por el riesgo del sector público. Claramente, una caída signi-
ficativa en la prima de riesgo, reflejada en el nivel y volatilidad
del margen de rendimiento, conduciría a un círculo virtuoso
de estabilidad macroeconómica y crecimiento sostenido. A co-
mienzos de 2003, las autoridades de Ecuador anunciaron im-
portantes iniciativas hacia ese objetivo estratégico, en línea
con las siguientes implicancias específicas de los hallazgos
antedichos. 40

Primero, las economías de los mercados emergentes deben
evitar acumular más allá de cierta existencia de pasivos gu-

40 Estos compromisos de política (señalados más adelante) están documen-
tados en el Fondo Monetario lnternacional (2003).
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bernamentales -especialmente en la forma de deuda a corto
plazo contraída en moneda extranjera, a tasas de interés va-
riables, resultante en disparidades de vencimiento y de mo-
neda que puedan dar lugar a problemas de servicio de deu-
da. Como parte de un manejo prudente de la deuda pública,
deberán resistir la proliferación de garantías y la acumula-
ción de pasivos contingentes no financiados. En consecuen-
cia, Ecuador ha fijado un límite de mediano plazo sobre la re-
lación deuda/PB1, 41 y los pasos anunciados para contener la
formación de pasivos contingentes -en parte reformando el
sistema de seguridad social y restableciendo la solidez del
sector bancario.

Segundo, las economías de los mercados emergentes de-
ben estar listas para tomar medidas políticas en proporción
con la convergencia hacia una situación fiscal solvente, forta-
leciendo la situación de saldo primario residual puesta de re-
lieve en el ejercicio antedicho. Las medidas de ajuste deberán,
tanto como sea posible, traer aparejado el recorte de los pro-
gramas de gastos no productivos y la racionalización del sis-
tema impositivo, incluyendo la eliminación de la asignación
de ingresos -que constituye no sólo una fuente de prociclica-
lidad incorporada, sino también un severo impedimento para
el ajuste fiscal. Las autoridades de Ecuador están comprome-
tidas a tomar medidas importantes en un futuro cercano en
estos frentes, ocupándose así de efectuar los ajustes requeri-
dos ilustrados por las estimaciones antedichas. 42

Tercero, el margen de rendimiento sobre documentos del
gobierno es una fuente de riesgo endógena que se puede re-

41 Si bien de ordinario el límite previsto de la deuda pública es expresado en
proporción al PBl (40% en el caso de Ecuador), la relación entre la deuda y la
recaudación impositiva refleja con mayor exactitud la capacidad del servicio
de la deuda del gobierno. El argumento para medir la relación de deuda pú-
blica en términos de recaudación impositiva descansa en la volatilidad ma-
croeconómica mucho más alta en América Latina que, por ejemplo, en la OC-
DE; véase Hausmann (2002).
42 Específicamente, se encaran, entre otras, las siguientes medidas estructu-
rales: reforma impositiva amplia, reforma de la administración pública, y re-
ducción significativa en la asignación de ingresos -salvo cuando sea exigido
por la Constitución o garantizado basado en el principio del beneficio, por
ejemplo, bajo programas de seguridad social.
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ducir no sólo restringiendo la formación de pasivos reales y
contingentes, sino más importante, fortaleciendo el marco
institucional.43 Un lento progreso en este sentido ha sido un
obstáculo importante en Ecuador en el pasado, que impidió la
disminución en la media y en la variable del margen sobera-
no después de la dolarización. 44 La reciente introducción de
un marco político transparente y basado en las reglas repre-
senta un paso importante en el desarrollo institucional en el
área fiscal. 45 Si se implementa en forma adecuada, este mar-
co -respaldado por medidas clave de reforma estructural, in-
cluyendo en el sector financiero- deberá contribuir a una dis-
minución significativa en la prima de riesgo y al crecimiento
sostenido.

Cuarto, una implicancia relacionada es que, por sí misma,
la dolarización tiende a tener un impacto relativamente mo-
desto en la reducción de la vulnerabilidad fiscal. Los elemen-
tos de juicio a partir de la simulación 1 (ya sea anterior o pos-
terior) indican que después de la dolarización, Ecuador toda-
vía enfrenta un gran patrimonio neto negativo ajustado por
riesgo en el sector público. Si bien nos abstenemos de gene-
ralizar con respecto a otras economías de mercados emergen-
tes, este resultado puede ser por cierto interpretado como una
precaución en cuanto a que la dolarización debe estar acom-
pañada por el establecimiento de un marco institucional creí-
ble y la observancia de una disciplina fiscal.

43 Ver pruebas de los determinantes de márgenes soberanos en los mercados
emergentes en Kopits (2002).
44 Tanto la media como la variable de los márgenes de rendimiento muestran
una declinación levemente significativa después del escalonamiento del dólar
estadounidense (en el primer trimestre de 2000), a pesar de la desaparición
del riesgo de moneda. En realidad, desde entonces, el margen se ha mante-
nido bien por encima de los 1000 puntos básicos, llegando a dos veces ese ni-
vel a mediados de 2002.
45 La Ley de Transparencia y Responsabilidad Fiscal de Ecuador, promulga-
da en septiembre de 2002, brinda un conjunto de normas macro-fiscales
(consistente en limites al déficit del presupuesto no relacionado con el petró-
leo, el crecimiento del gasto privado, la deuda pública), un fondo de estabili-
zación del petróleo, y requisitos de transparencia -en línea con las buenas
prácticas internacionalmente aceptadas (conforme lo comentado en Kopits y
Symansky, 1998).
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Por último, la determinación de las políticas en las econo-
mías dotadas de recursos naturales se basó a menudo en la
noción de que las reservas significativas de petróleo u otros
commodities no renovables compensaba, en cierto modo, el
derroche fiscal. Esta noción es, por supuesto, ilusoria a la luz
del efecto adverso de la alta volatilidad en los precios de los
commodities sobre la sustentabilidad fiscal. Cuando las fluc-
tuaciones en el precio del petróleo están más allá del control
de las autoridades, su impacto interno debe ser atenuado a
través de cierta combinación de norma de gasto primario y
fondo de estabilización del petróleo (sujeto a los resguardos
necesarios),46 según lo encaró la legislación reciente en Ecua-
dor. Como complemento de dicho fondo, valdría la pena explo-
rar la utilidad de los dispositivos de cobertura basados en el
mercado para amortiguar la incertidumbre y la volatilidad de
los precios del petróleo. 47

Se admite que estas implicancias son tentativas y están
sujetas a mayores pruebas a través de aplicaciones adiciona-
les de VaR, a lo largo de distintos países, en diversas circuns-
tancias. En este sentido, la conclusión está dedicada a eva-
luar las posibles limitaciones de la metodología y a delinear
las sugerencias para futuras investigaciones.

VI. Evaluación

Por sobre todas las cosas, esta aplicación experimental del en-
foque VaR al sector público representa una posibilidad pro-
metedora para una evaluación más realista de la sustentabi-
lidad fiscal bajo incertidumbre. En comparación con el enfo-
que convencional del análisis de sustentabilidad, el análisis
VaR brinda un marco cuantitativo formal y más explícito pa-
ra identificar y medir fuentes importantes de vulnerabilidad

46 Véase, por ejemplo, la discusión de una norma de gasto propuesta en
Hausmann, Powell y Rigobon (1993), y el caso para adoptar el enfoque norue-
go en Venezuela en Bjerkholt y Niculescu (2002).
47 Para un comentario de los diversos instrumentos de cobertura usados en
los mercados de riesgo de commodities, véase Davis y otros (2001).
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fiscal; en particular, capta el efecto de la volatilidad en las va-
riables de riesgo subyacentes, como así también las interac-
ciones entre ellas. La aplicación puede ser adaptada a cual-
quier país dado, incorporando las características instituciona-
les y de comportamiento específicas que caracterizan el entor-
no del país.

No obstante estos beneficios, en su forma actual, el enfo-
que VaR puede ser cuestionado desde diferentes puntos. Más
que nada, se puede alegar que es posible que las variables y
covariables de las variables de riesgo estimado a partir de se-
ries de tiempo pasadas no brinden un pronóstico confiable de
riesgo futuro. Según este punto de vista, para las economías
de los mercados emergentes que sufren una rápida transfor-
mación estructural y/o que experimentan crisis importantes,
la aplicación de este enfoque puede estar sujeto a la Lucas cri-
tique, que diluiría su utilidad práctica para formular políticas.
En el caso de Ecuador, el cambio hacia el dólar, como así tam-
bién la turbulencia que precedió al cambio, podría poner en
tela de juicio la confiabilidad del VaR, basado en las volatili-
dades y correlaciones económicas y financieras vigentes en el
régimen anterior.

En una medida considerable, el VaR es lo suficientemente
flexible como para adaptarse a los cambios estructurales, in-
cluyendo cambios en el régimen. En general, el método Mon-
te Carlo de valuación completa empleado aquí tiene visión de
futuro y depende mucho menos de datos anteriores que el
método histórico de valuación completa. Asimismo, las simu-
laciones basadas en este método se pueden complementar
con dictámenes de expertos en lo que respecta a futuras vola-
tilidades.48 En particular, los impedimentos y las observacio-
nes alejadas pueden ser atenuadas o ignoradas sobre la base
de información externa. De igual modo, las observaciones pa-
ra las variables de riesgo pueden ser ponderadas a lo largo del
tiempo. Tales ajustes no son intentados aquí, para evitar un
posible juicio subjetivo. Resulta interesante que en nuestra
prueba del efecto del cambio de régimen, los resultados de la

48 Para una metodología desarrollada para modelar volatilidades y co-movi-
mientos fortuitos, véase Engel (2000).



Evaluación de la sustentabilidad fiscal bajo incertidumbre 	 129

simulación anterior y posterior para el caso dolarizado sean
sorprendentemente estables -aunque con cierta subestima-
ción anterior de la disminución en el riesgo en relación con la
simulación posterior- a pesar de la escala y complejidad de
las crisis experimentadas en Ecuador. El hallazgo es respal-
dado por la similitud observada en la volatilidad de las varia-
bles de riesgo antes y después de la dolarización. En cualquier
caso, esta cuestión requiere mayor investigación empírica pa-
ra extraer una evaluación más concluyente.

Otro aspecto cuestionable del análisis se relaciona con el
tratamiento del riesgo político. El VaR puede parecer incom-
pleto en tanto excluya una medida explícita del riesgo político
de entre las diversas variables de riesgo. Para estar seguros,
en un entorno del mundo real, las economías de los mercados
emergentes enfrentan a menudo la inestabilidad política o la
incertidumbre, especialmente cuando no se cuenta con un
marco institucional fuerte. Si bien el riesgo político merece in-
vestigación desde la perspectiva de la vulnerabilidad fiscal, se
ve en realidad plenamente reflejado en las importantes varia-
bles de riesgo usadas para los cálculos de VaR, especialmen-
te en el margen de rendimiento y el tipo de cambio.

Una falla potencialmente más seria surge más generalmen-
te de las evaluaciones de la vulnerabilidad parcial, es decir, li-
mitado al sector público. Sin duda, tales evaluaciones debe-
rán ser llevadas a cabo en un contexto económico, aplicando
una metodología de VaR uniforme e integrada simultánea-
mente con el sector público y el sistema financiero. En prin-
cipio, una evaluación de riesgo integrado, tratando el riesgo
de faltas bancarias sistémicas e incumplimiento del gobierno
como hechos correlacionados, es un esfuerzo futuro factible y
que vale la pena.

Otras limitaciones posibles consisten en la especificación
relativamente libre en la determinación de algunas de las va-
riables de riesgo subyacente, y de los grandes requerimientos
de datos y de computación para realizar los cálculos del VaR.
Estas dos limitaciones deberán ser consideradas en una futu-
ra agenda de investigación principalmente al introducir refi-
naciones metodológicas en las aplicaciones a una amplia va-
riedad de países. Si bien el presente ejercicio es ampliamente
compatible con una variedad de modelos, existe un amplio
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margen para insertar el ejercicio del VaR en un modelo ma-
croeconómico plenamente especificado que incluya una deter-
minación coherente de las variables de riesgo. Tal extensión
ambiciosa facilitaría rastrear las consecuencias de las accio-
nes políticas sobre el patrimonio neto ajustado por riesgo del
sector público.

En cuanto a los requisitos de datos, las estimaciones de
los balances del sector público representan un dato mínimo
para aplicar un análisis de VaR completo, en particular si es
llevado a cabo junto con el sector financiero en un contexto
macroeconómico completo. Sin embargo, el progreso según
estos lineamientos debería estar acompañado por un intento
por incorporar la volatilidad y los co-movimientos de varia-
bles de riesgo en indicadores resumidos de sustentabilidad
-expandiendo posiblemente la condición (6) que figura más
arriba. Una ventaja obvia al desarrollar tales indicadores de
sustentabilidad fiscal bajo incertidumbre serían los requeri-
mientos estadísticos relativamente modestos. Asimismo, los
indicadores resumidos serían bien recibidos por los analistas
y profesionales políticos para controlar la vulnerabilidad fis-
cal a través de un gran número de economías de mercados
emergentes.

APÉNDICE

Metodología y datos

Este apéndice reseña el procedimiento de cálculo, como así también
la medición de las variables fortuitas y de las principales categorías
de activos y pasivos, empleados para obtener el patrimonio neto
ajustado por riesgo del sector público de Ecuador. Los resultados in-
formados en los Cuadros 1 y 2 están basados en simulaciones del
entorno financiero futuro, junto con los valores de cada categoría de
activo y pasivo.

Cálculo

El entorno financiero es representado por un número de variables
al azar correlacionadas: tasas de interés, tasa de inflación, tipo de
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cambio, precios de los títulos, y otros indicadores económicos clave.
Dentro del contexto de este entorno, los activos y pasivos del sector
público están valuados (y sucesivamente revaluados) para calcular
la ecuación (9). El cálculo implica la selección de un intervalo de un
ano durante el cual se permite fluctuar a las variables fortuitas en
un proceso al azar correlacionado, conforme lo especificado en las
ecuaciones (10) a (18). Los cálculos concretos son realizados con el
paquete de software VaiueCalc desarrollado en Barnhill (2000).

De este modo, para cada corrida se crea un nuevo entorno finan-
ciero (con sus correlativas estructuras de plazo de tasa de interés, ti-
po de cambio, retornos sobre los títulos de mercado, precios del pe-
tróleo, crecimiento de la producción, etc.). Esta información permite
estimar los valores correlativos de los activos y pasivos, a lo largo de
un gran número de cálculos (aproximadamente 10.000), para cons-
truir una distribución de valores para cada categoría de activo y pa-
sivo y, de este modo, para el patrimonio neto del gobierno. Las dis-
tribuciones de probabilidades resultantes se pueden resumir por los
valores medio, máximo y mínimo, el desvío estándar, y el VaR del pa-
trimonio neto.

Este método es aplicado al caso de referencia, teniendo en
cuenta los movimientos y co-movimientos de todas las variables
fortuitas, y para un número de simulaciones alternativas para las
que las variables al azar seleccionadas se mantienen constantes.
Específicamente, en las simulaciones 1, 2, y 3 la economía es do-
larizada (es decir, el tipo de cambio es fijo.) 49 En la simulación 2,
además, la tasa de interés local en moneda extranjera también es-
tá fija. En la simulación 3, en cambio, el precio del petróleo se
mantiene constante.

Cada una de estas simulaciones altera las variables y las co-va-
riables de las variables al azar que quedan, como así también las
distribuciones de cartera para activos y pasivos. En consecuencia,
el valor medio (de la distribución) de cada grupo de activo y pasivo
es levemente alterado también. El valor ajustado por riesgo resul-
tante para cada grupo de activo y pasivo, como así también para to-
do el patrimonio neto, es calculado fijando el nivel de confianza úni-
co (digamos, 95% de confianza) o, en cambio, el nivel de probabili-

49 Para conveniencia de cálculo -dada la disponibilidad de toda la informa-
ción del balance en términos de dólares estadounidenses- la simulación 1
brinda la base para todas las simulaciones. De este modo, para la referencia,
la simulación 1 es convertida de dólares en sucres al tipo de cambio vigente;
asimismo, la simulación está sujeta a las volatilidades del tipo de cambio, la
inflación interna, y la tasa de interés doméstica, además de las otras varia-
bles fortuitas incorporadas en la simulación 1.
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dad (equivalente a 5%) en cuanto a pérdida. Un modo alternativo de
expresar el valor ajustado por riesgo es derivar el nivel de probabi-
lidad al cual el patrimonio neto es cero dentro del intervalo de un
año especificado.

Variables de riesgo

En conjunto, se incorporan siete variables, que representan fuentes
de riesgo fundamentales, a los cálculos. La siguiente es la lista de va-
riables medidas con la serie de datos trimestrales durante el periodo
1995-99. Las principales fuentes de datos son el Banco Central del
Ecuador (BCE), el Tesoro de los Estados Unidos, y el Fondo Moneta-
rio Internacional (FMI), que aparecen entre paréntesis. Las estadísti-
cas de dispersión básicas figuran en el Cuadro 1 del Apéndice.

FX: Tipo de cambio del sucre por dólar estadounidense (FMI).

ESR: Tasa de interés sobre los bonos del gobierno de Ecuador (vin-
culado a la tasa base del BCE), en sucres (BCE).

EUDR: Margen sobre el rendimiento sobre los bonos del gobierno de
Ecuador y sobre bonos comparables del gobierno de los Estados Uni-
dos, en dólares estadounidenses (Bloomberg).

UDR: Tasa de interés sobre bonos del gobierno de los Estados Uni-
dos, en dólares estadounidenses (Tesoro de los EE.UU.).

ECP: PBI no petrolero de Ecuador en precios constantes, ajustados
por temporada (BCE).

OP: Precio al contado del petróleo, en dólares estadounidenses por
barril de West Texas Intermediate (FMI).

Variables del balance

Los datos subyacentes sobre los activos y pasivos del sector público
para Ecuador se obtienen de estimaciones amplias del balance para
el año 2000 (expresados en dólares estadounidenses) en Arteta y Sa-
maniego (2001), sujeto a diversas modificaciones. Los mismos son
complementados con cálculos del excedente residual del gobierno
(también en dólares estadounidenses), sobre la base de los datos pa-
ra 2000 del Ministerio de Finanzas de Ecuador y de estimaciones del
equipo del FMI.
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Activos registrados

Todos los activos registrados (corrientes, fijos, y otros), que compren-
den una porción relativamente pequeña de activos del sector públi-
co, están medidos a su valor según libros. Se supone que las reser-
vas en moneda extranjera son invertidas en títulos del gobierno de
los Estados Unidos con vencimiento dentro de un año.

Activos contingentes

Para todos los activos contingentes (reservas de petróleo, biodiversi-
dad, captura de dióxido de carbono, y ganancias provenientes de em-
presas estatales), el valor presente es calculado a partir del flujo
anual esperado a lo largo de un horizonte de tiempo apropiado. La
tasa de descuento anual es reducida gradualmente del 12,5% en
2001 al 9% más allá de 2004.

Las reservas de petróleo dominan el balance en términos de mag-
nitud y volatilidad. La existencia de reservas de la empresa estatal
Petroecuador (aproximadamente 5.800 millones de barriles), más la
participación del gobierno en reservas de propiedad privada, se esti-
ma en US$76.000 millones o alrededor de cuatro veces el valor de la
tendencia del PBI. Se supone que el volumen de la futura producción
de petróleo se conoce con certeza y que las nuevas reservas del futu-
ro descubrimiento potencial no están valuadas. Específicamente, se
proyecta que las reservas generen un flujo de ingreso neto durante
los próximos 27 años, elevándose en los años iniciales y estabilizán-
dose después de 2004. El valor neto presente de este flujo de ingre-
sos, calculado de acuerdo con las ecuaciones (15) y (16), asciende a
menos de la mitad del valor de la existencia de reservas.

Ecuador está bien dotado con una variedad de recursos de biodi-
versidad en 24 zonas de conservación (12 millones de hectáreas). Se
espera que la protección de estos recursos produzca ingresos de va-
rias fuentes (incluyendo de futuras aplicaciones farmacéuticas). Asi-
mismo, bajo el Protocolo de Kioto, se espera que Ecuador se benefi-
cie con la venta de derechos de emisión de dióxido de carbono (da-
dos sus recursos forestales) a países industriales que no pueden ha-
cer frente a la reducción proyectada en la emisión. El valor presente
de las cuotas anuales proyectadas provenientes de la biodiversidad
y la captura de dióxido de carbono se calcula durante un período de
100 años.

Las estimaciones del valor de mercado de las empresas estatales
se usan como base para aplicar la ecuación (14) para revaluar em-
presas en el sector de la electricidad y de las comunicaciones. No se
dispone de estimaciones para empresas del sector minero.
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Pasivos registrados

La existencia de pasivos financieros internos y externos es medida a
su valor pendiente, casi equivalente al PBI. Se supone que los pasi-
vos a corto plazo y el 30% de los pasivos domésticos vencen en un
año. Se supone que el restante 20% y 50% de los pasivos domésti-
cos vence en 6 y 15 años, respectivamente. Se supone que los pasi-
vos externos están completamente expresados en dólares estadouni-
denses; el 70% es amortizado a lo largo de 20 años y el 30% a lo lar-
go de 7 años. Se proyecta que otros pasivos, principalmente en la for-
ma de obligaciones pendientes con depositantes, que surgen de ope-
raciones previas de rescate bancario, se amorticen en 3 años.

Pasivos contingentes

Existen tres tipos importantes de pasivos contingentes -desastres
naturales, crisis bancarias, y el envejecimiento- que tiene el gobier-
no en Ecuador, la suma de los cuales está cerca del valor del PBI. Co-
mo con el activo, su valor presente está calculado con una tasa de
descuento que disminuye gradualmente del 12,5% en 2001 al 9% en
2004 y de allí en adelante.

Ecuador es vulnerable a una gama de potenciales desastres na-
turales, inclusive erupciones volcánicas y terremotos. Sin embargo,
el fenómeno de El Niño es la única contingencia para la cual existen
estimaciones disponibles. El costo potencial de El Niño está calcula-
do a partir de un promedio ponderado de escenarios "severos" y "me-
nos severos". Mientras que para el escenario severo el costo es esti-
mado como una cuota anual durante un período de 20 años, para el
acontecimiento menos severo está valuado en una cuota anual de 3
años, con ponderaciones del 35% y 65%, respectivamente.

Sobre la base de experiencia reciente con crisis bancarias en
Ecuador, el pasivo contingente asociado con un plan de garantía de
depósito se calcula con una cuota anual constante extendida a lo lar-
go de un período de 20 años.

El Instituto de Seguridad Social de Ecuador (IESS) está enfren-
tando un desequilibrio financiero significativo, sus operaciones es-
tán siendo revisadas en la actualidad por una Comisión de Interven-
ción, y el Congreso considera una reforma importante del sistema.
Se encuentra disponible una estimación de los pasivos netos no fi-
nanciados del programa público de jubilaciones (es decir, flujo futu-
ro de beneficios de jubilación devengados, menos aportes) acumu-
lados durante los siguientes 25 años para un escenario de referen-
cia (sin reforma).
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Saldo primario residual

El valor presente del saldo primario residual del gobierno general
(valuado como una perpetuidad) está basado en la diferencia entre
los niveles proyectados de ingreso del gobierno, menos aportes a la
jubilación pública, ingresos por petróleo, utilidad por intereses y ex-
cedente operativo de las empresas estatales; y de gasto del gobierno,
menos beneficios de la jubilación pública y pagos de intereses. Las
proyecciones del ingreso residual y del gasto residual están basadas
en el supuesto de elasticidad unitaria de estos flujos con respecto a
la producción no petrolera.
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